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UDI
X
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VII
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UDI
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X
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UDI
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VI
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PS
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UDI
VII
36
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UDI
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PS
IV
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RN
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PS
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46
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PS
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UDI
V
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RN
XI
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IX
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RN
IX
52
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UDI
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UDI
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PPD
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RN
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RN
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UDI
RM
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PPD
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UDI
RM
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PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
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Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
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PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
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Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
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UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
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PDC
V
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UDI
IV
9
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RN
VIII
42
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PS
RM
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3
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UDI
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PDC
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PS
XII
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Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9
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PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Paya Mira, Darío
UDI
RM
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Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Con permiso constitucional no estuvo presente la diputada señora Laura Soto.


-Asistieron, además, el ministro de Justicia, don Luis Bates, y el senador señor Jaime Naranjo.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.07 horas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El acta de la sesión 28ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 29ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Secretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor LOYOLA (Secretario) da lectura a la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO POR VÍCTIMAS DE TRAGEDIA EN CONTINENTE ASIÁTICO.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Por acuerdo unánime de los Comités, se guardará un minuto de silencio por las víctimas de la tragedia ocurrida en el continente asiático.


-Los señores diputados, los funcionarios y los asistentes a las tribunas, de pie, guardan un minuto de silencio.


El señor LORENZINI (Presidente).- Muchas gracias.


En relación con este tema, en el tiempo destinado a los proyectos de acuerdo se verá en primer lugar, sobre tabla, uno presentado por el diputado señor Tuma, del Comité del Partido por la Democracia, apoyado por parlamentarios de todas las demás bancadas.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 3º DE LA LEY Nº 18.340, SOBRE ARANCEL CONSULAR DE CHILE. Primer trámite constitucional.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el Orden del Día, corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto, originado en mensaje, que modifica el artículo 3º de la ley Nº 18.340, que fija el Arancel Consular de Chile.


Diputada informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana es la señora Laura Soto.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3711-10, sesión 19ª, en 15 de noviembre de 2004. Documentos de la Cuenta Nº 2.


-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, sesión 29ª, en 14 de diciembre de 2004. Documentos de la Cuenta Nº 30.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En reemplazo de la diputada señora Laura Soto, rendirá el informe la diputada señora Isabel Allende.


Tiene la palabra su señoría.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, paso a informar, en primer trámite constitucional, sobre el proyecto de ley, originado en mensaje, que modifica el artículo 3º de la ley Nº 18.340, que fija el Arancel Consular de Chile.

La iniciativa faculta al Ministerio de Relaciones Exteriores para intermediar entre el Servicio de Registro Civil e Identificación y los chilenos que en el extranjero deseen obtener pasaportes y cédulas nacionales de identidad, que, de paso, contarán con la misma tecnología, estándares de calidad y medidas de seguridad que en Chile.


Como lo señala el informe que los honorables colegas tienen en su poder, el proyecto no contiene disposiciones que requieran quórum especial para su aprobación.


El informe financiero presentado por el Ministerio de Hacienda señala que el mayor gasto que represente esta iniciativa será financiado con los mayores ingresos que se recauden en los respectivos presupuestos institucionales.


El proyecto fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los diputados presentes en la Comisión.


En lo sustancial, el mensaje fundamenta las modificaciones legales que se introducen al arancel consular en la conveniencia de que los chilenos residentes en el extranjero tengan acceso a las nuevas tecnologías que se aplican en el país a los pasaportes y cédulas de identidad, con el fin de evitar sus adulteraciones y falsificaciones. Dichas tecnologías son más seguras y confiables, conforme a la mayor exigencia generalizada e internacional para documentos de tales características, especialmente a partir del ataque terrorista a las Torres Gemelas en Nueva York, el 11 de septiembre de 2001. Ello, por lo demás, resuelve un problema que afecta a quienes deben obtener visas para países -por ejemplo, a Estados Unidos-, donde se les exigen pasaportes expedidos con ese tipo de tecnología.


El mensaje destaca que esta medida implica un uso más adecuado de los recursos públicos mediante la utilización eficiente de la infraestructura del Servicio de Registro Civil e Identificación y de la red consular para la confección de pasaportes y cédulas de identidad.


A través de una acción coordinada entre el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Servicio de Registro Civil e Identificación, se podrá llevar a los chilenos que residen fuera, en el extranjero los frutos de la modernización que ha logrado nuestro país. 


Además, es importante recordar que el programa de otorgamiento de pasaportes con nuevas tecnologías a los chilenos que residen en el exterior ya fue discutido por el Congreso Nacional cuando se aprobó el proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público, a través del subtítulo 25, transferencias corrientes, ítem 33, asignación 066, con el título “Pasaportes de lectura mecánica”, por una suma de 195 mil dólares.


Este proyecto se considera un importante paso de apoyo a la comunidad chilena en el exterior, que expresa en forma práctica la garantía constitucional de la igualdad ante la ley, lo cual responde a una racionalización de funciones que está perfectamente acorde con lo que estipula uno de los principios fundamentales de la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que señala, precisamente, que “los órganos de la Administración del Estado deberán cumplir sus cometidos coordinadamente y propender a la unidad de acción, evitando la duplicación o interferencia de funciones”.


Desde el punto de vista formal, el proyecto consta de un artículo único, dividido en dos numerales, que modifican el numeral 3 del artículo 3º de la ley Nº 18.340, que fija el Arancel Consular de Chile. 


El numeral 1 agrega los “pasaportes” entre los documentos que se pueden obtener en Chile por intermedio de los consulados chilenos en el exterior.


El numeral 2 permite que los consulados, por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, hagan llegar al Servicio de Registro Civil e Identificación los fondos recaudados por los pasaportes y cédulas de identidad otorgados en la forma autorizada por este proyecto, considerando las eventuales fluctuaciones del tipo de cambio. Al efecto, se utilizarán medios expeditos y seguros. 


Asimismo, autoriza a la Cancillería para fijar por decreto el cobro del valor adicional derivado de los costos administrativos que involucrará el servicio prestado. El monto recaudado ingresará al patrimonio del Ministerio de Relaciones Exteriores.


Finalmente, dispone que, para estos efectos, la intermediación entre el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Servicio de Registro Civil e Identificación será regulada por medio de un convenio suscrito entre ambas instituciones.


En su discusión la Comisión escuchó al director de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señor Claudio Troncoso; al director general de Asuntos Consulares del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Ricardo Concha; al director del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Aldo Signorelli, y al subdirector de Estudios y Desarrollo del Servicio Registro Civil e Identificación, señor Luis Fuentes, quienes se pronunciaron favorablemente por la aprobación de este proyecto en los términos propuestos por el mensaje.


La Comisión estimó que los antecedentes aportados muestran que esta iniciativa es idónea para la finalidad que persigue. Por lo tanto, en votación única, la aprobó por unanimidad, tanto en general como en particular, sin perjuicio de las modificaciones formales introducidas en conformidad con el artículo 15 del Reglamento de la Cámara.


En consecuencia, la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana recomienda la aprobación de este proyecto en los términos despachados por la Comisión, ya que su texto es un gran paso en apoyo a los chilenos radicados en el exterior, a fin de que tengan la posibilidad de obtener su documentación tal como lo hacemos en Chile: con la última tecnología que, obviamente, da mucho más seguridad y confianza. Además, así cumplimos con las exigencias, cada vez mayores, de otros países. Con esto entregamos las herramientas necesarias para que nuestros compatriotas obtengan, con mucha más facilidad -a través de esta intermediación-, su documentación.


Celebramos que el Ejecutivo haya impulsado una iniciativa de esta naturaleza, que claramente, como ya lo señalamos, favorece a los chilenos residentes en el extranjero.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En discusión el proyecto.


Tiene la palabra el diputado señor Juan Masferrer.


El señor MASFERRER.- Señor Presidente, como bien lo ha informado la Presidenta de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, señora Isabel Allende, el proyecto perfecciona la acción de intermediación de los consulados de Chile para que los chilenos que se encuentran en el extranjero puedan obtener los pasaportes y las cédulas de identidad con la misma tecnología, estándares de calidad y medidas de seguridad que el Servicio de Registro Civil e Identificación otorga en Chile.


Este proyecto se fundamenta en la creciente demanda de documentos con mayores normas de seguridad, por la comunidad chilena residente en el extranjero, por lo que es necesario dotar a los consulados de mayores recursos tecnológicos para otorgarlos. Las nuevas tecnologías aplicables a los pasaportes y cédulas de identidad, además de hacerlos más confiables y seguros permitirá que estos documentos cumplan con las actuales exigencias internacionales. Hay que recordar que luego del ataque a las Torres Gemelas, en Nueva York, las medidas de seguridad en los aeropuertos, se han incrementado, de tal forma que las personas que viajan con pasaporte de lectura manual pueden ser sometidos a largas revisiones, las que se acortarán si cuentan con pasaportes de lectura digital. Por esto, la incorporación de nuevas y modernas tecnologías en los documentos de identificación es de gran relevancia para el desarrollo del país. Es un paso a la modernización del Estado y de los distintos consulados.


Por lo tanto, votaremos favorablemente este proyecto, ya que la Unión Demócrata Independiente se ha venido sumando a todo lo que sea modernización del Estado.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


El proyecto se votará al final del Orden del Día.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de ley, originado en mensaje, que modifica el artículo 3º de la ley Nº 18.340, que fija el arancel consular de Chile.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, la Mesa tuvo dudas sobre su resultado.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
La Mesa tiene dudas sobre el resultado de la votación. Se va a repetir.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 64 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado en general el proyecto.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Bustos, Ceroni, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Delmastro, Dittborn, 
Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, García (don René Manuel), García-Huidobro, 
González (don Rodrigo), Hernández, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, 
Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan 
Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Masferrer, Molina, Montes, Muñoz (doña Adriana), Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Prieto, Recondo, Riveros, Saa (doña María Antonieta), 
Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Tarud, Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular.

PERFECCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN PRIVADA DE LAS QUIEBRAS. Modificación de la ley Nº 18.175, de quiebras. Tercer trámite constitucional.


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde tratar las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley, originado en mensaje, que modifica la ley 
Nº 18.175, en materia de transparencia en la administración privada de las quiebras, fortalecimiento de la labor de los síndicos y de la Superintendencia de Quiebras.


Antecedentes:


-Modificaciones del Senado, boletín 
Nº 3180-03, sesión 32ª, en 15 de diciembre de 2004. Documentos de la Cuenta Nº 2.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En discusión.


Tiene la palabra el diputado señor Saffirio.


El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, muchas de las modificaciones del honorable Senado, algunas formales, mejoran el texto despachado por la Cámara. Sin embargo, no hay ningún cambio sustantivo en relación a las ideas matrices del proyecto del Ejecutivo ni a las indicaciones aprobadas por la Comisión de Economía y la Sala.


De esta manera, como presidente de dicha Comisión, me atrevo a solicitar a las bancadas de la Concertación, de Renovación Nacional y de la UDI, que aprueben, sin más trámites, las modificaciones, porque, reitero, son correcciones formales o perfeccionamiento de las disposiciones aprobadas por la Cámara, pero sin hacer ningún cambio sustancial.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ignacio Urrutia.


El señor URRUTIA.- Señor Presidente, como decía el diputado señor Eduardo Saffirio, las modificaciones del Senado van en la línea correcta, puesto que lo único que han hecho es mejorar el proyecto aprobado por la Cámara. De modo que resulta redundante agregar otras consideraciones sobre ellas. En consecuencia, la UDI, lo mismo que la bancada democratacristiana, las votarán favorablemente.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, este proyecto de ley, que busca fortalecer la transparencia en la administración privada de las quiebras y también la Superintendencia de Quiebras, me parece que va en la dirección adecuada.


Lamentablemente la legislación actual ha permitido que, en muchas oportunidades, algunos síndicos no ejerzan su labor con la debida transparencia. De hecho, con los diputados Iván Norambuena y Andrés Egaña, hicimos una denuncia respecto de situaciones anormales que involucraban a dos síndicos que operaban tanto en Santiago como en Concepción, a raíz de la cual, con vergüenza lo digo, por primera vez, desde la dictación de la ley, en 1982, el año pasado se tuvo que remover a uno de ellos por manejos poco claros de dineros. Ello significó un gran dolor de cabeza para el propio superintendente de Quiebras y para sus colaboradores. Tanto los diputados Egaña y Norambuena como quien habla, reconociendo que estábamos frente a una autoridad de designación presidencial, y siendo nosotros diputados de Oposición, una vez analizados los hechos, le entregamos al superintendente nuestro apoyo, ya que tanto él como el equipo de abogados de la Superintendencia merecen todo nuestro respeto y respaldo. Creemos absolutamente necesario que la ley sea modificada, a fin de transparentar -a ello apunta el proyecto- la actuación de los síndicos de quiebras.


Hace dos semanas, la comisión de ética de la Corte Suprema determinó sancionar a una magistrada de la Octava Región, precisamente, por haber entregado la administración de quiebras a personas que no han hecho bien su trabajo. Por ello, celebramos que esta Corporación entregue a la Superintendencia de Quiebras más herramientas de control que fortalezcan la transparencia y entreguen la debida justicia, tan necesarias en esta materia.


Junto a los diputados Egaña y Norambuena denunciamos que esos síndicos buscaban la manera de quedarse con los dineros de las quiebras y no pagar a los trabajadores de la empresa fallida las remuneraciones adeudadas. Por lo demás, los afectados eran no sólo trabajadores, sino también pequeños contratistas, a quienes nunca se les respetaban sus acreencias, de los cuales muchos quebraron 
-hasta el día de hoy ello sigue ocurriendo- y se fueron a la ruina. Lo anterior se debe a vacíos que contiene la ley respecto de la administración de las quiebras.


Los votos de la Unión Demócrata Independiente están para apoyar las modificaciones del Senado, que -reitero- buscan fortalecer la transparencia en la administración privada de las quiebras y la labor de la Superintendencia de Quiebras, que es el ente que debe regular, pero que hasta hoy, lamentablemente, no cuenta con las herramientas necesarias para tales efectos. Cabe señalar que en su oportunidad presentamos proyectos de ley e indicaciones sobre esta materia, cuyas ideas matrices están contempladas en esta iniciativa.


Reitero nuestro apoyo a las modificaciones a este proyecto, absolutamente necesario para evitar que siga existiendo sinvergüenzura en la administración de las quiebras.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el ministro de Justicia, señor Luis Bates.


El señor BATES (ministro de Justicia).- Señor Presidente, en términos generales, compartimos las modificaciones del honorable Senado, pues mejoran el proyecto. Muchas de ellas tienen carácter formal, y aquellas más de fondo van en la dirección de optimizar la regulación de la administración de los síndicos, fundamentalmente, frente al tema de la probidad, para lo cual, en nuestra opinión, las disposiciones aprobadas por esta Cámara en su momento son absolutamente atinentes.



En general, compartimos cada una de las modificaciones -no me referiré en particular a cada una de ellas- y creemos que este proyecto, que tiende a la administración de los síndicos, junto con el que se está viendo en este momento en la Comisión de Economía del Senado, relacionado con las empresas en crisis, más el anteproyecto que se está trabajando en materia sustantiva penal, configuran una trilogía de normas que van en la dirección correcta de mejorar sustancialmente todo lo que tiene que ver con los sistemas concursales o de quiebras. Creo que si la honorable Cámara aprueba el proyecto, se dará un paso importante en la dirección señalada.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


-Con posterioridad la Sala se pronunció sobre las modificaciones del Senado en los siguientes términos:


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde votar las modificaciones del Senado al proyecto que modifica la ley 
Nº 18.175, en materia de transparencia en la administración privada de las quiebras y fortalecimiento de la labor de los síndicos y de la Superintendencia de Quiebras.


Esta iniciativa contiene una disposición de ley orgánica constitucional, y requiere 65 votos para su aprobación.


¿Habría acuerdo para aprobar las modificaciones por unanimidad?


No hay acuerdo.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 69 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobadas las modificaciones del Senado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Delmastro, 
Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Forni, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, 
González (don Rodrigo), Hernández, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, 
Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan 
Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, 
Lorenzini, Luksic, Masferrer, Molina, 
Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Tarud, Tuma, Ulloa, Urrutia, 
Valenzuela, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor LORENZINI (Presidente).- Despachado el proyecto en su tercer trámite constitucional.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

AYUDA A PAÍSES ASIÁTICOS AFECTADOS POR TERREMOTO Y MAREMOTO.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al primer proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 542, de los diputados señores Ojeda, Tuma, Lorenzini, Tarud, 



Ulloa, Villouta, Salas, Letelier, don Felipe; Galilea, don Pablo, y Montes: 


“Considerando:


Que el 26 de diciembre de 2004, un terremoto de magnitud 9,8 grados sacudió las costas de la Isla de Sumatra, en Indonesia, y ocasionó, posteriormente, un maremoto que azotó con inusitada violencia las costas de la propia Indonesia, de Sri Lanka, de la India, de Tailandia, de Myanmar (Birmania) y de Malasia;


Que, hasta el momento, las Naciones Unidas dan una cifra de pérdida de vidas humanas que se acerca a las ciento cincuenta mil personas, no descartándose que, como fruto de la catástrofe sanitaria que pueda producirse en la zona, la cantidad de las personas fallecidas pueda duplicarse con el correr de las semanas;


Que la comunidad internacional comienza a hacer esfuerzos para llevar ayuda a la región, lo que se ha expresado en la recolección de fondos para financiar operaciones de rescate y de reconstrucción de infraestructura de emergencia, principalmente sanitaria y vial;


Que Chile no puede permanecer indiferente ante esta calamidad que castiga a Asia. La mantención de relaciones de amistad y de comercio muy intensas con el sudeste asiático, tanto en el Pacífico como en el Índico, nos debe motivar a asumir posiciones más generosas y proactivas ante esta desgracia humanitaria, y


Que son varios cientos los grandes empresarios que comienzan a negociar con Asia, obteniendo grandes utilidades en sus operaciones. Llegó la hora de que ellos también se sumen a los empeños que tímidamente principian a hacer el Gobierno y el pueblo de Chile. Las relaciones entre los pueblos no son sólo de compraventa de bienes y servicios; son relaciones fundadas en el respeto, la amistad de sus gentes y la cooperación entre sus gobiernos. El sector 



privado chileno no puede quedarse indiferente frente a esta situación que aflige a sus clientes o potenciales clientes de Asia.


La Cámara de Diputados acuerda:

1.
Expresar a los Gobiernos y Parlamentos de Indonesia, Malasia, India, Sri Lanka, Tailandia y Myanmar (Birmania) su solidaridad ante la tragedia que viven;

2.
Solicitar a S. E. el Presidente de la República y, por su intermedio, al ministro de Relaciones Exteriores, que tenga a bien instar al sector público chileno a fin de que realice el mayor esfuerzo posible para contribuir al proceso de contención de los efectos de esta catástrofe y a la reconstrucción de naciones damnificadas, y

3.
Oficiar a la Confederación de la Producción y del Comercio, al objeto de que esta entidad gremial concuerde con sus afiliados, especialmente con aquéllos que tienen relaciones comerciales con los países afectados, efectuar donaciones u otro tipo de colaboraciones que permitan dar una clara señal de solidaridad y de humanidad chilenas en las relaciones económicas internacionales.”


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, solicito que el proyecto de acuerdo sea aprobado por unanimidad y sin discusión.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad y sin debate. 


Aprobado.


MANDATO A COMISIÓN DE VIVIENDA Y DESARROLLO URBANO PARA INVESTIGAR LA CALIDAD DE LA CONSTRUCCIÓN DE CONJUNTOS HABITACIONALES SERVIU. (Votación).


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 509, que tiene por objeto encomendar a la Comisión de Vivienda que se constituya en investigadora de las fallas en la calidad de la construcción de conjuntos habitacionales Serviu.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos; por la negativa, 5 votos. No hubo abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Álvarez, Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Delmastro, 
Dittborn, Egaña, Errázuriz, Escalona, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, González (don Rodrigo), Hernández, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Longton, Luksic, Masferrer, Molina, Muñoz (doña Adriana), Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), 
Prieto, Recondo, Riveros, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Tarud, Ulloa, Urrutia, Villouta, Von Mühlenbrock y 
Walker.



-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Bustos, Letelier (don Juan Pablo) y Montes.

PROYECTO “ASTRO CHILE” Y SUSCRIPCIÓN DE ACUERDO ENTRE LOS GOBIERNOS DE CHILE Y LA FEDERACIÓN RUSA.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 510, de la diputada señora Saa, doña María Antonieta, y de los diputados señores Ojeda, Villouta, Walker, Escalona, Hidalgo, Ceroni, Álvarez-Salamanca y González, don Rodrigo:


“Considerando:


Que, mediante proyecto de acuerdo de 4 de octubre de 2000, la Cámara de Diputados dio su apoyo al proyecto ‘Astro Chile’, el que permitiría la participación del primer astronauta chileno en una misión espacial tripulada. En él, se solicitó a S.E. el Presidente de la República que presentara la postulación oficial, ante el ex Presidente Clinton, del entonces Comandante de la Fuerza Aérea de Chile Klaus von Storch. 


Que, además, por proyecto de acuerdo de 29 de agosto de 2000, respaldó la creación de una agencia espacial chilena por medio de la tramitación de un proyecto de ley. 


Que, de esta manera, la Corporación ha comprometido plenamente su participación y contribución efectiva en la aplicación práctica de las tecnologías espaciales en el desarrollo económico, social y cultural del país y en el fomento del desarrollo científico y educativo, que conlleva para la juventud chilena tomar parte en las experiencias de las áreas aeroespaciales. Todo ello se enmarca en el respeto a los tratados internacionales, ratificados por Chile, sobre el uso pacífico del espacio ultraterrestre.


Que, según las informaciones acerca del avance del proyecto ‘Astro Chile’, la participación del señor Klaus von Storch en una misión espacial tripulada se realizaría con la colaboración de la Federación Rusa, en una nave Soyuz, dado que la Administración Nacional de la Aeronáutica y del Espacio de los Estados Unidos de América (Nasa) ha postergado algunos proyectos espaciales. Como la Federación Rusa es uno de los socios fundamentales, junto a los Estados Unidos de América, en la Estación Espacial Internacional, resulta altamente viable que el señor Von Storch tome parte en un vuelo tripulado a esa estación espacial a través de la Agencia Aeroespacial de la Federación Rusa, la cual ha venido llevando a cabo proyectos científicos desde el año 2000. Es una razón más para seguir brindando todo el apoyo de la Corporación a la participación de dicho ingeniero aeroespacial y próximo astronauta chileno.


La Cámara de Diputados acuerda:

1.
Recibir al postulante a astronauta y a los miembros del directorio de la Corporación ‘Astro Chile’, para que precisen los detalles del avance del proyecto y pongan en conocimiento de la Cámara de Diputados los pasos que permitirían concretarlo.

2.
Representar a S. E. el Presidente de la República la conveniencia de que los Gobiernos de Chile y de la Federación Rusa suscriban un acuerdo sobre cooperación en la investigación y utilización del espacio ultraterrestre con fines pacíficos. Cabe recordar que las Cancillerías de ambos países han redactado un proyecto que establece las bases y los principios organizativos de la elaboración y desarrollo de programas de cooperación en esta materia. La colaboración mutua habría de materializarse en la realización de proyectos conjuntos, la ejecución de experimentos, el intercambio de información científica y técnica, la puesta en práctica de planes de construcción, la creación, prueba y lanzamiento de aparatos y sistemas espaciales o componentes de ellos. Además, deberían organizarse simposios y conferencias conjuntas, delinearse las formas complementarias de cooperación que las Partes acuerden. 

3.
Solicitar al ministro de Relaciones Exteriores que se contacte con el embajador de la Federación Rusa, al objeto de afinar los detalles de la suscripción de este acuerdo de cooperación; fijar una agenda y elegir la oportunidad de efectuar dicha suscripción, e incluir en el acto al Presidente de la Agencia Espacial, al postulante a astronauta señor Klaus von Storch y al directorio de la Corporación ‘Astro Chile’.

4.
Recabar del Subsecretario de Aviación que incorpore al postulante a astronauta señor Klaus von Storch en la comisión asesora presidencial denominada Agencia Chilena del Espacio, atendida la suscripción del acuerdo de cooperación entre los Gobiernos de la Federación Rusa y de Chile.

5.
Recomendar al Subsecretario de Aviación que, en su calidad de Presidente de la Agencia Espacial, suscriba el convenio de cooperación entre la Agencia Chilena del Espacio y la Agencia Aeroespacial de la Federación Rusa, que dice relación a la cooperación en la investigación y utilización del espacio ultraterrestre con fines pacíficos, a efectos de que así se establezca la base jurídica para la actuación común de las Partes.”


El señor LORENZINI (Presidente).- Para hablar a favor, tiene la palabra la diputada señora María Antonieta Saa.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo fue presentado antes de la celebración de la Apec y muchas de las cosas que se proponen ya fueron cumplidas, tales como la firma del convenio entre los gobiernos de Chile y de la Federación Rusa sobre cooperación en la investigación y utilización del espacio ultraterrestre con fines pacíficos, celebrada durante la visita del Presidente Putin a nuestro país.


Además, la Comisión de Ciencia y Tecnología de la Cámara recibió a los directivos de la corporación Astro Chile y al candidato a astronauta Klaus von Storch, quien explicó todas las propuestas y detalles de su candidatura a cosmonauta de la agencia zero espacial rusa.


Quiero informar a los colegas que con la firma del convenio entre la Federación Rusa y Chile se abre todo un espacio para el desarrollo del proyecto Astro Chile, que incluye una serie de investigaciones científicas con el apoyo de la Universidad de Santiago y la Universidad Autónoma de Berlín.


Sólo quedan pendientes dos puntos importantes. Primero, recomendar al subsecretario de Aviación, don Carlos Parra, que incorpore o eleve a la categoría de asesor directo al postulante a astronauta Klaus von Storch en la Agencia Chilena del Espacio, y segundo, apurar la firma del convenio de cooperación entre dicha agencia y la agencia aeroespacial de la Federación Rusa.


Por tanto, pido a mis colegas apoyar este proyecto, tal como se hizo el 4 de octubre de 2000 con el que se solicitó al Presidente de la República que mandara una carta al Presidente de Estados Unidos para que la Nasa viera la posibilidad de incorporar al entonces comandante Klaus von Storch en un viaje espacial, cosa que se hizo pero que no se concretó.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, días antes de la celebración de la Apec en Chile solicitamos la unanimidad para que este proyecto de acuerdo se viera con anticipación, por considerar que era el momento propicio para pedir al Presidente de la República y a las demás autoridades que se citan en él, la suscripción de un acuerdo entre los gobiernos de Chile y de la Federación Rusa.


Aunque en parte está obsoleto, es necesario aprobarlo con el objeto de que el Presidente de la República pueda dar curso a las peticiones que se hacen.


Klaus von Storch es el único y primer candidato a astronauta de Chile. Por eso, la Cámara de Diputados ha apoyado su misión en una nave Soyus a través de varios proyectos de acuerdo. También lo recibió oficialmente hace algunas semanas, momento en el cual se le rindió homenaje. Lo propio hizo la Segunda Vicepresidencia, por ser oriundo de Osorno, y la Comisión de Ciencia y Tecnología.


Los puntos 5 y 6 se refieren a la participación del astronauta chileno en su primer viaje en una misión espacial tripulada, que se realizaría en una nave Soyus, de la agencia aeroespacial de la Federación Rusa, que trabaja en conjunto con la Nasa, de Estados Unidos.


Por eso ameritan la aprobación de este proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Ofrezco la palabra a un señor diputado que desee hablar en contra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 33 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
No hay quórum. Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
De nuevo no hay quórum.


Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación el proyecto de acuerdo Nº 510.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 24 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Por no alcanzarse nuevamente el quórum requerido, queda pendiente la votación del proyecto de acuerdo hasta la próxima sesión.

VII. INCIDENTES

INICIACIÓN DE ESTUDIOS Y MATERIALIZACIÓN DE OBRAS DE ESTABILIZACIÓN Y REPARACIÓN DE DAÑOS GEOLÓGICOS DEL MORRO DE ARICA. Oficios.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité de la Unión Demócrata Independiente.


Tiene la palabra la diputada señora Rosa González.


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, antes de referirme al tema de mi intervención, deseo expresar a mis colegas y a todos los chilenos un feliz año nuevo.


En esta oportunidad, quiero dar a conocer el texto del acta de la sesión de trabajo celebrada en Arica el 30 de diciembre de 2004, por la Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota.


Dice lo siguiente:

“1.
El morro de Arica presenta diversos daños en su estructura geológica, derivados de la extracción de material para la construcción del Puerto en la década del 60, y de sucesivos sismos, en particular el de agosto de 1987.

2.
En los años siguientes, numerosos estudios elaborados por personal especializado, geólogos e ingenieros, han confirmado la existencia de agrietamientos, material desprendible, inestabilidad de laderas, y han concluido en que el morro constituye a la fecha un peligro para los residentes y para las distintas actividades que se desarrollan en su entorno, y requiere de acciones inmediatas de estabilización. Un nuevo sismo pudiera producir daños irreparables.

3.
Al respecto, existen numerosas propuestas técnicas para la reparación de los daños y la consecuente mitigación del riesgo, entre las que se cuenta una presentada por el Servicio Nacional de Geología y Minería, Sernageomin.

4.
Sin embargo, y hasta el momento, se mantienen en riesgo la seguridad de personas y bienes, y el correcto desenvolvimiento de múltiples actividades urbanas de producción, transporte, esparcimiento y turismo.

5.
La explanada en la cima del morro es lugar de visita masiva de turistas y nacionales. Se emplaza allí un museo histórico y de armas, un mirador, el monumento denominado Cristo de la Paz, y otros equipamientos. En torno al pie del morro corre la principal avenida Costanera, parte de la red vial urbana.

6.
Pero aún más allá de aspectos materiales, el morro de Arica constituye el más preciado símbolo de la ciudad, es monumento histórico nacional, y tiene un contenido emotivo y patrimonial que trasciende las fronteras.

7.
A mayor abundamiento, desde el punto de vista local, el morro adquiere especial importancia en el marco de las obras del Bicentenario, con las que Chile celebrará el 2010 los doscientos años de su independencia. El Ejército de Chile -destinatario de los terrenos- ha presentado un proyecto de modernización de las instalaciones existentes; el Servicio de Vivienda y Urbanización, Serviu, de la Primera Región prepara una presentación al Banco Regional de Proyectos sobre obras de reparación, en tanto la ilustre municipalidad de Arica y la Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota tienen en desarrollo proyectos de mejoramiento y expansión de accesos, miradores y otros, con el objeto de consolidar el lugar como espacio público. El morro de Arica es uno de los proyectos del Bicentenario.

8.
El morro de Arica es propiedad del Fisco de Chile. Corresponde en consecuencia al Estado garantizar la seguridad de las personas y la permanencia de este hito simbólico, decidiendo las vías para su estabilización. En esta tarea contará sin duda con el apoyo más completo de la comunidad local.


En virtud de las consideraciones expuestas, pido que se oficie al señor ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, a fin de que, en el más breve plazo, adopte las decisiones que conduzcan a la solución de lo expuesto, para lo cual se propone que tenga en vista una acción de tres fases:

a)
Que se dé solución inmediata a los aspectos que presentan riesgo para la seguridad de las personas e instalaciones existentes.

b)
Que se inicie, en un plazo que pudiera ser de sesenta días, un proceso de análisis comparativo de los estudios y soluciones técnicas disponibles, y de contratación y materialización de las obras completas de estabilización resultantes, cuyo plazo de ejecución se estima, por los antecedentes conocidos, en ciento ochenta días, y

c)
Que de este modo se haga posible, sobre bases sólidas y antes de fines de 2005, la continuación del desarrollo del conjunto de proyectos ya descritos.


Al presente, la sociedad toma creciente conciencia de la necesidad de disminuir el riesgo ante los desastres naturales y de resguardar la vida e integridad de las personas. Los firmantes estiman que una oportuna decisión respecto del tema será bien recibida por la totalidad de los habitantes de Arica y sus organizaciones.


Para constancia, firman esta acta los señores Raúl Castro Letelier, presidente de la Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota; la diputada que habla; el coronel Humberto Oviedo Arriagada, comandante del Regimiento Rancagua; Sergio Méndez Rivera, delegado provincial del Serviu; Jorge Gajardo C., secretario comunal de Planificación de la Municipalidad de Arica; Javier Díaz Calderón, director de la Cámara Chilena de la Construcción, y Matías del Fierro Arasis, presidente de la Asociación Provincial de Taxibuses.


Solicito que se envíe este oficio, con los antecedentes y estudios que suman dieciséis -que pondré a disposición de la Mesa- al nuevo ministro de Obras Públicas. 


Además, pido que se envíe copia de dicho oficio a todos los firmantes del acta.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría con los antecedentes y estudios mencionados.



No obstante, porque no la escuché bien, le ruego que me explique la última parte de su solicitud.


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, es de mucho interés para mi comunidad que el oficio se envíe también a quienes han trabajado constantemente, desde hace cinco años, en la reparación del morro de Arica.


Al fin, llegamos a concordar plenamente con los estudios técnicos suizos para conservar ese morro que -reitero- es monumento nacional.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se procederá en la forma solicitada.

INSTALACIÓN DE OFICINA DE LA TESORERÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA EN PICHILEMU. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Ramón Barros.


El señor BARROS.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero enviar un saludo de Año Nuevo al país. Ojalá que sea muy bueno para su gente.


Durante el receso parlamentario de las últimas dos semanas me aboque a recorrer el distrito que represento. Durante el recorrido mis representantes me dieron a conocer muchas inquietudes, lo que me hizo recordar la verdadera razón por la que estoy en esta Sala.


Una de las principales inquietudes que me expresó la comunidad es el hecho de que la provincia de cardenal Caro no cuenta con una oficina de la Tesorería General de la República, lo que obliga a cualquier persona que quiera realizar un trámite, dependiendo de la comuna en que viva, a recorrer una distancia de entre 150 y 200 kilómetros. 



El uso de internet es una buena solución para acceder a los servicios de la Tesorería, pero también es un hecho de la causa que la provincia de Cardenal Caro, dada su realidad geográfica y de comunicaciones, tiene la menor cantidad de conexiones a la red. Los habitantes de esta provincia se ven enfrentados a un verdadero calvario cuando deben desplazarse cientos de kilómetros para solucionar un problema o convenir con el Servicio de Impuestos Internos el pago de sus contribuciones, multas, etcétera. Es una realidad indesmentible. 


A la vez, funcionarios de la Tesorería General me manifestaron las grandes dificultades que tienen para cumplir sus funciones de notificar y de atender a las personas, en un sistema bastante poco efectivo para cumplir con el verdadero rol que le compete a ese servicio público.


Por eso, solicito que se oficie al ministro de Hacienda para pedirle formalmente que informe sobre las razones por las cuales aún no se ha implementado una oficina de la Tesorería General de la República en Pichilemu o que disponga en breve plazo el funcionamiento de una oficina móvil, al menos durante algunos días de la semana, de manera de facilitar los trámites que en ella deben realizar los habitantes de la provincia de Cardenal Caro, que hoy -repito- deben desplazarse entre 150 y 200 kilómetros para hacerlo.


Asimismo, que se envíe el texto de mi intervención a la Gobernación Provincial de la provincia de Cardenal Caro y a la Tesorería Provincial de Colchagua, con sede en San Fernando.


Mi solicitud, que espero concretar personalmente en el Ministerio de Hacienda, pretende descentralizar las funciones de ese servicio y facilitarles a los contribuyentes de esa provincia los diversos trámites que deben realizar en sus oficinas, en consideración a las distancias que deben recorrer y la falta de oportunidad para conectarse con el servicio a través de internet.



Si esa aspiración es atendida constituirá un enorme beneficio para ellos.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de las diputadas señoras Alejandra Sepúlveda, Rosa González y Eliana Caraball, y de los diputados señores Juan 
Pablo Letelier, Andrés Egaña e Ignacio 
Urrutia.
MEJORAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN MUNICIPALIZADA Y PARTICULAR SUBVENCIONADA.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Sergio Correa.


El señor CORREA.- Señor Presidente, en este primer día de inicio de actividades, después del término del año, generalmente, en todas partes se hace un balance para establecer qué anduvo bien y qué anduvo mal. Y de ese análisis ha surgido un tema realmente inquietante que dice relación con la educación. La mayoría de los expertos señalan su preocupación por lo que está ocurriendo en el país sobre esta materia. Incluso, el propio ministro ha hecho una serie de autocríticas -que considero valiosas por provenir de él- en el sentido de la necesidad urgente de mejorar la calidad de los docentes y ha llamado a las universidades que imparten pedagogías en educación básica y media a ser más rigurosos en los requisitos que exigen a sus alumnos.


En un diario de ayer leí una editorial escrita por un ex ministro de Educación en la cual se hace notar que entre los cien personajes más destacados del año, según diversas instituciones y medios de comunicación, ninguno se relaciona con la educación, lo que refleja la falencia que menciono.



En la prueba Timms, Chile -único país de Sudamérica que se somete a ella- aparece en los últimos lugares, apenas sobre países como Botswana y otros del tercer mundo, tanto en lenguaje como en matemáticas.


La prueba Simce está demostrando exactamente lo mismo.


Por último, la PSU, que se acaba de rendir, ha arrojado como resultado que de los cien mejores puntajes, sólo tres pertenecen a la educación municipalizada y tres a la particular subvencionada, a pesar de que entre ambas representan el 82 por ciento del sistema educativo nacional. Estos resultados demuestran, en toda su magnitud, la gran brecha que existe entre la calidad de la educación particular versus la municipal y la particular subvencionada.


Es más, hace poco, los eventuales candidatos presidenciales que participaron en un seminario de Enade, señalaron que para lograr el nivel económico de un país desarrollado había que modificar el sistema educacional.


La reforma educacional en marcha es calificada por todos los expertos como insuficiente y lenta. Está claro que la triplicación de la inversión entre 1990 y 2004 no se ha traducido en las mejoras esperadas; por el contrario, se ha deteriorado el sistema. Lo digo porque las pruebas a que me he referido comprueban que los hijos de la reforma son tan malos como los que estudiaron sin ella.


He querido manifestar mi preocupación por este tema, porque si queremos llegar al bicentenario como un país desarrollado, es menester corregir a la brevedad las muchas falencias de que adolece nuestro sistema educativo.


He dicho.


ANTECEDENTES SOBRE QUIEBRAS DE EMPRESAS DE LA OCTAVA REGIÓN. 
Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Egaña.


El señor EGAÑA.- Señor Presidente, al iniciar un nuevo año, quiero aprovechar el canal de televisión de la Cámara de Diputados para hacer llegar un afectuoso saludo a los habitantes de las comunas de mi distrito: Concepción, San Pedro de la Paz y Chiguayante. También aprovecho para comprometerme, una vez más, a través del trabajo legislativo y fiscalizador, seguir abordando y procurando soluciones a los problemas de nuestra región, en particular, de nuestro distrito, como los altos índices de cesantía, el bajo nivel que alcanza la educación y los altos niveles de inseguridad, por nombrar algunos, tal vez los más destacables.


Respecto de la modificación de la ley 
Nº 18.175, que aprobamos esta mañana, junto a los diputados Ulloa y Norambuena presentamos indicaciones en el primer trámite, que fueron acogidas, para perfeccionar la transparencia en la administración privada de las quiebras, preocupados por la innumerable ocurrencia de abusos en contra de los trabajadores de las empresas fallidas. 


En este sentido, pido que se oficie al superintendente de Quiebras, don Diego Lira, para que nos remita los antecedentes de los pagos de las remuneraciones a los trabajadores en la quiebra de las empresas Arciplas Ltda. y Machasa S.A., ambas de nuestra región, quienes han sido tramitados por muchos años sin conseguir satisfacer sus legítimas demandas. 


Asimismo, para solicitarle mayor información, a propósito de un oficio que le enviara por la quiebra de Linos Tomé S.A., ya que me parecen desproporcionados los honorarios del síndico y los de quien realizó la administración contable. 


En las quiebras, los perjudicados no son solamente los trabajadores de la empresa fallida, quienes además de perder su fuente de ingreso, muchas veces no reciben lo que legítimamente les corresponde, sino que también muchos contratistas, a quienes una deuda de dos o tres millones de pesos les afecta directamente su capital de trabajo de muchos años, porque siempre los primeros que se pagan son los bancos, los grandes consorcios, que son titulares de créditos preferentes.


Por lo tanto, se hace justicia con el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.175; pero todavía queda mucho por hacer.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría.
CRITERIOS DE ELEGIBILIDAD PARA NOMBRAMIENTO DE SECRETARIOS MINISTERIALES DE SALUD. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el diputado señor Patricio Cornejo.


El señor CORNEJO.- Señor Presidente, quiero relevar un tema que dice relación con la reforma de la salud. 


Durante el año 2003 discutimos y aprobamos tres cuerpos legales muy importantes. El primero crea el sistema de garantías explícitas, Auge; el segundo establece la autoridad sanitaria y reforma la gestión pública, importante cuerpo legal que ordena el sistema público de salud; y, el tercero modifica la ley de isapres, es decir, la otra vertiente: el sector privado de salud.


De esos tres proyectos de ley, los dos primeros son actualmente leyes de la república. El Ministerio de Salud y sus organismos dependientes se encuentran abocados a implementarlas.


Dicha cartera está realizando un gran esfuerzo para aplicar el plan Auge en forma progresiva. A partir de un sistema piloto, ha ido incorporando, en conformidad con la ley y sus reglamentos, nuevas patología a dicho l plan de salud.


La ley sobre autoridad sanitaria y gestión pública establece la creación de dos subsecretarias: la de Redes Asistenciales y la de Salud Pública. De esta forma, se separan las dos funciones fundamentales que tiene el Ministerio de Salud. Como ustedes saben, dicha cartera tiene una función rectora, normativa, y otra fiscalizadora de toda la salud pública y privada.


Desde ese punto de vista, no era bueno que una única subsecretaría actuara como juez y parte. Por ello, se crea la subsecretaría de Redes Asistenciales, que tendrá que contender con todo el sistema nacional de servicios de salud; vale decir, con los veintisiete servicios de salud, incluyendo todos sus hospitales y redes asistenciales. 


Asimismo, se crea la subsecretaría de Salud Pública, que será la encargada de regir los temas medioambientales, de certificación y de acreditación, lo que hará a través de las secretarías regionales ministeriales. A pesar de que en la Cámara determinamos que la autoridad sanitaria fuera un ente distinto del de la seremi, en definitiva primó y se aprobó la idea del Senado, según la cual aquélla queda radicada en los secretarios regionales ministeriales de salud. 


Por eso, los secretarios regionales ministeriales, que tenían atribuciones bastante limitadas, a partir de ahora las tendrán en gran cantidad. Éstas se relacionan con el control de los alimentos y la higiene ambiental; es decir, en sus regiones tendrán que controlar los vertederos, los alcantarillados y el agua potable. También tendrán que hacerse cargo de un problema muy importante, como es la salud ocupacional, y de un par de aspectos muy significativos: la acreditación y la certificación. 


Como los colegas recordarán, para poder entregar las prestaciones del Auge, las instituciones de salud tendrán que estar acreditadas ante la autoridad sanitaria, es decir, ante los seremis de las respectivas regiones. 


Asimismo, en virtud de la norma aprobada, en Santiago desaparece el Servicio de Salud Metropolitano del Ambiente, el cual, con todos sus funcionarios y sus atribuciones -más las que mencioné precedentemente- queda a cargo del seremi de la Región Metropolitana, hecho que no es menor, sino extraordinariamente significativo.


Otro aspecto que deseo destacar es que los subsecretarios y los secretarios regionales ministeriales son de nombramiento político, es decir, no se trata de cargos llenados por concurso, como sí ocurre en el caso de quienes ingresen en los niveles inferiores, es decir, los 27 directores de servicios de salud y los directores de hospitales tipos uno y dos, los cuales entrarán en el denominado sistema de alta dirección pública y cuyo nombramiento será hecho mediante concurso. Es más, ya se han llevado a cabo dos concursos para proveer los cargos de directores de los servicios de salud Valparaíso-San Antonio y Viña del Mar-Quillota.


Por lo tanto, solicito que se oficie a su excelencia el Presidente de la República y al ministro de Salud, a fin de solicitar que los secretarios regionales ministeriales, quienes tendrán la altísima función de controlar a la autoridad sanitaria en sus respectivas regiones, sean nombrados entre las personas que cuenten con la mayor idoneidad posible. Es decir, que no obstante tener un perfil político concorde con el gobierno de turno, al cual representarán, también cuenten con una calidad técnica del mayor nivel posible y sean reclutados de entre las personas que tengan una dilatada, destacada y reconocida acción dentro de la salud pública chilena.


He dicho.



El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría a su excelencia el Presidente de la República y al ministro de Salud, con copia de su intervención y la adhesión de las diputadas señoras Alejandra Sepúlveda, Ximena Vidal y Eliana Caraball, y del diputado señor José Miguel Ortiz.

RÉPLICA A ALUSIONES PERSONALES.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Eliana Caraball.


La señora CARABALL (doña Eliana).- Señor Presidente, quizás debí haber hecho uso de la palabra después de la Cuenta, al amparo de lo que establece el artículo 34 del Reglamento y no en Incidentes, considerando que hoy han aparecido publicadas expresiones del Presidente de la Cámara, diputado señor Lorenzini, en las que sorpresivamente trata, a esta altura del debate, de involucrar a la diputada que habla, quien presidía la sesión en la oportunidad en que él se refirió en desmedidos términos al ministro Etcheberry. 


En efecto, tratando de eludir su responsabilidad, el señor Lorenzini, en declaraciones a la prensa, que el diario “Las Últimas Noticas” tituló “Lorenzini habla a lo martín Vargas..”, dijo que quien presidía la testera mientras él había descendido al hemiciclo era la colega y camarada Eliana Caraball. “Si ustedes recordaran, en esa actuación del diputado Lorenzini, que fue hecha en su pupitre en la hora de Incidentes, había una presidenta de la Cámara que tenía todas las atribuciones que le da el Reglamento”, enfatizó en tercera persona. Es decir, se refiere a sí mismo como de otra persona y pretende desdoblarse de su calidad de Presidente y de diputado. Evidentemente, cuando usa de la palabra, debe hacerlo desde el hemiciclo; no 



puede intervenir desde la testera. Además, en reiteradas oportunidades advirtió que hacía uso de su fuero, de su inviolabilidad parlamentaria. 


Sin duda, como Presidenta accidental, tenía el derecho de llamarlo al orden si se hubiera apartado de la materia a la que se estaba refiriendo, que se relacionaba con la competencia o incompetencia del ministro de Obras Públicas, a propósito de la caída de un puente en su distrito. Tal vez, llevado por su pasión, emitió epítetos de los que hasta hoy no se desdice, pero ello estaba dentro de la materia a la que aludía.


Puedo cometer errores como cualquier ser humano. Si lo cometí respecto de la aplicación del Reglamento de la Cámara de Diputados en esa oportunidad, pido excusas a quienes aquella omisión pudo perjudicar. Pero, en estricto rigor, la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y el Reglamento de la Cámara de Diputados señalan que un diputado tiene el derecho inviolable de expresar su opinión mientras hace uso de la palabra en una sesión de comisión o de Sala. Eso lo interpreto como que la Mesa no puede aplicar censura respecto de lo que quiere decir un diputado. Lo que pasa en este caso es que el diputado no quiere asumir su responsabilidad por lo que dijo, lo cual, por lo demás, es muy grave, porque ataca la honorabilidad del ahora ex ministro, que es lo más sagrado que tiene una persona.


En ese sentido, no acepto que el diputado Lorenzini, en declaraciones de prensa, ponga en desmedro a una diputada que presidía accidentalmente la sesión de Sala, en circunstancias de que él sabía perfectamente a dónde quería llegar. No leía un texto escrito que conociéramos con antelación; simplemente, se trataba de un discurso improvisado, emitido con la fuerza que acostumbra a dar a sus palabras.


Dentro de este triste episodio que ha vivido la Cámara de Diputados a propósito de la intervención del diputado Lorenzini respecto de otro poder del Estado, como es el Ejecutivo, no quiero prestarme para seguir en este juego. Él esperó un mes para descubrir este nuevo argumento.


Francamente, creo necesario que el diputado Lorenzini escuche lo que dicen los demás y que recapacite sobre su proceder, no solamente respecto de ese otro poder del Estado, sino también en relación con el poder en el que participamos. Él era Presidente de la Cámara de Diputados cuando intervino en aquella oportunidad. Obviamente, lo hizo en su calidad de diputado, pero también es Presidente de la Corporación en su calidad de diputado. Sin embargo, no tenía derecho, después de hacer uso de su libertad de expresión para referirse a la persona del ministro y a la responsabilidad que le cabía en el derrumbe de un puente de su distrito, a terminar con su honra, y menos a escudarse ahora detrás de mis faldas para evadir su responsabilidad. 


Quiero decir francamente que si cometí un error en la aplicación del Reglamento de la Cámara de Diputados, no me fue representado en ese minuto por el Secretario de la Cámara, cuestión que, indudablemente, me habría llevado a intervenir.


Esa situación nos pilló de sorpresa a todos. Hemos señalado que es la primera vez que ocurre esta situación en la historia de la Cámara de Diputados. ¿Quién iba a suponer que este señor se iba a expresar en esos términos? Nadie puede acoger ni sumarse a esas palabras. 


Incluso, afirmó en “Las Últimas Noticias” que yo debí “haber llamado la atención, amonestado o censurado o, por último, haber quitado las palabras del acta. Esto no ocurrió. No hay más comentarios”. Todos saben que el Reglamento de la Corporación dice que para aplicar esa normativa se necesita el acuerdo de la Sala, el que no podía pedir, ya que los únicos presentes en ese momento éramos el diputado señor Lorenzini y yo, en mi calidad de Presidenta accidental; los demás eran funcionarios de la Corporación. ¿Él me iba a dar el acuerdo de un quórum inexistente? ¡Por favor, señor Presidente! Creo que la opinión pública ya ha hecho bastante escarnio de lo que somos los políticos. Pienso que es el momento de reivindicar a la política haciendo las cosas bien. Sin duda, lo que corresponde es que el diputado Lorenzini se disculpe públicamente de sus dichos, porque, hasta ahora, no ha logrado probar nada de lo que dijo. Además, considero que no puede ampararse en la inviolabilidad para formular los cargos tan graves en contra del ex ministro Javier 
Etcheberry, quién merece toda nuestra consideración.


He dicho.

REVOCACIÓN DE DECRETO QUE SUPRIME NOTARÍA DE PARRAL. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, ofrezco la palabra al diputado señor Guillermo Ceroni.


El señor CERONI.- Señor Presidente, quiero manifestar mi inquietud por una reciente decisión del ministro de Justicia, señor Luis Bates, que elimina una de las dos notarías que existían en la comuna de Parral, que también atendía a la comuna de Retiro.


En Parral existían dos notarías, en una de las cuales funcionaba también el conservador de Bienes Raíces. Obviamente, se hizo necesario, como ha sucedido en otras partes, separar ambos oficios. En eso estamos todos de acuerdo. Pero no concordamos en que el señor ministro haya decidido eliminar la notaría que se separó del conservador de Bienes Raíces. ¿Por qué? Porque Parral había funcionado así desde hace 25 años; es decir, en la práctica, tenía dos notarías. Al eliminar la notaría que se separa del conservador de Bienes Raíces, se perjudica a la gente, porque se origina un monopolio en favor de la notaría subsistente, con lo cual el público va a quedar sujeto a lo que sabemos es la práctica de muchos notarios, que es no respetar los aranceles, sino cobrar las tarifas u honorarios que ellos fijan. Con dos notarías, la competencia regula esa situación. Además, esta medida elimina cuatro o cinco puestos de trabajo, que ¡por Dios que son necesarios en comunas tan pobres, como las que represento, Parral y Retiro!


Lo que me preocupa de esta situación es el fuerte lobby que ha emprendido el notario señor Jorge Gillet, que es quién se va a quedar con la notaría que sobrevive. A él le interesa mucho esto, porque va a hacer un gran negocio.


Se ha argumentado que en esas comunas no se justifican dos notarías. Incluso, se ha señalado que las ganancias serán de poco interés para los notarios. La verdad es que eso no tiene ningún asidero, porque los ingresos notariales en Parral justifican la mantención de dos notarías y, además, del conservador de Bienes Raíces. Obviamente, siempre habrá quienes postulen los cargos de notarios. Prueba de ello es que desde 1979, año en que se creó la segunda notaría de Parral, se han sucedido en el cargo alrededor de ocho profesionales.


Francamente, no hay ninguna razón que justifique esta situación. Al Gobierno no le cuesta un peso mantener dos notarías. No significan gastos para nadie; por el contrario, es un beneficio para la gente. Solamente se explica -reitero- por el gran lobby que ha hecho el notario favorecido, don Jorge 
Gillet. No podemos aceptar esto, lo cual merece una explicación clara y contundente.


Desde hace algunos meses, he estado haciendo gestiones en el Ministerio de Justicia para que se mantengan estas dos notarías. Se enviaron múltiples antecedentes a ese ministro, entre ellos un oficio del anterior alcalde de Parral, en el que le hace ver la conveniencia de mantener las dos notarías y cartas firmadas por abogados de la ciudad. A pesar de eso, la semana pasada se dictó el decreto. También se envió una carta al Presidente de la República con alrededor de 350 firmas, quien la derivó al ministro de Justicia.


Por lo tanto, solicito oficiar al ministro de esa cartera. Luis Bates, que que deje sin efecto este decreto y mantenga las dos notarías que existían en Parral. Además, pido oficiar al diputado señor Ignacio Urrutia, quien sé que comparte esta opinión, y a los senadores señores Sergio Naranjo y Hernán Larraín para hacerles llegar los antecedentes que entregaré a la Mesa, con el fin de que tomen cartas en el asunto.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios en la forma solicitada por su señoría, con copia de su intervención, de los antecedentes que hará llegar a la Mesa y con la adhesión de la diputada señora Ximena Vidal y de los diputados señores Edmundo Villouta y Fidel Espinoza.

ALTERACIÓN MEDIOAMBIENTAL POR CONSTRUCCIÓN DEL ACCESO SUR A SANTIAGO. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.


La señora VIDAL (doña Ximena).- 
Señor Presidente, en primer lugar, deseo un feliz año nuevo a los integrantes de la Mesa, a todos los colegas, a los funcionarios del Congreso y, especialmente, a todas las chilenas y chilenos que nos ven a través del canal de televisión de la Cámara de Diputados. Deseo que este año seamos capaces de trabajar en el lado iluminado del ámbito político y no en su lado oscuro, para cumplir con el mandato de la ciudadanía, alejados de mezquinos intereses políticos.



En mi primera intervención en Incidentes del año 2005, deseo señalar que los problemas del año pasado siguen en la mochila de este nuevo año. Por ejemplo, los trabajos que se realizan para construir las nuevas autopistas concesionadas han llevado a los vecinos de La Granja, comuna de mi distrito, a realizar diversas acciones que les permitan obtener respuestas satisfactorias a sus demandas.


Las excavaciones y cierre de bocacalles en la avenida La Serena con Américo Vespucio, debido a la construcción del proyecto denominado “Acceso Sur a Santiago”, han provocado diversos problemas a los vecinos. La gran cantidad de polvo en suspensión, la contaminación acústica y los residuos que quedan en el espacio público se han transformado en un problema grave para ellos, situación por la cual decidieron agruparse para reclamar ante el Ministerio de Obras Públicas, cuyas autoridades los escucharon, pero que aún no dan soluciones concretas a los problemas planteados por los vecinos. Ellos argumentan que las obras de construcción de la autopista comenzaron en marzo y que nadie les ha dado mayores antecedentes sobre el proyecto. Además, denuncian que las casas ubicadas en la avenida La Serena han quedado prácticamente rodeadas por las obras, lo que impide el acceso al sector de vehículos particulares o de emergencia.


En virtud de nuestra facultad fiscalizadora, nos hicimos cargo de las quejas de los vecinos de La Granja. El 13 de mayo de 2004 enviamos el oficio Nº 7420 al Ministerio de Obras Públicas, el cual fue respondido mediante el oficio Nº 1781, de 27 de julio, en el que entrega antecedentes sobre la materialización de las obras de excavación y cierre de la avenida La Serena.


Las obras de construcción de la autopista nos han llevado a buscar la forma de conciliar el progreso, tan deseado en nuestro país, con la justa preocupación de los vecinos de La Granja.



También solicitamos información sobre el problema que las obras provocan en el ambiente y en la salud de las personas afectadas por ellas.


Como bien sabemos, desde el 1º de enero de este año, todos los servicios vinculados con el ámbito de la salud pública, entre los que se incluye el Servicio de Salud Metropolitano del Ambiente, Sesma, fueron agrupados en una nueva autoridad sanitaria: la Secretaría Regional Ministerial de Salud.


En una entrevista que leí, don Mauricio Ilabaca explicaba que el trabajo de la autoridad sanitaria debe ser visto de manera más integral, sin trazar líneas entre medio ambiente y salud de las personas. Dijo que entre esos aspectos existe una interrelación muy estrecha y que ese problema se subsana con dicha reforma. Esperamos que así sea -por eso legislamos sobre la materia- y que la ley se aplique como corresponde.


Por lo expuesto, pido que se oficie al ministro de Salud y al secretario regional ministerial de Salud Pública, en su calidad de autoridad sanitaria, a fin de que nos den a conocer todas la medidas y planes que se han adoptado para conservar el medio ambiente e impedir cualquier otra alteración significativa originada por la construcción del proyecto denominado “Acceso Sur a Santiago”, en especial la intersección de la avenida La Serena con Américo Vespucio.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Agradecemos los buenos deseos de su señoría y se los retribuimos con la misma fuerza y sinceridad.


Se enviarán los oficios solicitados, con la adhesión de los diputados señores José 
Miguel Ortiz y Jaime Mulet.


TRASPASO DE FUNDICIÓN Y REFINERÍA VENTANAS A Codelco CHILE. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo un feliz año nuevo a usted, a su familia y a todos los integrantes de la Mesa.


Hace pocos minutos tuve la oportunidad de participar en un acto que, seguramente, la historia de la minería va a recoger con mucho agrado: el traspaso de la Fundición y Refinería Ventanas a Codelco Chile. El proceso de traspaso de las instalaciones metalúrgicas y de refinería de cobre, de oro y de plata a esta gran empresa que es la Corporación del Cobre va a durar varios meses. En su discurso, el Presidente de la República, don Ricardo Lagos, recapituló todos los avances que ha tenido la minería en los últimos años.


El problema de endeudamiento de la Empresa Nacional de Minería, de 485 millones de dólares, hoy pasa a ser historia, porque Codelco pagó por la Fundición y Refinería Ventanas una cifra superior a 400 millones de dólares, lo que unido a otros cambios que se han efectuado permitirán que esa deuda quede absolutamente saldada.


Muchos actores tuvieron la oportunidad de participar y de apoyar este proyecto, del cual me siento muy satisfecho. La pequeña y mediana minería estarán de fiesta, ya que podrán recibir un apoyo técnico y financiero cierto, efectivo y real de la Empresa Nacional de Minería en su rol de fomento. Creo que los precios internacionales del cobre ayudarán a cumplir estas expectativas y que tanto el norte como las regiones Quinta y Sexta se verán beneficiadas directamente por la generación de empleo.



Es digno destacar y reconocer que este proyecto ha significado una solución política de gran envergadura. Es muy difícil pensar que una empresa del Estado pueda resolver sus problemas como lo hizo la Enami. Esto no ha sido una improvisación, sino un proceso de dos o tres años que ha terminado con este traspaso. Codelco potenciará su capacidad de fusión y refinación y dará la oportunidad a la Enami de refundarse, al no tener cargas financieras; de obtener utilidades en los próximos años y de desarrollar un rol de fomento que hará crecer a muchos pequeños empresarios y generar empleo en la pequeña minería.


Por lo anterior, solicito que se oficie al ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto, manifestándole nuestro reconocimiento por la materialización del traspaso de la Fundición y Refinería de Ventanas a Codelco Chile.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

ANTECEDENTES SOBRE RETIRO Y CONTRATACIÓN DE PERSONAL EN HOSPITAL DE COPIAPÓ. Oficio.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Salud, señor Pedro García, con el objeto de que nos informe sobre la situación que está viviendo el hospital de Copiapó en relación con los planes de retiro para las personas que reúnen los requisitos para jubilar. Según la información que poseo, los funcionarios que se han acogido a jubilación no son reemplazados, o sea, no se contrata nuevo personal para ocupar los cargos vacantes.


Entonces, quiero preguntar al ministro cuáles son los fundamentos de esa instrucción expresa del Ministerio de Salud, pues se trata de personal absolutamente necesario para la operación del mencionado hospital, y cuándo se modificará esta situación, porque falta personal para cumplir con las funciones propias de la atención de salud, tanto en urgencia como en los demás servicios del hospital de Copiapó.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención.

INVESTIGACIÓN SOBRE INFRACCIONES A LEGISLACIÓN LABORAL EN DÉCIMA REGIÓN. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, quiero sumarme a los buenos augurios dados por los colegas tanto a la Mesa como a su señoría en particular.


Me habría gustado que la primera intervención de 2005 en esta Sala de la honorable Cámara de Diputados se hubiera referido a algún tema positivo. Lamentablemente, diferentes medios de comunicación de la Décima Región, en particular de la capital regional, Puerto Montt, encabezados por radio Biobío y otros medios locales, hoy dieron a conocer una denuncia de incumplimiento e irrespeto a las normas laborales. Personalmente, hace un rato algunas trabajadoras temporeras de Puerto Montt me dieron a conocer el trato denigrante que recibieron ellas y sus familias por parte de una empresa recolectora de frutas de la localidad de Casma, comuna de Frutillar, a la cual llegaron por intermedio de dirigentes sociales de la comuna.


Esta empresa tiene a sus trabajadores en condiciones inhumanas: sin baños, sin horarios de colación, con abusos y atropellos a su dignidad y la de sus hijos; es decir, ha infringido todas las normas laborales. Lo que es más grave, estarían trabajando en ella menores de diez años, lo cual transgrede las convenciones sobre protección y trabajo infantil suscritas por nuestro país.


En verdad, lo ocurrido en Casma no es un hecho menor: es un problema de país. Los malos empresarios, que abusan de sus trabajadores, enlodan y torpedean la buena labor realizada por los buenos empresarios.


Por lo tanto, pido que se oficie al director nacional del Trabajo, Marcelo Albornoz, para que instruya a la dirección regional realizar una exhaustiva investigación en toda la región, porque esto no sólo sucede en Casma. También para que le asigne recursos a fin de mejorar las tareas de fiscalización sobre esos empresarios que actúan de manera draconiana e inhumana y que atentan contra la dignidad de los trabajadores. Asimismo, pido que el Comité Regional de Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil en la Décima Región cumpla su rol como corresponde. Solicito que, a la brevedad, se realice una investigación en todos los lugares donde eventualmente se esté incurriendo en acciones éticamente reprochables y violatorias de las leyes del trabajo.


Esto se produce justamente en momentos en que estamos luchando por entregar mayor dignidad y respeto a los trabajadores y por reducir su jornada de trabajo. Las trabajadoras de Casma trabajan de sol a sol. Salen a las siete de la mañana de sus casas y regresan a las ocho de la noche sin que se les paguen horas extraordinarias, lo cual viola sus derechos laborales.


Ayer recibí la denuncia de que uno de los menores que trabajaba allí fue golpeado por los guardias de seguridad de la empresa. Creemos que eso es grave y debe ser erradicado a la brevedad. En esta tarea juega un rol preponderante la Dirección Nacional del Trabajo, a la que solicitamos iniciar las acciones con la mayor rapidez y agilidad posibles.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

DESARROLLO DEL PROYECTO PASCUA-LAMA EN CONCORDANCIA CON LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES CHILENOS Y CON EL IMPACTO AMBIENTAL EN EL VALLE DEL HUASCO. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, en el valle del Huasco se está desarrollando una interesante actividad empresarial. Por una parte, ya se han plantado cítricos y otras especies en terrenos donde antes sólo habían piedras y, por otra, Agrosuper, importante empresa nacional, abrirá una planta faenadora de carnes de cerdo, las que serán exportadas. Estas iniciativas significan trabajo para los habitantes de la zona, donde los índices de cesantía son quizás los más altos del país.


Debido a este aumento en la actividad agrícola y silvoagropecuaria es muy importante que la explotación minera que allí se lleva a cabo tenga un desarrollo sustentable. En la zona se está aplicando un procedimiento contemplado en la ley de Bases del Medio Ambiente, en el sentido de que la ciudadanía emita su opinión sobre el tema medioambiental. Al respecto, solicito que se oficie al director nacional de la Conama y al director regional de la Corema para que envíen los antecedentes sobre el nuevo estudio de impacto ambiental efectuado por la empresa, que desarrolla el proyecto Pascua-Lama, en la alta cordillera, en particular, sobre el posible daño a los glaciares de la cordillera del valle del Huasco.


Asimismo, como la empresa instalará un campamento en territorio argentino, es de suponer -quiero ratificar esto con mayores antecedentes- que la mayor parte de los trabajadores serán argentinos. Por eso, quiero saber cuál será el grado de compromiso de la empresa con los trabajadores chilenos.


También solicito a las mismas autoridades -dado que se van a instalar otras empresas agrícolas y silvoagropecuarias- información acerca de los indicadores de los últimos tres años del material particulado sedimentable, del material particulado respirable y del anhídrido sulfuroso existente en el valle del Huasco, tanto en la norma primaria como en la secundaria, a fin de tener claridad sobre la materia.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INICIO DE CONSTRUCCIÓN DE HOSPITAL DE VALLENAR. Oficios.


El señor ROBLES.- Por último, quiero agradecer al ministro de Salud y, por su intermedio, al seremi de Salud y al director 



de servicios y también al intendente de la Región de Atacama, por el inicio de la construcción del hospital de Vallenar en los plazos establecidos.


Hace pocos días se firmó el contrato con la empresa encargada de las obras, las que comenzarán este año.


Dicha construcción cambiará completamente la fisonomía del sector salud en la zona, pues ahora se entregará una atención de mayor calidad a los habitantes del valle del Huasco.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 13.21 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que establece un impuesto específico a la actividad minera. (boletín Nº 3772-08)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que establece un impuesto específico a la actividad minera.

I. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA.


Desde el punto de vista jurídico, la Constitución Política de la República consagra, en su artículo 19, Nº 24, inciso 6º, el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas para el Estado. Dichas minas se concesionan por el Estado para su explotación, en virtud de lo señalado en la Ley Orgánica Constitucional N° 18.097, sobre concesiones mineras.


Desde la óptica económica, los recursos minerales no renovables poseen un valor intrínseco, debido a la posibilidad de explotarlos rentablemente. 


No obstante, en la actualidad, el concesionario minero aprovecha los recursos no renovables de la minería en forma gratuita, como si se tratase de un bien que no tiene valor económico.


No cobrar por el uso de un insumo, provoca una disminución artificial en los costos de extracción y procesamiento de productos mineros. Esta disminución artificial en el costo de explotación, genera incentivos a sobreexplotar los minerales, ya que los oferentes toman decisiones de producción sobre la base de los costos enfrentados por ellos.


Además, dada la naturaleza no renovable de los minerales, ante un eventual agotamiento de estos recursos, el país perdería una importante fuente de ingresos y bienestar.


El establecimiento de un impuesto específico, como el propuesto en el presente proyecto de ley, corrige ambas situaciones. 


En primer lugar, porque el cobro del impuesto permite que los oferentes de productos mineros internalicen el costo correspondiente al valor del mineral extraído.


En segundo lugar, porque la recaudación obtenida permitirá incrementar el esfuerzo fiscal destinado al fortalecimiento de la capacidad innovadora del país. De este modo, el impuesto posibilitará el reemplazo del recurso minero, con una capacidad finita y no renovable de generar ingresos, por un activo con capacidad de generar ingresos en forma permanente. Esto constituye un claro avance en la administración intertemporal eficiente de la riqueza del país.


El derecho del Estado a cobrar impuestos específicos a la actividad minera, por lo demás, ha sido aceptado por todas las naciones que explotan tal capital natural no renovable. Ellas han aplicado diversas fórmulas de reposición económica de dichos recursos, creando los instrumentos para que se capitalicen adecuadamente los fondos que se perciben por tal concepto.

II. IMPUESTO ESPECÍFICO A LA ACTIVIDAD MINERA.


El presente proyecto de ley propone el establecimiento de un impuesto específico a la renta obtenida por la venta de productos mineros. Dicho nuevo impuesto se incorpora en la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Los factores que singularizan a este impuesto específico son los siguientes:

1.
Elementos del impuesto: sujeto activo, monto y hecho generador de la obligación.


En primer lugar, la obligación de pagar al Estado un impuesto específico, se impone sobre el “explotador minero”.


El monto del impuesto se determina como un porcentaje sobre la renta imponible operacional del explotador, siendo su tasa de un 5%. 


El proyecto entiende por renta imponible operacional, el valor que resulte de deducir de las ventas anuales de minerales, los costos y gastos asociados a dichas ventas, que se acepten en el ejercicio correspondiente, para efectos del impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Se excluyen de los gastos admitidos para este efecto, los gastos por concepto de intereses, las pérdidas acumuladas, el cargo por depreciación acelerada (siendo sólo admisible el cargo por depreciación normal), y la amortización en menos de seis años de los gastos de organización y puesta en marcha de la empresa (siendo sólo admisible la amortización en un período de seis años).

2.
Definiciones aplicables al impuesto específico propuesto.


El proyecto incorpora en la ley sobre Impuesto a la Renta, algunos conceptos que se utilizan para los efectos de determinar el impuesto específico.


En primer lugar, se define el concepto de explotador minero. Éste es quien extraiga y venda sustancias minerales de carácter concesible, en cualquier estado en que se encuentren. Puede ser el concesionario minero, o bien quien explote un yacimiento concesionado en virtud de algún acto jurídico celebrado con el concesionario. De esta forma, el impuesto específico afecta a quien explota la sustancia mineral concesionada, independiente de su calidad.


En segundo lugar, se establece el concepto de producto minero. Abarca todas las sustancias minerales concesibles, en cualquier estado productivo en que se encuentren.


Finalmente, se define la venta, incluyendo dentro de este concepto no sólo el contrato de compraventa, sino también todos aquellos que tengan por objeto transferir la propiedad de un producto minero.

3.
Excepciones al pago del impuesto específico que se establece.


El proyecto, enseguida, regula las excepciones al pago del impuesto que establece. 


En primer lugar, el impuesto específico no se aplicará a aquellos explotadores mineros cuyo margen operacional por la venta de productos mineros sea igual o inferior a un 8%. Se entiende por margen operacional, a la razón entre la renta imponible operacional y los ingresos por ventas de productos mineros del ejercicio correspondiente. Lo anterior, se funda en la circunstancia de no transformar proyectos marginalmente rentables, en proyectos no rentables por la sola aplicación del impuesto.


En segundo lugar, el impuesto tampoco se aplicará a aquellos explotadores cuya venta anual de productos mineros, no exceda las 8.000 unidades tributarias anuales. Por el tamaño de operación de la pequeña y mediana minería, los márgenes con que trabajan, y los costos de administración del impuesto, no resulta conveniente la aplicación de éste a dichos segmentos.


Previniendo que se intente evitar el pago del impuesto específico mediante la división de la explotación en diferentes personas, el proyecto establece que para determinar la venta anual, debe considerarse la venta anual de las empresas relacionadas. Asimismo, se mejoran las facultades de tasación del Servicio de Impuestos Internos.

4.
Se califica el monto pagado como gasto necesario para producir la renta para la determinación del impuesto de Primera Categoría.


El proyecto, por otra parte, permite que en régimen, el monto del impuesto específico efectivamente pagado, se considere como un gasto necesario para producir la renta, para efectos de la determinación del impuesto de Primera Categoría. 

5.
Declaración y pago del impuesto específico.


A continuación, el proyecto establece que el impuesto específico, debe declararse ante el Servicio de Impuestos Internos durante el mes de abril de cada año, por las ventas de productos mineros realizadas en el respectivo ejercicio comercial. Se define, además, la obligación de efectuar pagos provisionales mensuales a cuenta del impuesto anual a pagar.

6.
Modificación del Decreto Ley N° 600, en lo respectivo a normas de invariabilidad tributaria; invariabilidad del impuesto específico a la minería.


Posteriormente, el proyecto de ley propuesto introduce algunas modificaciones al Decreto Ley N° 600, de 1974, Estatuto de la Inversión Extranjera, de forma de compatibilizar las garantías de invariabilidad tributaria para nuevos proyectos mineros con este nuevo impuesto específico.


En este sentido, el proyecto, en primer lugar, propone explicitar que las garantías de invariabilidad tributaria entregadas a inversionistas extranjeros, en virtud del artículo 7 del DL 600, no incluyen el impuesto específico definido en el presente proyecto.


Por otra parte, se propone incorporar un nuevo artículo al Decreto Ley N° 600, el que establece una nueva invariabilidad aplicable al impuesto específico propuesto. Dicha invariabilidad consiste en la imposibilidad de aplicar al inversionista nuevos gravámenes específicos a la actividad minera, y la imposibilidad de establecer condiciones más desfavorables en cuanto a tasa y forma de cálculo del impuesto, por un período de 15 años.


La invariabilidad del nuevo impuesto será incompatible con las garantías establecidas en los artículos 7 y 11 bis del DL 600, por lo que los inversionistas deberán optar por una u otra invariabilidad. En caso de acogerse a la nueva invariabilidad tributaria, aplicable al impuesto específico a la actividad minera, las empresas además deberán cumplir con ciertos requisitos de información.

7.
Disposiciones transitorias: tratamiento de las empresas mineras actualmente en operación.


El impuesto propuesto en el presente proyecto de ley regirá a partir del día 1 de enero de 2006.


Para aquellas empresas actualmente en operación, que hayan suscrito un contrato de inversión extranjera con el Estado de Chile, en virtud de lo dispuesto en el Decreto Ley N° 600 al día 1 de diciembre de 2004, podrán optar a modificar el contrato suscrito con el Estado de Chile. Mediante dicha modificación, el Estado garantizará una invariabilidad tributaria con las mismas características señaladas. 


Para acogerse a esta invariabilidad, las empresas deberán cumplir con los mismos requisitos de información exigidos a los nuevos inversionistas extranjeros, y no podrán gozar de ningún otro derecho que les confiera invariabilidad de normas tributarias en Chile. Adicionalmente, para estas empresas, la tasa del impuesto será de un 4%.


Asimismo, aquellas empresas que no presenten aportes por la vía del DL N° 600, podrán acogerse al régimen descrito en el párrafo anterior, siempre y cuando cumplan con los mismos requisitos y, además, presenten ventas anuales superiores a 8.000 unidades tributarias anuales.


Las garantías de invariabilidad definidas en el presente numeral serán otorgadas sólo si el contrato con el Estado de Chile es firmado por la totalidad de los inversionistas, además del representante legal de la empresa. En caso que los inversionistas cedan todo o parte de la propiedad de la empresa a personas que no hayan suscrito el contrato original con el Estado, las garantías de invariabilidad se anularán.


Aquellos inversionistas extranjeros que gocen actualmente del beneficio de depreciación acelerada otorgado en virtud del DL N° 600, que opten por la nueva invariabilidad tributaria del impuesto específico a la actividad minera, podrán seguir utilizando dicho tratamiento de la depreciación hasta el 31 de diciembre de 2007.


Para aquellas empresas que opten al régimen de invariabilidad de acuerdo a las normas transitorias, se contempla un período de transición de dos años, dentro de los cuales la mitad del monto efectivamente pagado por concepto del impuesto específico, operará como crédito contra el Impuesto de Primera Categoría establecido en la ley sobre Impuesto a la Renta; la otra mitad se considerará como gasto necesario para producir la renta, para efectos de la determinación del Impuesto de Primera Categoría.


Por último, se explicita que a aquellas empresas que gocen de los beneficios de invariabilidad tributaria otorgados por el DL N° 600, que decidan no optar por la nueva invariabilidad tributaria definida en este proyecto de ley, no se les aplicará el impuesto específico a la actividad minera, mientras gocen de los derechos otorgados por los artículos 7 y 11 bis del DL N° 600. Una vez que las empresas dejen de gozar de dichos derechos, éstas quedarán sujetas al impuesto vigente a esa fecha.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

1)
Agrégase, a continuación del actual artículo 34 bis, el siguiente artículo 34 ter, nuevo:


“Artículo 34 ter.- Establécese, un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera obtenida por un explotador minero.

Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá por:

1)
Explotador minero, toda persona natural o jurídica que extraiga sustancias minerales de carácter concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se encuentren.
2)
Producto minero, la sustancia mineral de carácter concesible ya extraída, haya o no sido objeto de beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.

3)
Venta, todo acto jurídico celebrado por el explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el efecto de transferir la propiedad de un producto minero.

El impuesto a que se refiere este artículo será un 5% de la renta imponible operacional del explotador minero.


Se entenderá por renta imponible operacional para los efectos de este artículo, la que resulte de efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:

1)
Deducir todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros;

2)
Agregar los gastos y costos necesarios para producir los ingresos a que se refiere el número 1) precedente. Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un determinado tipo de ingresos, en la misma proporción que representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente respecto del total de los ingresos brutos del explotador minero;
3)
Agregar, en caso que se hayan deducido, las siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente ley:

a)
Los intereses referidos en el número 1°;

b)
Las pérdidas de ejercicios anteriores a que hace referencia el número 3°;

c)
El cargo por depreciación acelerada en la parte que exceda del cargo por la depreciación normal establecida en el número 5°; y,

d)
La diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de gastos de organización y puesta en marcha, a que se refiere el número 9°, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en el plazo de seis años. La diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra, se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada caso, los seis ejercicios.


No estarán afectos al impuesto establecido en este artículo los explotadores mineros que se encuentren en los siguientes casos:

1)
Cuando, al cierre del ejercicio respectivo, la relación entre la renta imponible operacional y los ingresos totales obtenidos de la venta de productos mineros del explotador minero, sea inferior a un 8%; y
2)
Cuando las ventas anuales hayan sido iguales o inferiores a 8.000 unidades tributarias anuales en el ejercicio respectivo. Para estos efectos, se deberá considerar el monto total de venta de productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que realicen dichas ventas, entendiéndose por personas relacionadas aquellas a que se refiere el numeral 2º, del artículo 34 de esta ley.”.
2)
Intercálase en el numeral 2°, del inciso tercero del artículo 31, después de la coma (,) que sigue a la palabra “ley”, lo siguiente: “con excepción del impuesto establecido en el artículo 34 ter en el ejercicio en que se devengue,”.

3)
Agrégase en el artículo 38, el siguiente inciso final:

“De igual forma se aplicará lo dispuesto en los incisos anteriores, cuando se trate de operaciones realizadas con empresas independientes, siempre que los valores asignados sean inferiores a los que normalmente se cobran en los mercados internacionales en operaciones de similar naturaleza, o en el caso que no hubieren valores de referencia en dicho mercado. La Dirección Regional podrá impugnar fundadamente los precios, considerando los costos de producción más un margen razonable de utilidad.”.

4)
Agrégase en el artículo 65, el siguiente numeral 2°, nuevo:


“2°.- Los contribuyentes gravados con el impuesto específico establecido en el artículo 34 ter.”.

5)
Incorpórase en el artículo 84, la siguiente letra h), nueva:


“h) Los contribuyentes obligados al pago del impuesto establecido en el artículo 34 ter, deberán efectuar un pago provisional mensual sobre los ingresos brutos que provengan de las ventas de productos mineros, con la tasa que se determine en los términos señalados en los incisos segundo y tercero de la letra a), de este artículo, pero el incremento o disminución de la diferencia porcentual, a que se refiere el inciso segundo, se determinará considerando el impuesto específico de dicho número que debió pagarse en el ejercicio anterior, sin el reajuste del artículo 72, en vez del impuesto de primera categoría.


En los casos en que el porcentaje aludido en el inciso anterior no pueda ser determinable, por no haberse producido renta imponible operacional en el ejercicio anterior o por tratarse del primer ejercicio comercial que se afecte al impuesto del artículo 34 ter, o por otra circunstancia, la tasa de este pago provisional será de 0,3%.”.

6)
Agrégase en el artículo 90, el siguiente inciso final, nuevo:


“Lo dispuesto en este artículo será también aplicable a los contribuyentes señalados en la letra h), del artículo 34, pero la suspensión de los pagos provisionales solo procederá en el caso que la renta imponible operacional, a que se refiere el artículo 34 ter, no exista o resulte negativo el cálculo que allí se establece.”.

7)
Intercálase en los artículos 93 y 94, el siguiente numero 2.-, nuevo, pasando en este último artículo el actual numeral 2.- a ser numero 3.-, modificándose la numeración correlativa subsiguiente: 


“2°.- Impuesto establecido en el articulo 34 ter.”.


Artículo 2º.- Modifícase el decreto ley N° 600, de 1974, “Estatuto de la Inversión Extranjera”, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N°523, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente manera:

1)
Agrégase en el artículo 7°, en su inciso primero, a continuación del punto seguido, la siguiente oración: “El impuesto a que se refiere el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta no se considerará para la determinación de la carga impositiva efectiva total a la renta.”.

2)
Agrégase, a continuación del actual artículo 11 bis, el siguiente artículo 11 ter, nuevo:


“Artículo 11 ter.- Cuando se trate de inversiones de monto igual o superior a 
US$ 50.000.000, moneda de los Estados Unidos de América o su equivalente en otras monedas extranjeras, que se internen en conformidad al artículo 2°, y que tengan por objeto el desarrollo de proyectos mineros, podrán otorgarse a los inversionistas extranjeros y a las respectivas empresas receptoras de la inversión, por el plazo de 15 años, los siguientes derechos: 

1)
Mantener invariables las normas legales vigentes a la fecha de suscripción del respectivo contrato en lo relativo al impuesto específico a la actividad minera de que trata el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta.


Como parte de dicha invariabilidad, no estarán afectos a cualquier nuevo tributo, tasa, gravamen o carga, específicos para la actividad minera, que se establezcan luego de la fecha de suscripción del contrato de inversión extranjera respectivo, que tengan como base o consideren en la determinación de su base o monto, directa y exclusivamente, los ingresos por actividades mineras o las inversiones en actividades mineras.

2)
Asimismo, no se verán afectados por el alza de la tasa, la ampliación de la base de cálculo o cualquier otra modificación que se introduzca y que haga directamente más gravoso el impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta; y,

3)
El plazo de quince años se contará por años completos, desde aquél en que ocurra la puesta en marcha de la respectiva empresa. Los derechos mencionados considerarán como línea de referencia de la invariabilidad otorgada, la tasa, la base imponible y demás elementos del impuesto vigente a la fecha del contrato de inversión extranjera respectivo.


Los derechos establecidos en este artículo, son incompatibles con el otorgamiento de los beneficios a que dan derecho los artículos 7° u 11 bis del presente decreto ley. Respecto de este último, sólo en lo que dice relación con los derechos que pueden otorgarse en virtud de los numerales 1 o 2, exceptuado aquel que se refiere a la contabilidad en moneda extranjera. En consecuencia, el inversionista extranjero que solicite se le otorguen los derechos señalados en este artículo, no podrá solicitar la concesión de los beneficios de que tratan las disposiciones precedentes.


Para solicitar que se les otorguen los derechos establecidos en este artículo, los inversionistas extranjeros deberán comprometer a las respectivas empresas receptoras a someter sus estados financieros anuales a auditoría externa, debiendo presentar ante la Superintendencia de Valores y Seguros sus estados financieros, individuales y consolidados, trimestrales y anuales, y una memoria anual con información sobre la propiedad de la entidad. Dicha Superintendencia, previa consulta al Comité de Inversiones Extranjeras, mediante resolución que deberá publicarse en el Diario Oficial, establecerá los plazos y las demás normas pertinentes para la implementación de esta norma. Si una empresa receptora de inversión extranjera no da cumplimiento a la presentación de la información señalada, en los plazos que prescriba la Superintendencia, caducarán automáticamente los derechos a que se refiere este artículo, tanto respecto de dicha empresa como de todos los inversionistas extranjeros que en ella participen.


La solicitud de que trata este artículo, deberá ser efectuada por inversionistas extranjeros que individual o conjuntamente sean dueños o pasen a adquirir el 100% de la empresa receptora del aporte que materializará el proyecto minero, la que deberá presentarse en la respectiva solicitud de inversión extranjera. En caso que existiera más de un inversionista extranjero en el proyecto, todas las actuaciones de que trata este artículo deberán ser efectuadas de consuno por todos ellos. Las respectivas empresas receptoras de la inversión extranjera podrán ser partes en la solicitud que efectúen los inversionistas extranjeros y en los respectivos contratos de inversión extranjera.


En caso que las acciones o derechos en la empresa receptora respectiva se cedan total o parcialmente a otro inversionista extranjero que se acoja a los derechos que permite otorgar el presente artículo, éste mantendrá dichos derechos sólo por el plazo que faltare para completar el plazo de 15 años otorgado al inversionista extranjero inicial.


En caso que el inversionista extranjero, o cualquiera de ellos si fueren más de uno, o la empresa receptora del aporte, renuncien a los derechos a que se refiere el presente artículo, los mismos se extinguirán para la empresa y para todos los inversionistas extranjeros propietarios de la misma. El mismo efecto se producirá si uno o más de los inversionistas extranjeros ceden total o parcialmente la propiedad, o constituyen usufructo o de otra forma ceden temporalmente el uso o el goce, de las acciones o derechos de la empresa receptora respectiva a una persona distinta de un inversionista extranjero que se acoja a las normas de este artículo.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1° Transitorio.- Las disposiciones del artículo 1° regirán a contar del día 1º de enero del año 2006. En consecuencia, el impuesto a que se refiere dicho artículo deberá pagarse por la renta operacional del explotador minero que se determine a contar de dicha fecha, al igual que el pago provisional mensual, con la tasa de 0,3%, establecido en el inciso segundo de la nueva letra h), que se incorpora al artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo 2° Transitorio.- A aquellos inversionistas extranjeros y empresas receptoras de sus aportes que mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile conforme a lo dispuesto en el decreto ley N°600, de 1974, con anterioridad al día 1 de diciembre de 2004, no se les aplicará el impuesto específico establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, mientras gocen de los derechos contenidos en los artículos 7° y 11 bis numerales 1º y 2º del decreto ley N°600, de 1974. Una vez vencido el plazo de vigencia de dichos derechos, o una vez que las empresas renuncien a ellos, las empresas receptoras quedarán en todo sujetas al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, vigente a la fecha de extinción de estos derechos.

Artículo 3° Transitorio.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los inversionistas extranjeros y empresas receptoras de sus aportes que mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, con anterioridad al día 1 de diciembre de 2004, y que se encuentren sujetos al impuesto establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, podrán optar por que se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600 de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo. Para acceder a este beneficio, deberán sujetarse a los siguientes requisitos y cumplir con las siguientes condiciones, con los derechos adicionales que se indica:

1)
Las empresas receptoras deberán someter sus estados financieros anuales a auditoría externa, debiendo presentar ante la Superintendencia de Valores y Seguros sus estados financieros, individuales y consolidados, trimestrales y anuales, y una memoria anual con información sobre la propiedad de la entidad;

2)
Los inversionistas extranjeros y las empresas receptoras no podrán ser titulares, al momento de su solicitud, de derechos de invariabilidad tributaria que les hayan sido concedidos conforme a los artículos 7° y 11 bis del decreto ley N° 600 de 1974. Si lo fueran, deberán manifestar en la solicitud respectiva al Comité de Inversiones Extranjeras, su renuncia a tales derechos, sujeta a la condición del otorgamiento del derecho que trata este artículo. Lo anterior es sin perjuicio del derecho que se establece en el número siguiente;
3)
Aquellos inversionistas extranjeros y empresas receptoras, que al optar por acogerse al régimen establecido en el presente artículo sean titulares de los derechos otorgados por el numeral 2 del artículo 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, en lo referente al tratamiento de la depreciación acelerada de activos, podrán seguir haciendo uso de dicho tratamiento hasta el día 31 de diciembre de 2007;
4)
La tasa del impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%;

5)
El plazo de la invariabilidad de 15 años se contará, por años completos, a partir de la suscripción de la modificación de contrato que otorga la invariabilidad a que se refiere este artículo o a partir de la puesta en marcha del proyecto, según corresponda;

6)
La solicitud al Comité de Inversiones Extranjeras manifestando la voluntad de acogerse a las normas de este artículo, deberá presentarse a más tardar el 30 de Noviembre del año 2005; y,

7)
La solicitud deberá ser presentada, conjuntamente, por la totalidad de los inversionistas extranjeros y por la empresa receptora de su aporte. Luego de ello, y previa resolución de la Vicepresidencia Ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras, se procederá a suscribir la correspondiente modificación al contrato de inversión extranjera, la cual se entenderá que produce sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva.


Artículo 4° Transitorio.- A los inversionistas extranjeros, que hayan suscrito o suscriban con el Estado de Chile un contrato de inversión extranjera, conforme a lo dispuesto en el decreto ley N°600, de 1974, en o con posterioridad al día 1 de Diciembre de 2004 y hasta la entrada en vigencia de esta ley, y a las empresas receptoras de dicha inversión, se les aplicará lo dispuesto en los artículos 2° y 3° transitorio precedentes, con excepción de lo establecido en el numeral 4) del inciso segundo, del artículo 3° transitorio, estando afectos en su lugar a una tasa del 5%.


Artículo 5º Transitorio.- Podrán también solicitar se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo, las empresas afectas al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, que no sean empresas receptoras del aporte de inversionistas extranjeros que hayan suscrito con el Estado de Chile un contrato de inversión extranjera conforme a lo dispuesto en el decreto ley N°600, de 1974, sujeto a los siguientes requisitos y condiciones y con los derechos adicionales que se indica:

1)
La empresa deberá tener ventas anuales superiores a 8.000 unidades tributarias anuales, durante el ejercicio correspondiente al año 2004;

2)
Las empresas deberán someter sus estados financieros anuales a auditoría externa, debiendo presentar ante la Superintendencia de Valores y Seguros sus estados financieros, individuales y consolidados, trimestrales y anuales, y una memoria anual con información sobre la propiedad de la entidad;
3)
La tasa del impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, será 4%;
4)
La solicitud para acogerse a los beneficios del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, deberá ser presentada conjuntamente por la empresa y por la totalidad de sus propietarios. Esta solicitud sólo podrá referirse a uno o más proyectos mineros específicos que hayan sido de propiedad de la empresa con anterioridad al 1 de Diciembre de 2004 y que se hubieren encontrado en explotación a dicha fecha;
5)
La solicitud de que trata este artículo, deberá presentarse ante el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción a más tardar el 30 de Noviembre de 2005. El otorgamiento de los derechos de invariabilidad tributaria constará en contratos que se celebrarán por escritura pública y que suscribirán, por una parte, en representación del Estado de Chile el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y por la otra la empresa afecta al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta. Una vez otorgados, se entenderá que los contratos referidos producen sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva. El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción tendrá la facultad de aceptar o rechazar las solicitudes que se le presenten y establecer los términos del contrato en que se otorguen los derechos de invariabilidad de que trata este artículo, conforme a lo que aquí se expresa. Corresponderá asimismo al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción la administración de dichos contratos y relacionarse con los suscriptores de los mismos, y
6)
En caso que la empresa realice un nuevo proyecto minero, distinto de aquél definido en el respectivo contrato, éste no podrá acogerse a la invariabilidad de que trata el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974. Por otra parte, en caso que cualquiera de los propietarios de la sociedad dueña del proyecto, o la sociedad receptora del aporte, renuncien a los derechos a que se refiere el presente artículo, o cedan total o parcialmente su propiedad en la sociedad, o constituyan usufructo o de otra forma cedan temporalmente el uso o el goce de las acciones o derechos de la empresa, los derechos a que se refiere este artículo se extinguirán para la empresa y para la totalidad de los propietarios de la misma.

Artículo 6° transitorio.- Las empresas que, encontrándose acogidas a lo dispuesto en los artículos 3°, 4° o 5° transitorios de esta ley, hayan iniciado la explotación de proyectos mineros amparados en contratos de inversión extranjera suscritos de conformidad a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, a contar del 1° de diciembre del 2004, o bien inicien la explotación de proyectos a contar de dicha fecha, deberán llevar contabilidad separada por cada proyecto en la forma que al efecto determine el Servicio de Impuestos Internos.


Artículo 7° Transitorio.- A los contribuyentes del impuesto establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, que se acojan al régimen establecido en los artículos 3°, 4° o 5° transitorios, se les otorgará un crédito equivalente a 50% del impuesto mencionado que deban pagar por los años comerciales 2006 y 2007, el cual será imputable al impuesto establecido en el artículo 20 de la ley sobre Impuesto a la Renta, que dicho contribuyente se encuentre obligado a pagar por las rentas de esos ejercicios. Si el monto de este crédito excediere el impuesto referido, dicho excedente no podrá imputarse a otro impuesto ni solicitarse su devolución. El impuesto específico a la minería que no pueda imputarse como crédito del impuesto pagado en dichos años, podrá ser deducido como gasto necesario para producir la renta de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 34 ter, antes señalado.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; ALFONSO 
DULANTO RENCORET, Ministro de Minería; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda; JORGE RODRÍGUEZ GROSSI, Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción”.

INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN IMPUESTO ESPECÍFICO

A LA ACTIVIDAD MINERA

El presente proyecto de ley propone el establecimiento de un impuesto específico a la renta operacional imponible de la actividad minera, aplicable desde el 1º de enero de 2006. El porcentaje propuesto corresponde a un 5%. En régimen, la totalidad de este impuesto será considerado un gasto tributario para efectos del impuesto a la renta de Primera Categoría.


Para las empresas que se encuentran actualmente en operación, la tasa del impuesto será de 4%, y para los años comerciales 2006 y 2007, un 50% de este impuesto será considerado un crédito contra el impuesto a la renta de Primera Categoría, y el 50% restante será considerado un gasto tributario para efectos de dicho impuesto.


Tomando como base la información del Servicio de Impuestos Internos para la minería privada, para el caso de la gran minería del cobre considerando los planes de crecimiento de producción informados a la Comisión Chilena del Cobre, y tomando un precio del cobre de US$ 1,05/lb para 2006, de US$ 1,00/lb para 2007, y de US$ 0,93/lb desde 2008 en adelante; el impacto estimado sobre los ingresos fiscales, neto de impuesto de primera categoría y del efecto que tendría sobre los excedentes traspasados por Codelco, es el siguiente:

	Año
	Cifras en MMUS$

	2006
	96

	2007
	76

	2008
	142

	2009
	140

	2010 en adelante
	148 anuales en promedio



(Fdo.): MARIO MARCEL CULLELL, Director de Presupuestos”.

2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 5277, de fecha 30 de noviembre de 2004, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que sustituye la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas. (boletín Nº 2439-20).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica el Código de Aguas. (boletín Nº 876-09).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

4.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que prorroga la vigencia de los avalúos de los bienes raíces no agrícolas de todo el país y la vigencia del mecanismo de compensación de los ingresos municipales establecido en la ley Nº 19.850. (boletín Nº 3763-05).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena a don Horacio de la Pena. (boletín Nº 3771-17).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley para la creación de Sociedades Anónimas Deportivas Profesionales. (boletín Nº 3019-04).

Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
7.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de las Naciones Unidas, suscrito en Santiago el 19 de junio de 2003. (boletín Nº 3624-10).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
8.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que establece asignaciones que indica para funcionarios municipales y jueces de policía local. (boletín Nº 3736-06).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
9.
Segundo Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, recaído en el proyecto de ley que modifica el artículo 193 del Código del Trabajo, con el propósito de establecer ciertas prerrogativas a favor de trabajadores que indica. (boletin 
N° 3482-13-2)
“Honorable Camara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en segundo trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de la diputada Caraball, doña Eliana y de los diputados señores Ascencio; Burgos; Escalona; Ortiz; Riveros; Saffirio; Seguel; Silva, y Walker, que modifica el artículo 193 del Código del Trabajo, con el propósito de establecer ciertas prerrogativas a favor de trabajadores que indica.


A la sesión que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistió el asesor del ministro de Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río Correa.

I. ARTÍCULOS QUE NO FUERON OBJETO DE INDICACIONES NI DE MODIFICACIONES.


No fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones las letras a) y b) del artículo único del proyecto.
II. ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGANICAS CONSTITUCIONALES O DE QUORUM CALIFICADO.


A juicio de vuestra Comisión el proyecto de ley en informe no contiene normas que revistan el carácter de orgánica constitucional, o requieran quórum calificado.

III. ARTÍCULOS SUPRIMIDOS.


En relación con esta materia, con ocasíon de la discusión en particular vuestra Comisión no suprimió artículos del proyecto.

IV. ARTÍCULOS MODIFICADOS.

Con ocasión de la discusión en particular vuestra Comisión aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes en la Sala, las siguientes indicaciones a su artículo único:


-De la señora Vidal, doña Ximena, y de los señores Aguiló, don Sergio; Riveros, don 
Edgardo; Seguel, don Rodolfo, y Tapia, don Boris, para agregar, en su letra c), a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase final:


“Este período de tiempo no será acumulable.”.


-De los señores Ascencio, don Gabriel; Riveros, don Edgardo; Seguel, don Rodolfo, y Tapia, don Boris, para incorporar la siguiente letra d) nueva:


“d) Reemplacese, en el inciso cuarto, las palabras “una a dos” por “cinco a diez”.”.

V. ARTÍCULOS NUEVOS INTRODUCIDOS.

Vuestra Comisión no introdujo nuevos artículos a esta iniciativa legal.

VI. ARTÍCULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISIÓN QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

A juicio de vuestra Comisión el presente proyecto no contempla normas que deban ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda.

VII. INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.

Vuestra Comisión rechazó, por la unanimidad de sus miembros presentes en la Sala, senda indicación, de los diputados Julio Dittborn y Marcelo Forni, a la letra c) del artículo único del proyecto, del siguiente tenor:


-Para agregar, a continuación del punto aparte de la letra c) del artículo único del proyecto, que pasa a ser seguido, la siguiente frase final:

“Este período de tiempo no será acumulable y no podrá hacerse uso de este derecho en aquellas horas de mayor afluencia de público al respectivo local”.

VIII. DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO MODIFICA O DEROGA.

El proyecto de ley en informe modifica el artículo 193 del Código del Trabajo.

-o-

Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Articulo único.- Modifícase el artículo 193 del Código del Trabajo en los siguientes términos:

a)
Incorpórase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “mercaderías”; la siguiente frase “hoteles, restaurantes, cafés o clubes”.

b)
Elimínase en el inciso primero, a continuación de la palabra “mantendrá”, la frase “el número suficiente de,” incorporando a continuación de la palabra “trabajadores”, la frase “a razón de una silla o asiento por cada tres de ellos, sin perjuicio de que si el número de empleados fuere inferior a tres, al menos deberá encontrarse a disposición de ellos una silla o asiento”.

c)
Agrégase, a continuación del punto aparte del inciso primero, que pasa a ser coma (,), la siguiente frase “pudiendo, los trabajadores, disponer de ellos durante 15 minutos por cada hora de trabajo continuo realizada. Este período de tiempo no será acumulable.”.

d)
Reemplázase, en el inciso cuarto, las palabras “una a dos” por “cinco a diez”.”.

-o-


Se designó diputado informante al señor Rodolfo Seguel Molina.


Sala de la Comision, a 30 de noviembre de 2004.


Acordado en sesión de fecha 30 de noviembre, con asistencia de la diputada Ximena 
Vidal, y de los diputados Sergio Aguiló; Edgardo Riveros; Rodolfo Seguel, y Boris Tapia.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado Secretario de la Comisión”.

10. Segundo Informe de la Comision de Salud sobre el proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma y prohíbe la clonacion humana. 
(boletín N° 1993-11) (S).

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Salud pasa a informaros acerca del proyecto de ley del epígrafe, en segundo trámite constitucional y segundo reglamentario, iniciado en una moción de los senadores señores Ruiz-Esquide, don Mariano; Páez, don Sergio; Zaldívar, don Andrés y de los ex senadores Díaz, don Nicolás, y Hamilton, don Juan.

I. OBJETO.


La iniciativa legal tiene por objeto regular la investigación científica en el ser humano, su genoma y prohibir la clonación humana.


Durante la discusión general, se suscitó un importante intercambio de opiniones, generado en las distintas concepciones filosóficas que existen sobre el principio de la vida, como se señalara en forma extensa en el primer informe, fruto de lo cual se presentaron indicaciones, que en términos generales también dicen relación con aspectos valóricos como son definir qué se entiende por persona, por concepción, eugenesia, clonación reproductiva e intervención de células troncales, entre otras.

II. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


De conformidad con el artículo 290 del Reglamento de la Corporación, cabe consignar los siguientes aspectos:

1)
Los artículos 3º, 5º, 8º, 11, 13, 14, 16, 18, 19 y 21 no fueron objeto de indicaciones, en consecuencia, deben declararse reglamentariamente aprobados. Sin perjuicio de dejar constancia que el ordenamiento numérico de la iniciativa legal fue modificado a fin de darle mayor organicidad. Es así, como el artículo 5º pasó a ser 2º; el 2º pasó a ser 3º; el 3º pasó a ser 4º; el 9º pasó a ser 5º; el 10 pasó a ser 6º; el 8º pasó a ser 7º; el 11 pasó a ser 8º; el 4º pasó a ser 9º; el 6º pasó a ser 10; el 7º pasó a ser 11, y el resto mantuvo su ordenación numérica.

2)
El proyecto no contiene normas de rango de ley orgánica constitucional ni de quórum calificado, criterio que también sostuvo el Senado.

3)
No existen artículos que hayan sido suprimidos.

4)
Los artículos 6º, que pasó a ser 10; 7º, que pasó a ser 11; 10, que pasó a ser 6º; 15 y 20, fueron objeto de modificaciones en su segundo trámite reglamentario.

5)
No existen artículos nuevos.

6)
No existen artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

7)
Todo el articulado aprobado por el Senado fue objeto de diversas modificaciones de acuerdo con el texto que se propone en el Capítulo IV.

8)
Cabe dejar constancia que las indicaciones rechazadas durante el segundo trámite reglamentario son las siguientes:

a)
Al artículo 1º, de los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para sustituir los términos “los seres humanos”, por “las personas”, y para eliminar la frase “desde el momento de la concepción”.

b)
Al artículo 1º, del Diputado señor Navarro, para suprimir las expresiones “desde el momento de la concepción”.

c)
Al artículo 2º, que pasó a ser 3º, de los Diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para reemplazar la oración “eugenésica, entendiéndose por tal cualquier especie de intervención sobre el genoma cuyo propósito sea modificarlo hereditariamente”, por la siguiente: “eugénica, entendiéndose por tal aquella que impide la reproducción de aquellos individuos que se suponen poseedores de caracteres hereditarios desfavorables”.

d)
Al artículo 4º, que pasó a ser 9º, de los Diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para sustituir las expresiones “un ser humano”, por “una persona”.

e)
Al artículo 7º, que pasó a ser 11, de los Diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para sustituir, en el inciso primero, las expresiones “un ser humano”, por “una persona”.

f)
Al artículo 9º, que pasó a ser 5º, de los Diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para agregar, después del vocablo “clonación”, el término “reproductiva”, y para sustituir las expresiones “seres humanos” por “de las personas”.

g)
Al artículo 9º, que pasó a ser 5º, de los Diputados señores Accorsi y Palma, para reemplazar las palabras “seres humanos”, por “embriones humanos”.

h)
Al artículo 10, que pasó a ser 6º, de los Diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para eliminar su segunda oración.

i)
Al artículo 10, que pasó a ser 6º, del Diputado señor Navarro, para sustituir la frase “En ningún caso”, por la siguiente: “Sólo con autorización del Comité Ético Científico que corresponda”.

j)
Al artículo 12, de los Diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para reemplazar las palabras “un ser humano”, por “una persona”.

k)
Al artículo 17, de los Diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para sustituir, en el inciso primero, las palabras “seres humanos” por “personas”, y para eliminar, en el mismo inciso, la frase “o realice cualquier procedimiento eugenésico”.

l)
Al artículo 20, de los Diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para reemplazar las expresiones “seres humanos” por “personas”.

III. DISCUSIÓN PARTICULAR.


Durante la discusión particular concurrieron a la Comisión los representantes del Ministerio de Salud señores Sebastián Pavlovic, Eduardo Díaz y Rodrigo Salinas.

INDICACIONES AL ARTÍCULO 1º

1.
De los diputados señores Accorsi y Palma, para reemplazar la oración “de los seres humanos, desde el momento de la concepción”, por las palabras “las personas”, y sustituir la frase final “sus aplicaciones clínicas”, por “las aplicaciones que de ella deriven”.


Esta indicación fue retirada por sus autores, en consideración a que la modificación que sigue a continuación contempla la misma idea de una manera más amplia.

2.
De los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para sustituir los términos “los seres humanos”, por “las personas”, y para eliminar la frase “desde el momento de la concepción”.


El diputado señor Accorsi señaló que la definición de “ser humano desde el momento de la concepción” obedece a un concepto filosófico moral sustentado exclusivamente por la religión católica, en consecuencia, no corresponde que en una ley se suscriban conceptos morales particulares y se excluyan otros. No parecería prudente circunscribirse a conceptos morales generales aplicables a todos los individuos.


Desde el mismo punto de vista, recalcó que si la idea era discutir desde cuando se inicia la vida, esto debería hacerse en otro proyecto de ley distinto.


Asimismo, fue partidario de circunscribir el proyecto a una sola tipología, es decir, a “personas”, sin mezclar otras definiciones o sinónimos, como pudiera ser “seres humanos”.


A su vez, el diputado señor Robles, manifestó que la indicación presentada perseguía dos objetivos. El primero, relacionado con la normativa jurídica vigente, en que quienes son objeto de regulación legal son las personas, y por lo tanto, son ellas quienes deben ser reguladas por el proyecto en análisis. En consecuencia, el término correcto a usar es el de personas, puesto que todo el ordenamiento jurídico está cimentado sobre ese concepto. Así, por ejemplo, la Carta Fundamental, en el Capítulo III, “De los derechos y deberes constitucionales”, establece en el encabezado de su artículo 19, que “La Constitución asegura a todas las personas” los derechos que allí enumera.


Asimismo, el diputado señor Forni, recordó que el artículo 1º de la Constitución Política establece que “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos”, es decir, se entiende que la protección a las personas se inicia con el nacimiento. A contrario sensu, no podría entenderse que esta protección comprende al no nacido.


El diputado señor Robles insistió en la necesidad de reemplazar los términos “seres humanos” por “las personas”, de manera de guardar correlación con todo nuestro ordenamiento jurídico, en que se utiliza el vocablo “personas”. Así por ejemplo, el Código Civil, en sus artículos 25 y 55, se refiere al término “personas”, e incluso, en su artículo 75, señala que “La ley protege la vida del que está por nacer”, al brindarle protección a la criatura nonata, lo que, en su opinión, reafirma la idea de que la utilización de la expresión “seres humanos” no se condeciría con el resto de la legislación nacional.


Agregó que el incluir el término “seres humanos” significaría introducir un nuevo concepto en nuestra legislación, para lo cual se requeriría efectuar las correspondientes adecuaciones legales, porque de lo contrario esta materia quedaría sujeta a interpretación.


El segundo objetivo dice relación con la finalidad inicial de los autores de la moción, en cuanto el artículo 1º aprobado por el Senado protege la vida, la integridad física y síquica de las personas, otorgándole un marco muy general a esta protección, sin definir desde cuando comienza la vida, puesto que se trata de una materia muy compleja, donde no existe unanimidad de criterios y que no guarda relación con el objetivo último del proyecto.


A vía ejemplar, citó el Pacto de San José de Costa Rica, donde se establece el derecho al respecto de la vida, en general, desde el momento de la concepción.


El diputado señor Melero, discrepó en torno a la apreciación de que el tema en estudio fuera de tipo religioso, sino que por el contrario, se trataría de un problema de moral natural intrínseca y propia del ser humano, en los términos en que lo consigna el ordenamiento jurídico chileno, tal como se concibe en la Constitución Política, el Código Civil y en general en otras normas.


En segundo lugar, en cuanto a lo sostenido por el Diputado señor Robles respecto a que toda la legislación está establecida en cuanto a las personas, hizo hincapié en las disposiciones que al efecto contiene el Código Civil, como el artículo 55, que establece que “Son personas todos los individuos de la especie humana, cualquiera sea su edad, sexo, estirpe o condición. Divídense en chilenos y extranjeros”.


De acuerdo con su criterio, el proyecto en cuestión lo que persigue es legislar, precisamente para los que no son personas, es decir, se trata de un tema que es anterior a su existencia legal, que es precisamente la clonación.


A su juicio, los argumentos esgrimidos en torno a que la legislación se refiere solamente a las personas, impedirían legislar sobre las materias que aborda el proyecto en cuestión y de esta manera no se podría sancionar el delito de aborto, en cuanto se protege un ser con anterioridad a su condición de persona.


El diputado señor Bayo, recordó los argumentos esgrimidos durante el primer trámite reglamentario, en torno al artículo 1º, donde se protege la vida de los seres humanos, en cuanto a que uno de los principales escollos ha sido determinar el momento en que se inicia la vida, para lo cual se dieron diversas opiniones, sin que se llegase a una posición uniforme en torno a esta materia.


Si la finalidad de la indicación es proteger la vida de los seres humanos, al tenor de las observaciones formuladas, se debe tener presente que el derecho a la vida tiene rango constitucional y que ambas indicaciones no tocan la palabra “vida”, puesto que se legisla hacia delante.


Se mostró partidario de la teoría de que la vida se inicia con la concepción, por una razón básica, que tiene que ver con que el producto de la concepción es totipotencial. Por este motivo, si se tiene un ovúlo recién fecundado y se lo instala en un ambiente propicio, podría llegar a transformarse en persona.


Por esa razón, algunos sostienen que la vida se inicia en el momento de la concepción, porque el producto de esa concepción está rodeado de totipotencialidad y no requiere de la intervención de terceros, sino solamente de contar con el ambiente y condiciones propicias, similares a las que le proporcionaría la madre.


El diputado señor Rossi, reiteró la necesidad de clarificar cual era el sujeto objeto de protección o de preocupación que motiva el proyecto de ley, en cuanto a que el artículo 1º protege la vida, en circunstancias de que no se sabe con certeza qué se entiende por vida. Si la finalidad es proteger la vida de los seres humanos, no parece del todo coherente proteger este bien jurídico si no existe claridad con respecto a que debe endenterse por este concepto.


En razón de lo expuesto, y de la complejidad de la materia, estimó necesario sentar como precedente lo que se entiende por seres humanos. Desde otro ángulo, recordó lo que había sido la discusión en relación con la muerte cerebral, donde resulta muy difícil determinar el momento exacto en que ésta ocurre, motivo por el cual se establecieron ciertos criterios para poder determinar la muerte de un individuo.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación de los Diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, fue rechazada por 3 votos a favor, 6 en contra y 1 abstención.

3.
Del diputado señor Navarro, para suprimir las expresiones “desde el momento de la concepción”.


Sin discusión y puesta en votación, fue rechazada por 3 votos a favor y 9 en contra.

INDICACIÓN AL ARTÍCULO 2º.


Indicación al artículo 2º, de los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para reemplazar la oración “eugenésica, entendiéndose por tal cualquier especie de intervención sobre el genoma cuyo propósito sea modificarlo hereditariamente”, por la siguiente: “eugénica, entendiéndose por tal aquella que impide la reproducción de aquellos individuos que se suponen poseedores de caracteres hereditarios desfavorables”.


El diputado señor Robles manifestó que la indicación buscaba clarificar el sentido de esta frase, explicitando que lo que se quería prohibir eran las consecuencias desfavorables de la intervención en los genes, ya que existían algunas prácticas que podrían arrojar resultados positivos, como era la eliminación de características genéticas precursoras de algunas enfermedades, como la diabetes y otras, de manera de posibilitar la aplicación de nuevas tecnologías.


A su vez, el diputado señor Forni expresó que se estaba repitiendo una discusión que ya se había sostenido en el primer trámite, donde expresamente se trajo a colación el significado de la palabra “eugenésica”, de acuerdo al significado consignado en el Diccionario de la Real Academia Española, en cuanto se refiere a ingeniería genética.

En torno a este concepto, fue partidario de mantener la redacción del artículo 2º, sin perjuicio de que la norma pudiese ser modificada en el futuro de acuerdo con las innovaciones científicas que pudieran implementarse, por cuanto estimó peligroso ampliar el sentido, argumentando para ello que bien pudiera presentarse algún grado de discriminación al utilizarse esta ingeniería genética.


El diputado señor Ojeda se manifestó contrario a la indicación, en base a que según su criterio estas prácticas eugenésicas atentan contra los principios inspiradores de la Carta Fundamental, como el derecho a la vida, por cuanto la redacción de la indicación podría originar que se entre en el terreno de las especulaciones.


Puesta en votación, fue rechazada por 3 votos a favor, 8 en contra y 1 abstención.

INDICACIÓN AL ARTÍCULO 4º


De los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para sustituir las expresiones “un ser humano”, por “una persona”.


El diputado señor Robles hizo hincapié en consignar los fundamentos de esta indicación, debido a la importancia que representa la historia de la ley para su interpretación posterior, dada la complejidad de la materia, en los mismos términos ya consignados con ocasión de la discusión de las indicaciones presentadas al artículo 1º.


Puesta en votación, fue rechazada por 3 votos a favor, 8 en contra y 1 abstención.

INDICACIONES AL ARTÍCULO 6º

1.
De los diputados señores Aguiló y Rossi, para reemplazar, en el inciso tercero la locución, “si no existe certeza”, por la frase, “si no existiesen antecedentes fundamentados”.


El diputado señor Rossi argumentó que esta indicación tiene por objeto aclarar que en medicina no existe certeza, y por lo tanto, siempre se evalúa si la posibilidad de obtener beneficios es mayor que los riesgos.


Sobre el particular, se trajo a colación el significado de la palabra “certeza” entendiéndose por tal: “el conocimiento seguro y claro de una cosa”, lo que no implica que esto deba ser cierto.


El diputado señor Melero, argumentó que con la frase “si no existen antecedentes fundamentados” puede ocurrir que en la especie se trate de una investigación nueva, en que no hayan antecedentes, ni historia, ni fundamento alguno, razón por la cual la certeza no existiría y en ese evento no podrían probarse los beneficios que ello reportaría, con lo que se inhibiría la investigación al no existir certeza.


En virtud de los argumentos esgrimidos, se procedió a retirar la indicación.

2.
Del Ejecutivo, para reemplazar, en el inciso tercero la frase, “con fines terapéuticos si no existe certeza de que sus beneficios serán mayores que sus eventuales riesgos”, por la oración “biomédica si existen dudas razonables de que sus riesgos son mayores que sus eventuales beneficios”.


El diputado señor Rossi, señaló que esta nueva indicación era más precisa y completa.


Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de 9 votos a favor.

3.
Del Ejecutivo, para agregar el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Toda investigación científica biomédica deberá contar con la autorización expresa del Director del Establecimiento dentro del cual se efectúe, previo informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda según el Reglamento.”.


El señor Pavlovic, expresó que esta indicación tiene por finalidad dar coherencia al proyecto en relación con otros artículos del mismo. En este sentido, precisó que uno de los objetivos de la iniciativa legal es regular la investigación en seres humanos, pero que dentro del transcurso de la discusión se trataron otros temas como la investigación en embriones y la determinación del momento en que se inicia la vida, con lo que el objetivo central varió.


El Ejecutivo estimó necesario retomar el eje central, esto es, el tema de la investigación en seres humanos, motivo por el cual consideró necesario clarificar ciertos aspectos a fin de evitar confusiones respecto de la competencia del Comité Ético Ciéntifico que cada establecimiento puede tener, con respecto a la tutela necesaria para la investigación científica que se desarrolla en Chile. En este sentido, puede ocurrir que los Comités Ético Científicos tengan intereses, como por ejemplo, la situación que podría darse en un establecimiento, ya sea público o privado, en que el propio Comité Ético Científico de dicho establecimiento sea quien informe favorablemente los Protocolos de Investigación que se van a llevar a cabo en dicho establecimiento, puesto que esto conlleva normalmente la asignación de recursos y no se daría la necesaria independencia que se requiere para un adecuado informe de éstos.


En razón de que durante la tramitación del proyecto se desestimó la idea de conformar Comités Ético Científicos en todas las regiones del país, que tuvieran como función informar los Protocolos de Investigación, se hace necesario establecer algún tipo de tutela que no dependa de estos intereses. En suma, esta iniciativa persigue armonizar el texto con el resto del articulado, teniendo presente que existirán Comités Científicos, cuyas funciones se establecerán en un reglamento que deberá dictar el Ministerio de Salud, donde se consignarán las incompatibilidades y se establecerá el procedimiento.


El señor Salinas, clarificó que el desarrollo de la investigación científica en los establecimientos implica la inversión de recursos, tanto de tiempo, de medicamentos, de atención, etc., de manera que la justificación de que una investigación sea razonable al interior de un establecimiento, cualquiera que éste sea, debe tomar en cuenta, no sólo la pertinencia científica y ética, sino además la concordancia con la administración de los recursos que debe existir al interior del establecimiento, asunto sobre el cual sólo el director podrá estar en condiciones de evaluar si la investigación es ética y pertinente, y si además, forma parte del plan general de utilización de recursos que tiene un determinado establecimiento. Por este motivo, dejar fuera de este tipo de decisiones a la administración de un establecimiento puede resultar inadecuado.


La existencia de los Comités Éticos Científicos se establece en el decreto supremo Nº 42 del Ministerio de Salud, del año 1986, que norma su establecimiento en todos los servicios de salud, es decir, originalmente 29 a través de todo el país, pero que en la actualidad y de acuerdo a los preceptos de la ley de autoridad sanitaria, Nº 19.937, esta facultad se traspasaría a las secretarías regionales ministeriales, reduciéndose a 13 en todo el país.


De acuerdo con lo que plantea el proyecto sobre los Comités Ético Científicos, al dejar entregada esta materia a un reglamento, bien pudieran establecerse otros de naturaleza diferente.


El diputado señor Forni, planteó que con esto podría interpretarse de que se crearían comités de carácter regional, que era una idea que se había desechado claramente por parte de los miembros de  la Comisión, por no existir personal idóneo en todas las regiones.


Frente a esta duda, el señor Salinas afirmó que con la redacción, quedaría la potencialidad de que efectivamente a futuro existan Comités Ético Científicos en todas las regiones del país, lo que deberá ser confrontado con la existencia real de profesionales que cuenten con la suficiente preparación, situación que se irá perfeccionando a futuro.


El diputado señor Accorsi, acotó que en definitiva será el Consejo Nacional de Bioética quien tendrá a su cargo la función de acreditación, en la medida en que se den las condiciones requeridas, pues será quien determinará la normativa tendiente a regular las acreditaciones.


Puesta en votación, fue aprobada por 7 votos a favor, 3 en contra y 1 abstención.

INDICACIONES AL ARTÍCULO 7º

1.
De los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para sustituir, en el inciso primero, las expresiones “un ser humano”, por “una persona”.


Por las mismas razones ya esgrimidas con ocasión de la discusión del artículo 1º, fue rechazada por 3 votos a favor, 8 en contra y 1 abstención.

2.
Del Ejecutivo, para eliminar en el inciso tercero, la frase “del centro o establecimiento”.


Sobre el particular, se precisó que la indicación del Ejecutivo debía entederse efectuada al inciso quinto y no al tercero como se indica.


Al respecto, el señor Salinas, precisó que el sentido de ella, era el mismo que se señaló en el artículo 3º, esto es, que la devolución de la responsabilidad ético científica hacia la población debe ser en forma paulatina, de manera tal, de que en última instancia llegue a cada centro o establecimiento. La tendencia inicial, debido al escaso número de profesionales con este tipo de formación, será que sea lo más centralizada posible, mientras no se cuente con la suficiente dotación de profesionales en regiones.


Puesta en votación, fue aprobada por 6 votos a favor, ninguno en contra y 4 abstenciones.

INDICACIONES AL ARTÍCULO 9º

1.
De los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para agregar, después del vocablo “clonación”, el término “reproductiva”, y para sustituir las expresiones “seres humanos” por “de las personas”.


En relación con esta materia, el Diputado señor Robles, clarificó que el concepto de clonación, propiamente tal, implica la producción intencionada de individuos, persiguiéndose la formación de un embrión humano mediante la multiplicación intencionada de células. La acción, desde un punto de vista científico, no solamente tiene que ver con la clonación de seres humanos, sino también con la clonación de tejidos y reproducción de células. Por lo tanto, al hablar de reproducción, lo que efectivamente se produce es un embrión humano in vitro, sobre el cual se actúa para luego ser implantado en un útero o ambiente donde pueda crecer, desarrollarse y convertirse en un ser humano idéntico a otro, que es lo que se quiere impedir y que se denomina clonación reproductiva.


En cuanto al otro tipo de clonación, es decir, la clonación de células a que se refiere el artículo 10, en tanto cultivo de tejidos, sostuvo que desde el punto de vista científico, y de acuerdo con los antecedentes recopilados, se desprende que el cultivo de tejidos es distinto a la clonación de tejidos, por cuanto ésta tiene que ver con mantener la identidad genética del tejido, y por lo tanto el impedir la clonación de seres humanos de cualquier tipo, va ser un impedimento para realizar este tipo de clonación, lo que de acuerdo con su parecer, sí resulta importante, porque en el futuro lo más probable es que, por ejemplo, en vez de hacer transplantes de piel de una zona u otra del organismo bastará con sacar una célula, y clonarla, que es el término correcto a utilizar. Por ese motivo, estimó fundamental tener claridad con respecto a lo que significa clonar, puesto que no necesariamente debe ser estimada como negativa, puesto que la que presenta este carácter es la clonación reproductiva. En este sentido, se manifestó conteste con establecer la prohibición de la clonación reproductiva en seres humanos.


El diputado señor Rossi, recordó lo señalado por el doctor Zegers, quien manifestó que la clonación era la copia idéntica o casi idéntica de un ser humano y que lo otro era reproducción de tejidos.


El diputado señor Bayo, a su vez, recalcó que la prensa se refiere siempre a la prohibición de clonar seres humanos en forma expresa, como dan cuenta noticias aparecidas recientemente.


Asimismo, el diputado señor Accorsi, trajo a colación casos de legislación comparada, donde se utiliza clonación humana y no clonación de tejidos o reproductiva.


El diputado señor Girardi sostuvo que era necesario tener una perspectiva futurista y pensar que podrán existir clonaciones no reproductivas con el fin de ser utilizados en transplantes de órganos, a través del conocimiento que se pueda obtener del genoma humano.


A su vez, el diputado señor Rossi, recordó que la clonación humana reproductiva genera embriones a partir de un genoma ya existente, destinado a producir personas. A su vez, el objetivo terapéutico utiliza el mismo mecanismo; la diferencia es que se saca la célula troncal del embrión. Desde este punto de vista, concluyó que lo terapéutico no tiene que ver con el mecanismo de clonación, que es uno sólo, sino que con la generación de un embrión destinado a transformarse en una persona, mientras que en el otro caso, se está sacando una célula troncal del mismo embrión para obtener un beneficio determinado, luego de lo cual se desecha el embrión.


En base a lo anterior, el diputado señor Robles insistió en la importancia del significado de clonación.


Puesta en votación, fue rechazada por 2 votos a favor, 9 en contra y 1 abstención.

2.
De los diputados señores Accorsi y Palma, para reemplazar las palabras “seres humanos”, por “embriones humanos”.


El diputado señor Accorsi, precisó que el fundamento era determinar dónde se va a efectuar la clonación, porque no se está utilizando la tecnología para emplear seres humanos en este procedimiento, porque lo que se emplea son embriones humanos y de ahí la necesidad de clarificar los términos empleados mediante la indicación, puesto que lo que se prohíbe es la clonación de embriones humanos.


El diputado señor Melero, aclaró que lo que el artículo perseguía en definitiva es prohibir el resultado último de la clonación, que es el ser humano, y no el origen de la acción de manipulación molecular para generar este objetivo, de manera tal de que lo que se está prohibiendo es la clonación de seres humanos como resultado final de la acción.


Puesta en votación, fue rechazada por 1 voto a favor, 8 en contra y 2 abstenciones.

INDICACIONES AL ARTÍCULO 10

1.
De los diputados señores Accorsi y Palma, para intercalar, entre las expresiones “fines” y “terapéuticos”, los términos “de diagnósticos”.


El diputado señor Accorsi, señaló que referirse a fines terapéuticos resulta muy amplio, mientras que hablar de diagnóstico resulta más acotado porque abarca un universo determinado. Por ejemplo, frente a un diagnóstico, de cáncer o cualquier otra alteración genética, que pueda producir una malformación, se tiene el diagnóstico y frente a ello, se puede producir el cultivo de tejidos, lo que está permitido.


En la actualidad se pueden hacer cultivos de células pancreáticas y hepáticas. La idea es hacer el diagnóstico con el fin de aplicar la ingeniería genética para implantar, por ejemplo, células neuronales en el caso del Parkinson.


Puesta en votación, fue aprobada por 9 votos a favor, ninguno en contra y 3 abstenciones.

2.
De los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para eliminar su segunda oración.


El diputado señor Robles explicó que hoy en día existen embriones y seres humanos que se están obteniendo como producto de la fertilización in vitro, en que muchas mujeres están empleando este sistema, donde se pueden guardar embriones para segundas opciones, en caso de ser necesario que se repita el procedimiento. De aquí que cuando el proceso inicial es exitoso restan embriones que pueden ser utilizados en otro tipo de investigaciones. Según su parecer, con la redacción del artículo 1º, la fertilización in vitro no sería posible de realizar en Chile.


Puesta en votación, fue rechazada por 1 voto a favor, 8 en contra y 2 abstenciones.

3.
Del diputado señor Navarro, para sustituir la frase “En ningún caso”, por la siguiente: “Sólo con autorización del Comité Ético Científico que corresponda”.


Puesta en votación, fue rechazada por 1 voto a favor y 9 en contra.

INDICACIÓN AL ARTÍCULO 12


De los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para reemplazar las palabras “un ser humano”, por “una persona”.


Puesta en votación, fue rechazada por 1 voto a favor y 9 en contra.

INDICACIONES AL ARTÍCULO 15

1.
De los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para intercalar el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:


“Cada miembro del Consejo Nacional de Bioética, percibirá una dieta asimilada con el cargo del director de empresa pública.”.


Esta indicación fue declarada inadmisible, al tenor de lo dispuesto por el artículo 62, Nº 2 de la Constitución Política de la República.

2.
Del Ejecutivo, para reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


“La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva que coordinará su funcionamiento y cumplirá los acuerdos que aquélla adopte y estará conformada por el personal que al efecto asigne el Ministerio de Salud.”.


El señor Salinas, manifestó que esta indicación se originaba en una situación coyuntural, puesto que al analizarla se concluyó que se trataba de una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, motivo por el cual fue patrocinada.


Puesta en votación, fue aprobada por 8 votos a favor y 4 abstenciones.

INDICACIÓN AL ARTÍCULO 17


De los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para sustituir, en el inciso primero, las palabras “seres humanos” por “personas”, y para eliminar, en el mismo inciso, la frase “o realice cualquier procedimiento eugenésico”.


El diputado señor Robles, insistió en los argumentos ya esgrimidos en torno a que no todos los procedimientos eugenésicos son negativos.


Puesta en votación, fue rechazada por 1 voto a favor y 9 en contra.

INDICACIONES AL ARTÍCULO 20

1.
De los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para reemplazar las expresiones “seres humanos” por “personas”.


Puesta en votación, fue rechazada por 1 voto a favor y 9 en contra.

2.
Del diputado señor Navarro, para reemplazar, a continuación de los vocablos “será sancionado”, la frase final “con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales”, por la siguiente oración: “con la suspensión por 3 años del ejercicio profesional y con la prohibición absoluta en el territorio nacional en caso de reincidencia”.


Dada la gravedad de la infracción, se estimó adecuado aumentar la sanción.


Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de 11 votos a favor.

3.
De los diputados señores Bustos, Jarpa y Robles, para sustituir las expresiones “con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales”, por las siguientes: “con multa de 40 a 60 unidades tributarias mensuales”.


Esta indicación se estimó incompatible y fue retirada por sus autores.

INDICACIÓN DE CARÁCTER GENERAL

1.
De los diputados señores Palma y Accorsi, para dar un nuevo ordenamiento al articulado, de la siguiente manera:


“1, 2, 11, 9, 10, 8, 3, 12, 13, 14, 4, 5, 6, 15, 16, 17, 18, 19, 20 y 21.”


Posteriormente, la Comisión acordó por unanimidad facultar a los diputados señores 
Accorsi y Forni para modificar el ordenamiento en los siguientes términos:


“1, 5, 2, 3, 9, 10, 8, 11, 4, 6, 7, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20 y 21.”

IV. MODIFICACIONES INTRODUCIDAS AL TEXTO APROBADO POR EL 
SENADO.


La Comisión introdujo algunas modificaciones al texto aprobado por el Senado, las que se detallan a continuación:


Al Artículo 1º: Para reemplazar el texto de este artículo por el siguiente:

“Esta ley tiene por finalidad proteger la vida de los seres humanos, desde el momento de la concepción, su integridad física y psíquica, así como su diversidad e identidad genética, en relación con la investigación científica biomédica y sus aplicaciones clínicas.”

Al artículo 2º: Para eliminarlo.


Al artículo 3º: Para reemplazar su texto por el siguiente:


“Prohíbese toda práctica eugenésica, entendiéndose por tal cualquier especie de intervención sobre el genoma cuyo propósito sea modificarlo hereditariamente.”


Al artículo 4º: Para agregar un inciso segundo del siguiente tenor: “En consecuencia, los resultados de exámenes genéticos y análisis predictivos de la misma naturaleza no podrán ser utilizados con ese fin”.


Al artículo 5º (que ha pasado a ser 9º): Para sustituirlo por el siguiente:


“Sólo se podrá investigar y determinar la identidad genética de un ser humano si se cuenta con su consentimiento previo e informado o, en su defecto, el de aquel que deba suplir su voluntad en conformidad a la ley. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de los tribunales de justicia, en la forma y en los casos establecidos en la ley.”


Al artículo 6º (que ha pasado a ser 2º): Para intercalar, luego de la expresión “investigación científica”, la frase “biomédica en seres humanos”, y agregar, luego de la palabra “República”, la frase “así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”.


Al artículo 7º (que ha pasado a ser 10): Para reemplazarlo por el siguiente:


“Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos en la materia, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.


No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o lesión corporal grave y duradera para un ser humano.


Tampoco podrá efectuarse una investigación científica biomédica si existen dudas razonables de que sus riesgos son mayores que sus eventuales beneficios.


Toda investigación científica biomédica deberá contar con la autorización expresa del Director del Establecimiento dentro del cual se efectúe, previo informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda según el Reglamento.”.


Al artículo 8º (que ha pasado a ser 11): Para reemplazar su texto por el siguiente:


“Toda investigación científica en un ser humano deberá contar con su consentimiento previo, expreso, libre e informado, o, en su defecto, el de aquel que deba suplir su voluntad en conformidad a la ley.


Para los efectos de esta ley, existe consentimiento informado cuando se constata que la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y alternativas, como consecuencia de habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre ella. Dentro de esta información, deberá hacerse especial mención del derecho que tiene de no consentir en la investigación o de revocar su consentimiento en cualquier momento y por cualquier medio, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno.


El consentimiento deberá constar en un acta firmada por la persona que ha de consentir en la investigación, por el director responsable de ella y por el director del centro o establecimiento donde ella se llevará a cabo, quien, además, actuará como ministro de fe.


El director responsable de la investigación deberá conservar el original del acta, entregando una copia de ella a la persona que autoriza la investigación y otra al director del centro o establecimiento donde ésta se realizará.


En todo caso, el consentimiento deberá ser nuevamente solicitado cada vez que los términos o condiciones en que se desarrolle la investigación sufran modificaciones, salvo que éstas sean consideradas menores por el Comité Ético Científico que haya aprobado el proyecto de investigación.”

Al artículo 9º: Para eliminarlo.


Al artículo 10 (que ha pasado a ser 7º): Para reemplazar la frase “está destinada al tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición”, por la siguiente: “y células reproductoras o sus progenitoras estará autorizada sólo con fines de tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.”


Al artículo 11 (que ha pasado a ser 5º y 6º): Para sustituir la frase “y por tanto cualquier intervención a personas que de por resultado la creación de un ser humano genéticamente idéntico a otro, vivo o muerto”, por “cualquiera que sea el fin perseguido y la técnica utilizada”, e incorporar su inciso segundo, con modificaciones formales, como artículo 6º.


Al artículo 12 (que ha pasado a ser 8º): Para reemplazar en el segundo inciso la expresión “como los medicamentos” por “diagnósticos o terapéuticos”, sin perjuicio de otras modificaciones de carácter estrictamente formal.


Al artículo 13 (que ha pasado a ser 12): Para sustituir su texto por el siguiente:


“La información genética de un ser humano será reservada. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley. Asimismo, para los efectos de esta ley, resultan plenamente aplicables las disposiciones sobre secreto profesional.”


Al artículo 14 (que ha pasado a ser 13): Para agregar dos incisos, del siguiente tenor:


“Los datos del genoma humano que permitan la identificación de una persona deberán ser encriptados para su almacenamiento y transmisión.


La encriptación podrá omitirse temporalmente por razones de utilidad pública.”


Al artículo 15 (que ha pasado a ser 14): Para reemplazar su texto por el siguiente:


“Prohíbese solicitar, recibir, indagar, poseer y utilizar información sobre el genoma relativa a una persona, salvo que ella lo autorice expresamente o, en su defecto, el que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley.”


Al artículo 16 (que ha pasado a ser 13): Para incorporar un nuevo inciso primero del siguiente tenor: “La recopilación, almacenamiento, tratamiento y difusión del genoma de las personas se ajustará a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal”, pasando el antiguo inciso primero a ser segundo, y modificándose en él la expresión “genéticos” por “del genoma humano”.


Al artículo 17 (que ha pasado a ser 15): Para reemplazar su texto por el siguiente:


“Créase una Comisión Nacional de Bioética, que estará integrada por nueve profesionales, expertos en bioética, designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especial convocada al efecto.


Los miembros de esta Comisión durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. El Presidente de la República, en el momento de solicitar el acuerdo del Senado, propondrá al miembro que asumirá el cargo de Presidente.


La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva, que coordinará su funcionamiento y cumplirá los acuerdos que aquélla adopte y estará conformada por el personal que al efecto asigne el Ministerio de Salud.”


Al artículo 18 (que ha pasado a ser 16): Para sustituir su texto por el siguiente:


“La Comisión Nacional de Bioética tendrá, entre sus funciones, asesorar a los distintos Poderes del Estado en los asuntos éticos que se presenten como producto de los avances científicos y tecnológicos en biomedicina, así como en las materias relacionadas con la investigación científica biomédica en seres humanos, recomendando la dictación, modificación y supresión de las normas que la regulen.


Las resoluciones o acuerdos de la Comisión se adoptarán por simple mayoría, no obstante lo cual deberán hacerse constar las diferencias producidas en su seno y la posición de minoría.”


Al artículo 19 (que ha pasado a ser el inciso tercero del nuevo artículo 15): Para incorporarlo, con modificaciones formales, como inciso tercero del artículo 15 aprobado por la Comisión, como se consigna en el capítulo siguiente.


Al artículo 20: Para suprimirlo.


Al artículo 21 (que ha pasado a ser 18): Para reemplazar la oración “genética de un apersona, al margen de los casos que autoriza el artículo 13” por “sobre el genoma humano, fuera de los casos contemplados en el artículo 12”.

Se sustituye el texto del inciso segundo por el siguiente: “El que omitiere la encriptación exigida en esta ley será sancionado con multa de hasta mil unidades de fomento.”


Al artículo 22 (que ha pasado a ser 19): Para agregar dos nuevos incisos (primero y segundo) del siguiente tenor:


“El que falsificare el acta a que se refiere el inciso tercero del artículo 11 será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Igual pena se aplicará a quien maliciosamente usare, con cualquier fin, un acta falsa.”


Al artículo 23 (que ha pasado a ser 17): Para sustituir su texto por el siguiente:


“Todo el que intente crear o cree seres humanos idénticos a otro por clonación o realice cualquier procedimiento eugenésico será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y con la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.


En caso de reincidencia, podrá el infractor ser sancionado, además, con la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión.”

V. TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN.


En virtud de todo lo anteriormente expuesto, la Comisión prestó su aprobación al siguiente texto, el cual incluye algunas adecuaciones meramente formales:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Esta ley tiene por finalidad proteger la vida de los seres humanos desde el momento de la concepción, su integridad física y psíquica, así como su diversidad e identidad genética, en relación con la investigación científica biomédica y sus aplicaciones clínicas.


Artículo 2º.- La libertad para llevar a cabo actividades de investigación científica biomédica en seres humanos tiene como límite el respeto a los derechos y libertades esenciales que emanan de la naturaleza humana, reconocidos tanto por la Constitución Política de la República como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Artículo 3º.- Prohíbese toda práctica eugenésica, entendiéndose por tal cualquier especie de intervención sobre el genoma cuyo propósito sea modificarlo hereditariamente.


Artículo 4º.- Prohíbese toda forma de discriminación arbitraria basada en el patrimonio genético de las personas.


En consecuencia, los resultados de exámenes genéticos y análisis predictivos de la misma naturaleza no podrán ser utilizados con ese fin.


Artículo 5º.- Prohíbese la clonación de seres humanos, cualesquiera que sean el fin perseguido y la técnica utilizada.


Artículo 6º.- El cultivo de tejidos y órganos sólo procederá con fines de diagnósticos terapéuticos o de investigación científica. En ningún caso podrán destruirse embriones humanos para obtener las células troncales que den origen a dichos tejidos y órganos.


Artículo 7º.- La terapia génica en células somáticas y células reproductoras o sus progenitoras estará autorizada sólo con fines de tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.


Artículo 8º.- El conocimiento del genoma humano es patrimonio común de la humanidad. En consecuencia, nadie puede atribuirse ni constituir propiedad sobre el mismo ni sobre parte de él. El conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias totales o parciales de ADN no son patentables.


Los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como los productos obtenidos directamente de ellos, diagnósticos o terapéuticos, son patentables según las reglas generales.


Artículo 9º.- Sólo se podrá investigar y determinar la identidad genética de un ser humano si se cuenta con su consentimiento previo e informado o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de los tribunales de justicia, en la forma y en los casos establecidos en la ley.


Artículo 10.- Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos en la materia, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.


No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o lesión corporal grave y duradera para un ser humano.


Tampoco podrá efectuarse una investigación científica biomédica si existen dudas razonables de que sus riesgos son mayores que sus eventuales beneficios.


Toda investigación científica biomédica deberá contar con la autorización expresa del director del establecimiento dentro del cual se efectúe, previo informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda, según el reglamento.


Artículo 11.- Toda investigación científica en un ser humano deberá contar con su consentimiento previo, expreso, libre e informado, o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley.


Para los efectos de esta ley, existe consentimiento informado cuando se constata que la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y alternativas, como consecuencia de habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre ella. Dentro de esta información, deberá hacerse especial mención del derecho que tiene de no autorizar la investigación o de revocar su consentimiento en cualquier momento y por cualquier medio, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno.


El consentimiento deberá constar en un acta firmada por la persona que ha de consentir en la investigación, por el director responsable de ella y por el director del centro o establecimiento donde ella se llevará a cabo, quien, además, actuará como ministro de fe.


El director responsable de la investigación deberá conservar el original del acta, entregando una copia de ella a la persona que autoriza la investigación y otra al director del centro o establecimiento donde ésta se realizará.


En todo caso, el consentimiento deberá ser nuevamente solicitado cada vez que los términos o condiciones en que se desarrolle la investigación sufran modificaciones, salvo que éstas sean consideradas menores por el Comité Ético Científico que haya aprobado el proyecto de investigación.


Artículo 12.- La información genética de un ser humano será reservada. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley. Asimismo, para los efectos de esta ley, resultan plenamente aplicables las disposiciones sobre secreto profesional.


Artículo 13.- La recopilación, almacenamiento, tratamiento y difusión del genoma de las personas se ajustará a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.


Los datos del genoma humano que permitan la identificación de una persona deberán ser encriptados para su almacenamiento y transmisión.


La encriptación podrá omitirse temporalmente por razones de utilidad pública.


Artículo 14.- Prohíbese solicitar, recibir, indagar, poseer y utilizar información sobre el genoma relativa a una persona, salvo que ella lo autorice expresamente o, en su defecto, el que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley.


Artículo 15.- Créase una Comisión Nacional de Bioética, que estará integrada por nueve profesionales, expertos en bioética, designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especial convocada al efecto.


Los miembros de esta Comisión durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. El Presidente de la República, en el momento de solicitar el acuerdo del Senado, propondrá al miembro que asumirá el cargo de Presidente.


La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva, que coordinará su funcionamiento y cumplirá los acuerdos que aquélla adopte y estará conformada por el personal que al efecto asigne el Ministerio de Salud.


Artículo 16.- La Comisión Nacional de Bioética tendrá, entre sus funciones, asesorar a los distintos Poderes del Estado en los asuntos éticos que se presenten como producto de los avances científicos y tecnológicos en biomedicina, así como en las materias relacionadas con la investigación científica biomédica en seres humanos, recomendando la dictación, modificación y supresión de las normas que la regulen.


Las resoluciones o acuerdos de la Comisión se adoptarán por simple mayoría, no obstante lo cual deberán hacerse constar las diferencias producidas en su seno y la posición de minoría.


Artículo 17.- Todo el que intente crear o cree seres humanos idénticos a otro por clonación o realice cualquier procedimiento eugenésico será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y con la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.


En caso de reincidencia, podrá el infractor ser sancionado, además, con la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión.


Artículo 18.- El que violare la reserva de la información sobre el genoma humano, fuera de los casos contemplados en el artículo 12, sufrirá las penas establecidas en ambos incisos del artículo 247 del Código Penal, según el caso.


El que omitiere la encriptación exigida en esta ley será sancionado con multa de hasta mil unidades de fomento.


Artículo 19.- El que falsificare el acta a que se refiere el inciso tercero del artículo 11 será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Igual pena se aplicará a quien maliciosamente usare, con cualquier fin, un acta falsa.


El que omitiere la referida acta o la confeccionare manifiestamente incompleta será sancionado con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Artículo 20.- Todo el que desarrollare un proyecto de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma, sin previa autorización del Comité Ético Científico que corresponda, será sancionado con la suspensión por tres años del ejercicio profesional y con la prohibición absoluta en el territorio nacional en caso de reincidencia.


Artículo 21.- Corresponderá al Ministerio de Salud establecer, mediante reglamento, las normas que complementen o desarrollen los contenidos de esta ley.”

V. DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó, por unanimidad, al diputado señor Francisco Bayo Veloso.


Tratado y acordado en sesión de fecha 30 de noviembre con la asistencia de los diputados señora Cristi y señores Accorsi, Bayo, Cornejo, Forni, Girardi, Masferrer, Melero, Olivares, Ojeda y Robles.


Sala de la Comisión, en 10 de diciembre de 2004.


(Fdo.): JACQUELINE PEILLARD GARCIA, Secretaria de la Comisión”.

11. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, diciembre 17 de 2004.


Oficio Nº 2.173

Excelentísimo señor Presidente

de la Cámara de Diputados:


Remito a vuestra Excelencia copia autorizada de la sentencia dictada por este Tribunal, en el rol Nº 430, relativo al proyecto de ley que crea una asignación de estímulo y desempeño y proporciona normas sobre carrera funcionaria para los trabajadores de la Dirección del Trabajo, el que fue remitido a este Tribunal para su control de constitucionalidad, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): JUAN COLOMBO CAMPBELL, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, 
Secretario.


“Santiago, diecisiete de diciembre de dos mil cuatro.

Vistos y considerando: 


PRIMERO.- Que, por oficio Nº 5.304, de 2 de diciembre de 2004, la Cámara de Diputado ha enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que crea una asignación de estímulo y desempeño y proporciona normas sobre carrera funcionaria para los trabajadores de la Dirección del Trabajo, a fin de que este Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, ejerza el control de constitucionalidad respecto del artículo 7º del mismo;


SEGUNDO.- Que, el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política establece que es atribución de este Tribunal: “Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución.”;


TERCERO.- Que el artículo 38, inciso primero, de la Ley Fundamental, dispone:


“Una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes.”;


CUARTO.- Que la norma del proyecto sometido a control preventivo de constitucionalidad señala:


“Artículo 7°.- En los concursos internos de promoción a que se refiere el artículo 48 de la ley Nº 18.834, que se realicen en la Dirección del Trabajo para proveer en propiedad los cargos vacantes en las plantas de directivos de carrera, de profesionales, de fiscalizadores y de técnicos, podrán participar los funcionarios de este Servicio, sean de planta o a contrata, nombrados o contratados en algunos de los cinco grados inferiores al de la vacante convocada, cualquiera sea la planta a la que pertenezcan o estén asimilados, o en algún grado superior al de la vacante tratándose de funcionarios a contrata. Los funcionarios de planta o a contrata que postulen a los concursos de promoción deberán cumplir con los requisitos correspondientes para el desempeño del respectivo cargo y encontrarse calificados en lista 
Nº 1, de distinción, o en lista Nº 2, buena. Además, en el caso de los empleos a contrata, se requerirá haberse desempeñado en tal calidad en dicha Dirección, a lo menos, durante cuatro años inmediatamente previos al concurso.


En lo no previsto en el inciso anterior, estos concursos de promoción se regularán por las normas establecidas para ellos en la ley N° 18.834.”;


QUINTO.- Que, de acuerdo al considerando segundo, corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre las normas del proyecto remitido que estén comprendidas dentro de las materias que el Constituyente ha reservado a una ley orgánica constitucional;


SEXTO.- Que, el artículo 7º del proyecto establece normas respecto a la promoción en las plantas que indica en la Dirección del Trabajo que difieren de aquellas comprendidas en la ley orgánica constitucional a que se refiere el artículo 38, inciso primero, de la Constitución Política, sobre la misma materia, motivo por el cual, en la especie, las modifican y tienen, por ende, igual naturaleza;


SÉPTIMO.- Que, consta en autos que el precepto a que se ha hecho referencia en esta sentencia ha sido aprobado en ambas Cámaras del Congreso Nacional con las mayorías requeridas por el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución y que sobre él no se ha suscitado cuestión de constitucionalidad;


OCTAVO.- Que, el artículo 7º del proyecto en estudio, no es contrario a la Constitución Política de la República.


Y, visto, lo prescrito en los artículos 38, inciso primero, 63, y 82, Nº 1º, e inciso tercero, de la Constitución Política de la República, y lo dispuesto en los artículos 34 a 37 de la Ley Nº 17.997, de 19 de mayo de 1981,


Se declara: Que el artículo 7º del proyecto remitido, es constitucional.


Devuélvase el proyecto a la Cámara de Diputados, rubricado en cada una de sus hojas por el Secretario del Tribunal, oficiándose.


Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese.


Rol Nº 430.-


Se certifica que el ministro señor Juan Agustín Figueroa Yávar concurrió a la vista de la causa y al acuerdo del fallo, pero no firma por encontrarse fuera de Santiago.


Pronunciada por el Excelentísimo Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente señor Juan Colombo Campbell y los ministros señores Eugenio Valenzuela Somarriva, 
Hernán Álvarez García, Juan Agustín Figueroa Yávar, Eleodoro Ortiz Sepúlveda y José Luis Cea Egaña.


Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz.


Conforme con su original.

AL EXCELENTÍSIMO SEÑOR PRESIDENTE

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PABLO LORENZINI BASSO

PRESENTE”.

12. Oficio del Tribunal Constitucional.

“Santiago, diciembre 29 de 2004.


Oficio Nº 2.182

Excelentísimo señor Presidente

de la Cámara de Diputados:


Remito a vuestra Excelencia copia autorizada de la sentencia dictada por este Tribunal, en el rol Nº 429, relativo al proyecto de ley que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, el que fue remitido a este Tribunal para su control de constitucionalidad, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JUAN COLOMBO CAMPBELL, Presidente; RAFAEL LARRAÍN NÚÑEZ, 
Secretario.


“Santiago, veintinueve de diciembre de dos mil cuatro.

Vistos y considerando: 


PRIMERO.- Que, por oficio Nº 5.287, de 1 de diciembre de 2004, la Cámara de Diputado ha enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, a fin de que este Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, ejerza el control de constitucionalidad respecto de los artículos 34, 38 y los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 55, del mismo;


SEGUNDO.- Que, el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política establece que es atribución de este Tribunal: “Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución.”;


TERCERO.- Que el artículo 38, inciso primero, de la Ley Fundamental, dispone:


“Una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes.”;


CUARTO.- Que, el artículo 74 de la Carta Fundamental dispone:


“Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República. La misma ley señalará las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados.


La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva.


La Corte Suprema deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita la opinión pertinente.


Sin embargo, si el Presidente de la República hubiere hecho presente una urgencia al proyecto consultado, se comunicará esta circunstancia a la Corte.


En dicho caso, la Corte deberá evacuar la consulta dentro del plazo que implique la urgencia respectiva.


Si la Corte Suprema no emitiere opinión dentro de los plazos aludidos, se tendrá por evacuado el trámite.”;


QUINTO.- Que las normas del proyecto sometidas a control preventivo de constitucionalidad disponen:


“Artículo 34.- La resolución de revocación deberá ser fundada y se pronunciará sobre todos los puntos en que el operador haya sostenido su defensa.


Si el operador considera que la revocación de su permiso ha sido injustificada, podrá recurrir ante la Corte de Apelaciones respectiva dentro del plazo de diez días siguientes a la fecha de notificación de la resolución de revocación.  Dicho tribunal conocerá de la reclamación en cuenta, en la Sala que fuere sorteada al efecto, si hubiere más de una. La Corte dará traslado por seis días al Superintendente y evacuado dicho trámite o acusada la correspondiente rebeldía, dictará sentencia en el término de treinta días, sin ulterior recurso. En el caso que hubiere quedado a firme la resolución de paralización de actividades dictada por la instancia administrativa, conforme a lo previsto en el artículo 32, ésta sólo podrá ser alzada por la misma Corte en la sentencia que anule la revocación del permiso, la que deberá ser fundada.”


“Artículo 38.- La Superintendencia de Casinos de Juego contará con un Consejo Resolutivo, al que le corresponderá la atribución exclusiva de otorgar, denegar, renovar y revocar los permisos de operación de casinos de juego en el país, como asimismo las licencias de juego y servicios anexos, de conformidad con las disposiciones de la presente ley, y sobre la base de la proposición que al efecto le formule el Superintendente.


El Consejo Resolutivo estará integrado por:


El Subsecretario de Hacienda, quien lo presidirá.


El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo.


El Superintendente de Valores y Seguros.


El Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo.


El Intendente Regional respectivo, según la región de localización del casino de juego respecto de cuyo permiso de operación el Consejo deba pronunciarse.


Dos representantes del Presidente de la República nombrados con acuerdo del Senado.


El Superintendente de Casinos de Juego ejercerá la secretaría ejecutiva y actuará además como relator del Consejo.


El Consejo adoptará sus decisiones por la mayoría de sus miembros, en sesión formalmente convocada al efecto, y en caso de empate resolverá su Presidente. Con todo, el quórum para sesionar será de cinco integrantes.


Un reglamento, expedido por decreto supremo del Ministerio de Hacienda, establecerá las normas necesarias para el funcionamiento del Consejo y para el adecuado ejercicio de las funciones que le encomienda la ley.”


“Artículo 55.- Los procedimientos administrativos para la aplicación de las sanciones administrativas previstas en esta ley, se sujetarán a las siguientes reglas:

a)
Los procedimientos podrán iniciarse de oficio por la Superintendencia, o por denuncia presentada ante ella.

b)
En caso de instrucción de oficio, el procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificará al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante la Superintendencia.


La formulación de cargos señalará una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y la disposición que establece la infracción, la sanción asignada y el plazo para formular descargos.

c)
La denuncia que dé inicio a un procedimiento se formulará por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor.


La denuncia originará un procedimiento sancionatorio sólo si a juicio de la Superintendencia está revestida de seriedad y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor y si ni siquiera existiere mérito para ello, se ordenará el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al interesado. 


Declarada admisible, la denuncia será puesta en conocimiento del presunto infractor.

d)
Las notificaciones se harán por escrito mediante carta certificada dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en la Superintendencia.

e)
El acusado o el denunciado tendrán un plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación, para contestar los cargos o la denuncia. 

f)
Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Superintendencia resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días.


El Servicio dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.

g)
Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán en conciencia.

h)
La resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del imputado, y contendrá la declaración de la sanción que se imponga al infractor o su absolución. Esta resolución deberá dictarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.


En los casos establecidos precedentemente, aplicada la sanción, la sociedad operadora podrá reclamarla ante el Superintendente dentro de los diez días siguientes, haciendo valer todos los antecedentes de hecho y de derecho que fundamenten su reclamo. El Superintendente deberá resolver la reclamación dentro de los diez días siguientes de expirado el plazo para interponerla, quedando en suspenso, mientras tanto, el pago efectivo de la multa.


Desechada la reclamación, la sociedad operadora podrá recurrir, sin ulterior recurso, ante el tribunal ordinario civil que corresponda al domicilio de la sociedad, dentro de los diez días siguientes a la notificación de la resolución que desechó el reclamo. 


Acogido a tramitación, se regirá por las normas establecidas en el Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil.


Transcurrido el plazo sin que se hubiere interpuesto el recurso o rechazado este último, quedará a firme la multa y la resolución que la declare tendrá mérito ejecutivo para su cobro.”;


SEXTO.- Que, de acuerdo al considerando segundo, corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre las normas del proyecto remitido que estén comprendidas dentro de las materias que el Constituyente ha reservado a una ley orgánica constitucional;


SÉPTIMO.- Que, las disposiciones contenidas en los artículos 34 y 55, incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, del proyecto forman parte de la ley orgánica constitucional a que se refiere el artículo 74, inciso primero, de la Constitución Política, puesto que otorgan nuevas atribuciones a los tribunales de justicia, materia que es propia de dicho cuerpo normativo y tienen, en consecuencia, naturaleza orgánica constitucional;


OCTAVO.- Que, no ocurre lo mismo con el inciso primero del artículo 55, en atención a que se refiere a materias distintas y que tiene autonomía normativa, sustentándose a si mismo, sin constituir, por lo tanto, en su conjunto, un solo todo orgánico y sistemático;


NOVENO.- Que, atendido lo expuesto en el considerando anterior, este Tribunal, en ejercicio de la función de control de constitucionalidad que la Carta Fundamental le encomienda, no se pronuncia, en esta oportunidad, sobre el artículo 55, en su integridad, sino que sólo sobre los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, los cuales, como ha señalado, son de naturaleza orgánica constitucional;


DÉCIMO.- Que, las disposiciones comprendidas en el artículo 38 del proyecto en análisis son propias de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, porque en ellas se crea un órgano colegiado no contemplado en la estructura propia de los servicios públicos que establecen los artículos 31 y 32 de dicho cuerpo legal, lo que sólo puede hacerse, como lo ha expresado reiteradamente este Tribunal, a través de normas de carácter orgánico constitucional;


DÉCIMO PRIMERO.- Que, se ha sostenido que el artículo 16, inciso primero, parte final, del proyecto, sería inconstitucional, por cuanto vulnera diversas normas de la Carta Fundamental.


Dicha disposición prescribe:


“Artículo 16.- Podrán autorizarse y funcionar sólo hasta 24 casinos de juego en el territorio nacional, previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que establece la presente ley; uno en cada una de las regiones del país y el resto a ser distribuidos a nivel nacional, no pudiendo autorizarse la instalación de más de tres casinos de juegos en una misma región. Con todo, en la Región Metropolitana no se podrá autorizar la instalación de casinos de juegos.”


El Poder Legislativo ha estimado, posición que este Tribunal comparte, que tal precepto es propio de ley común u ordinaria y, por tanto, no lo ha sometido a control obligatorio de constitucionalidad. Por su parte, tampoco se ha deducido requerimiento en los términos señalados en el artículo 82, Nº 2, de la Ley Suprema. 


En tal situación, esta Magistratura carece de atribuciones para pronunciarse sobre el mérito constitucional de la norma recién transcrita, por las argumentaciones indicadas en los considerandos ocho a trece de la sentencia de  3 de junio de 2003, Rol Nº 375;

DÉCIMO SEGUNDO.- Que, consta de los antecedentes que este Tribunal ha tenido a la vista, que se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 74, inciso segundo, de la Carta Fundamental, según los oficios Nº 000330, de 5 de abril de 2001, y Nº 1931, de 9 de septiembre de 2004, enviados por el Presidente de la Corte Suprema al Presidente de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social de la Cámara de Diputados, y al Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, respectivamente, en los cuales da a conocer la opinión de dicho Tribunal sobre el proyecto en análisis;


DÉCIMO TERCERO.- Que, de igual forma, consta en los autos que los preceptos que se han reproducido en el considerando quinto de esta sentencia, han sido aprobados en ambas Cámaras del Congreso Nacional con las mayorías requeridas por el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución y que sobre ellos no se ha suscitado cuestión de constitucionalidad;


DÉCIMO CUARTO.- Que, los artículos 34, 38 y 55, incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, del proyecto en estudio, no son contrarios a la Constitución Política de la República.


Y, visto, lo prescrito en los artículos 38, inciso primero, 63, 74, y 82, Nº 1º, e inciso tercero, de la Constitución Política de la República, y lo dispuesto en los artículos 34 a 37 de la Ley Nº 17.997, de 19 de mayo de 1981,


Se declara: Que los artículos 34, 38 y 55, incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, del proyecto remitido, son constitucionales.


Devuélvase el proyecto a la Cámara de Diputados, rubricado en cada una de sus hojas por el Secretario del Tribunal, oficiándose.


Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese.


Rol Nº 429. 


Se certifica que el ministro señor Eleodoro Ortiz Sepúlveda concurrió a la vista de la causa y al acuerdo del fallo, pero no firma por encontrarse ausente con permiso.


Pronunciada por el Excmo. Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente señor Juan Colombo Campbell y los ministros señores Eugenio Valenzuela Somarriva, Hernán Álvarez García, Juan Agustín Figueroa Yávar, Eleodoro Ortiz Sepúlveda y José Luis Cea Egaña.


Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz.


Conforme con su original.

AL EXCELENTÍSIMO SEÑOR PRESIDENTE

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PABLO LORENZINI BASSO

PRESENTE”.

13. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 17 de diciembre de 2004.


Oficio Nº 2.176

Excelentísimo señor Presidente de la

Cámara de Diputados:


Tengo el honor de remitir a vuestra Excelencia, copia autorizada de la sentencia dictada por este Tribunal, en los autos rol Nº 427, relativos al requerimiento formulado al proyecto de ley que autoriza a la Empresa Nacional de Minería a transferir a la Empresa Corporación Nacional del Cobre de Chile la Fundición y Refinería Las Ventanas.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JUAN COLOMBO CAMPBELL, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, 
Secretario.


“Santiago, diecisiete de diciembre de dos mil cuatro.


Vistos:


Con fecha 16 de noviembre de 2004, 16 señores senadores, que representan más de la cuarta parte de esa Corporación, han presentado un requerimiento para que se declare la inconstitucionalidad del proyecto de ley que autoriza a la Empresa Nacional de Minería (en adelante Enami) para transferir a la Corporación Nacional del Cobre de Chile (en adelante Codelco-Chile) la Fundición y Refinería Las Ventanas por contravenir el artículo 19, Nºs. 2 y 24 de la Constitución Política. En subsidio, piden que se declare la inconstitucionalidad de su artículo 2º, incisos sexto y séptimo, por violentar los artículos 6, 7, 68 y 69 de la Carta Fundamental, como también los incisos tercero, quinto y sexto del mismo precepto, por infringir el artículo 19, Nºs. 21 y 23, en relación con el artículo 63, inciso tercero, de la Constitución.


La nómina de los senadores requirentes es la siguiente: señora Evelyn Matthei Fornet y señores Jorge Arancibia Reyes, Carlos Bombal Otaegui, Julio Canessa Robert, Carlos 
Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Juan Antonio Coloma Correa, Fernando Cordero Rusque, Alberto Espina Otero, Sergio Fernández Fernández, José García Ruminot, Antonio Horvath Kiss, Jorge Martínez Busch, Jaime Orpis Bouchon, Baldo Prokurica Prokurica y Sergio Romero Pizarro.


Señalan en su presentación que Enami tiene actualmente un endeudamiento de 
US$ 479.163.000.- y que el proyecto la autoriza para transferir a otra empresa del Estado, Codelco-Chile, ambas de propiedad fiscal y consiguientemente de un mismo dueño, su principal activo, tal es, la Fundición y Refinería Las Ventanas y todos los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que conforman esta unidad industrial.


Exponen que el proyecto presenta los siguientes vicios de inconstitucionalidad:

1)
Transfiere bienes que alteran sustancialmente la situación patrimonial de Enami en perjuicio de los derechos de terceros.


Su artículo 1º dispone: “Autorízase a la Empresa Nacional de Minería, Enami, para transferir, a título oneroso, la propiedad de los inmuebles, así como de las instalaciones, equipos, laboratorios, mobiliario y vehículos, derechos y patentes y demás bienes muebles, corporales e incorporales, que conforman el complejo industrial minero metalúrgico denominado Fundición y Refinería Las Ventanas, situado en la comuna de Puchuncaví, en la Quinta Región, de Valparaíso, a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, Codelco-Chile.”


A su vez su artículo 1º transitorio, en su inciso segundo, señala que: “Las inscripciones y anotaciones existentes a favor de la Empresa Nacional de Minería y que digan relación con los activos vendidos y revalorizados, se entenderán practicadas y vigentes a favor de la Corporación Nacional del Cobre de Chile, por el solo ministerio de la ley.”


Indican los requirentes que el proyecto no exige que los bienes a enajenar sean de propiedad de Enami, sino que sólo “conformen la Fundición y Refinería Las Ventanas”. En este sentido, la expresión “conformar” no es sinónimo de “pertenecer en dominio a alguien”, sino sólo alude a “formar parte de algo”, sin consideración al título jurídico mismo que determina dicha relación. De esta manera, no se exige que la transferencia recaiga sobre bienes pertenecientes a Enami, bastando solamente que sean parte de dicho complejo industrial minero metalúrgico, con prescindencia de quien sea su legítimo dueño, para que Enami por ley esté autorizada a enajenarlos a título oneroso.


En consecuencia, afecta los legítimos derechos de propiedad de terceros, como son las personas que prestan servicios a la empresa en la Fundición y Refinería Las Ventanas, motivo por el cual se infringe el artículo 19, Nº 24, de la Constitución.


Por otra parte, se sustrae del dominio de Enami su principal activo en perjuicio de sus acreedores, sin que se consagre en el proyecto disposición alguna para resguardar sus derechos.


Además, se establece una discriminación arbitraria respecto de otras empresas que se encuentran endeudadas, lo que implica contravenir el artículo 19, Nº 2, de la Carta Fundamental.

2)
Se dieron por aprobados o eliminados determinados preceptos sin que el Senado emitiera válidamente su opinión al respecto.


Expresan que en segundo trámite constitucional el Senado incurrió en el error de considerar como aprobadas ciertas modificaciones introducidas por dicha Corporación al proyecto sin que la Sala adoptara acuerdo alguno al respecto.


En tal situación se encuentran los incisos sexto y séptimo de su artículo 2º que, incluyendo las reformas que se impugnan, disponen lo siguiente:


“Codelco-Chile no podrá transferir o dar en aporte a terceros todo o parte de la Fundición y Refinería Las Ventanas sin autorización legal previa otorgada al efecto.” (inciso sexto)


“La restricción impuesta en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de la necesaria reposición y renovación de bienes muebles, inmuebles y equipos que la operación industrial del complejo demande.” (inciso séptimo)


Atendido lo anterior, consideran que se han violado los artículos 6º, 7º, 68 y 69 de la Constitución Política, careciendo los preceptos antes indicados de toda validez.

3)
Aprobación de diversas normas sin reunirse en el Senado el quórum calificado exigido por el artículo 19, N.°s 21 y 23, de la Constitución.


La Carta Fundamental dispone en el artículo 19, Nº 21, que toda excepción a la legislación común aplicable a los particulares que se consagre a favor del Estado y de sus organismos al desarrollar cualquier actividad económica debe ser sancionada por una ley de quórum calificado. Igualmente, el artículo 19, Nº 23, de la Constitución Política, exige que las limitaciones o requisitos para la adquisición del dominio de algunos bienes se establezcan a través de una ley de la misma naturaleza.


Exponen los requirentes que, no obstante, dichos preceptos constitucionales no fueron tomados en consideración respecto de los incisos tercero, quinto y sexto del artículo 2º del proyecto que señalan:


“La Empresa Nacional de Minería ejecutará las obligaciones que emanan de la Política de Fomento para la Pequeña y Mediana Minería, que defina el Ministerio de Minería. Para el cumplimiento de tales obligaciones, el adquirente Codelco-Chile deberá mantener, en la Fundición y Refinería Las Ventanas, la capacidad de fusión y refinación necesaria para garantizar, sin restricción ni limitación alguna, el tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería que envíe la Empresa Nacional de Minería, en modalidad de maquila, u otra que acuerden las partes.” (inciso tercero)


“En los convenios que deberán suscribir la Empresa Nacional de Minería y Codelco-Chile en los términos establecidos en este artículo, se deberá estipular que los cargos y condiciones de tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería serán establecidos en el decreto supremo que fije la política de fomento del sector.” (inciso quinto)


“Codelco-Chile no podrá transferir o dar en aporte a terceros todo o parte de la Fundición y Refinería Las Ventanas sin autorización legal previa otorgada al efecto.” (inciso sexto)


Con fecha 6 de diciembre de 2004, el Presidente de la República ha formulado sus observaciones al requerimiento.


En primer término, expresa que el proyecto no afecta los derechos de terceros.


Expone que éste solo contempla una autorización para enajenar un determinado bien, y la transferencia del mismo sólo tendrá lugar una vez que la iniciativa entre en vigencia, a través de la celebración de los actos y contratos que correspondan.


Por otra parte, aplicando el principio de que “nadie puede transferir más derechos de los que se tienen” el legislador ha asegurado la continuidad patrimonial de todos los activos del complejo minero de Las Ventanas, en las mismas condiciones en que se encontraban bajo el dominio de Enami, y no ha pretendido desconocer los gravámenes o limitaciones a que se encuentren afectos los bienes que los conforman.


Agrega que el precio ya ha sido fijado por los directorios de las empresas involucradas en aproximadamente US$ 400 millones, suma que se incorporará al patrimonio de Enami en reemplazo de dicho complejo minero que se transferirá a Codelco.


No hay, por lo tanto, violación del artículo 19, Nº 24, de la Carta Fundamental.


Respecto a la supuesta infracción del artículo 19, Nº 2, de la Constitución Política, señala que el legislador ha sustituido la voluntad de las partes al determinar algunas condiciones que deberán observarse en la enajenación, atendiendo especialmente a la naturaleza de ésta, su objeto y la calidad de entes públicos de las empresas que intervienen, no pudiendo, por ende, esgrimirse dicho precepto como fundamento de inconstitucionalidad alguna.


En segundo lugar, el Presidente plantea que el proyecto es propio de ley común.


Indica que el artículo 19, Nº 21, de la Constitución, exige una ley de quórum calificado con el objeto de autorizar al Estado y sus organismos para desarrollar actividades empresariales o participar en ellas, como también para concederle, en el ejercicio de esa actividad, un trato excepcional en relación a aquel al cual se encuentran sometidos los particulares.


En la especie ello no ocurre. Por una parte, la facultad que tiene Enami para actuar en el área de la minería se encuentra contenida en el DFL Nº 153, de 1960, del Ministerio de Minería, que constituye su estatuto orgánico y no se ve alterada, ni directa ni indirectamente, por los preceptos impugnados. Por la otra, dichas normas sólo regulan la forma de materializar la venta de un activo que forma parte del patrimonio de la empresa, esto es, se refieren a un aspecto propio de su configuración como organismo de la Administración del Estado y no inciden en la actividad para la cual se encuentra autorizada.


De esta forma, dichas disposiciones están íntimamente comprendidas en aquél ámbito propio de Enami que se encuentra regulado por el derecho público atendido su carácter de empresa estatal.


En tercer término, el Presidente expone que el proyecto fue debidamente votado en el Senado de la República. Después de hacer una relación de las circunstancias en que se aprobó la iniciativa en su discusión particular en la Cámara Alta y según se desprende del Diario de Sesiones del Senado al cual se refiere, concluye señalando que las normas impugnadas por una supuesta falta de aprobación fueron efectivamente sancionadas por dicha Corporación conforme al procedimiento reglamentario previsto y vigente para este caso, observándose cada una de las etapas y requisitos que contempla dicho mecanismo con tal objeto.


Con fecha 6 de diciembre de 2004 el señor Ministro de Minería hizo una presentación en que aporta antecedentes acerca de la transferencia de la Fundición y Refinería Las Ventanas, y con fecha 10 de diciembre acompañó un informe en derecho en el cual se analiza el requerimiento deducido.


El Tribunal decretó autos en relación con fecha 7 de diciembre de 2004 y, por resolución de ese mismo día, amplió el plazo que tiene para resolver este asunto.


Considerando:


PRIMERO. Que los requirentes, debidamente legitimados como sujetos activos de la acción de inconstitucionalidad que les otorga el artículo 82, Nº 2, de la Constitución Política, piden que esta Magistratura declare que el proyecto que autoriza el traspaso de la Fundición y Refinería Las Ventanas de la Empresa Nacional de Minería a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, es inconstitucional por vulnerar los artículos 19, Nº 2, y 19, Nº 24, de la Carta Fundamental, y, en subsidio, que decida la inconstitucionalidad del nuevo artículo 2º del proyecto de ley, en lo que se refiere a los incisos  sexto y séptimo, por contravenir los artículos 6º, 7º, 68 y 69, así como los incisos tercero, quinto y sexto del mismo precepto, por infringir el artículo 19, numerales 21 y 23, en relación con el artículo 63, inciso tercero, todos de la Constitución Política;


SEGUNDO. Que, para una mejor consideración y para luego resolver lo pedido en el presente requerimiento, se distinguirá entre las causales de inconstitucionalidad de forma y de fondo que se someten por los actores a este control de constitucionalidad.

Inconstitucionalidades de forma


TERCERO. Que, en primer término, los requirentes expresan que las normas que indican del proyecto, que se reproducen en la parte expositiva de esta sentencia, se dieron por aprobadas o eliminadas, sin que el Senado emitiera válidamente  decisión sobre ellas.


En efecto, expresan que en la tramitación del proyecto el Senado incurrió en el error de considerar como sancionadas ciertas modificaciones introducidas por la Comisión de Minería y Energía al proyecto de ley remitido por la Cámara de origen, sin que al respecto adoptara acuerdo alguno la Sala del Senado.


En apoyo de su petición señalan que consta en el Segundo Informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto, de fecha 15 de octubre de 2004, que dicha Comisión propuso a la Sala, entre otras, las siguientes modificaciones al artículo 2º aprobado en general: 


Reemplazar el inciso tercero aprobado en primer trámite por la Cámara de Diputados, por el que contiene el texto definitivo de la iniciativa.


Sustituir el inciso sexto aprobado en primer trámite por la Cámara de Diputados, por el que contempla el tenor final del proyecto. 

Eliminar el inciso séptimo aprobado en primer trámite por la Cámara de Diputados.

Reemplazar, en el inciso octavo, aprobado en primer trámite por la Cámara de Diputados, el cual pasa a ser séptimo, la frase “los incisos anteriores” por “el inciso anterior” y agregar, a continuación de la expresión “muebles”, una coma (,) y la palabra “inmuebles”, en la forma que se observa en el texto definitivo del proyecto.


Agregan que en la sesión 10ª de la Legislatura Extraordinaria 352 del Senado se despachó y votó únicamente el reemplazo del inciso tercero del artículo 2º, postergándose el debate y votación del resto de las modificaciones para otra sesión.


Al continuarse con el análisis del proyecto de ley en la sesión 12ª de la Legislatura Extraordinaria 352 del Senado, añaden los requirentes que no se sometieron a votación en la Cámara Alta el nuevo inciso sexto, la eliminación del inciso séptimo, como tampoco las modificaciones efectuadas al inciso octavo, que pasó a ser séptimo, todos ellos del artículo 2º, enmiendas que tuvieron su origen, como antes se ha señalado, en indicaciones propuestas en la Comisión de Minería y Energía de la Corporación. 


Concluyen que por este motivo se han violado los artículos 6º, 7º, 68 y 69 de la Constitución, careciendo los preceptos antes indicados de toda validez. Citan en tal sentido el artículo 68, inciso primero, de la Carta Fundamental, que dispone que “El proyecto que fuere adicionado o enmendado por la Cámara revisora volverá a la de su origen, y en ésta se entenderán aprobadas las adiciones y enmiendas con el voto de la mayoría de los miembros presentes”. Además, el artículo 69 de la Ley Suprema, en cuanto exige que un proyecto debe ser aprobado “por ambas Cámaras”;


CUARTO. Que,  al respecto, y para decidir esta infracción al procedimiento de formación de la ley, debe tenerse presente que el artículo 133, inciso sexto, del Reglamento del Senado señala lo siguiente: “Sin embargo, en la discusión particular se votarán sin debate aquellas modificaciones que hayan sido aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión informante, salvo que algún Senador, antes del inicio de la misma, manifieste su intención  de  impugnar  la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que se trate de una disposición sobre la  que haya una o más indicaciones renovadas, caso en el cual se efectuará el debate correspondiente sobre  esa modificación o disposición...”.


Debe destacarse que las normas que los requirentes estiman que no fueron válidamente aprobadas por el Senado, fueron propuestas por unanimidad por la Comisión antes mencionada;


QUINTO. Que, teniendo a la vista la versión taquigráfica provisional de la sesión 12ª Extraordinaria del Senado, acompañada por los propios requirentes, el Presidente del Senado expresa: “Deseo precisar que en esta materia siempre -¡siempre!- se tienen que dar por aprobados los artículos que fueron zanjados unánimemente en la Comisión. Y ese procedimiento no lo hicimos. Por eso, al solicitarse votación . . . entendí que estaban aprobados, razón por la cual continuamos con el artículo 7º; pero, después de una revisión, nos hemos percatado de que no se hizo la advertencia de rigor. Lo siento; fue una omisión nuestra.


Por consiguiente, para la debida constancia, me veo en la obligación de precisar qué artículos fueron aprobados en forma unánime y nominativamente, porque de otro modo en las actas nunca va a aparecer que lo fueron. Y esa omisión es la que se trata de reparar.


En consecuencia, sin mayor discusión, vuelvo a plantear que los preceptos que he indicado deben entenderse aprobados por la Sala, salvo que algún Senador pida discusión separada. Entiendo que se solicitó respecto del artículo 6º. ¿Hay algún otro que se quiera discutir separadamente?”


Y más  adelante  expresa: “No siendo así, se darán por aprobados los artículos 2º (incisos primero, segundo, cuarto, quinto, sexto, la supresión del séptimo y la  modificación  del octavo, que  pasa a  ser séptimo); 4º, 8º,...”.


“Así se acuerda.” (págs. 8 y 9);


SEXTO. Que, como ha quedado demostrado, con el mérito de los antecedentes invocados, las referidas disposiciones fueron debida y constitucionalmente aprobadas por el Senado, por lo cual procede desestimar este primer motivo de inconstitucionalidad formal invocado por los requirentes;

SÉPTIMO. Que, por otra parte, los actores solicitan la inconstitucionalidad de los incisos tercero, quinto y sexto del artículo 2º del proyecto sub-lite, reproducidos en la parte expositiva de esta sentencia, por contravenir los numerales 21 y 23 del artículo 19 y 63, inciso tercero, de la Constitución. Sostienen al efecto que tales normas debieron ser aprobadas con la votación requerida por las leyes de quórum calificado, ya que, por una parte, ellas constituyen excepciones a la legislación común aplicable a los particulares consagradas a favor del Estado y de sus organismos al desarrollar actividades empresariales o participar en ellas, a que se refiere el inciso segundo, segunda oración, del Nº 21 del articulo 19 antes indicado y, por la otra, establecen limitaciones y requisitos para la adquisición de determinados bienes, materias propias de normas de quórum calificado conforme a lo previsto en el inciso segundo del numeral 23 del artículo 19 de la Carta Fundamental;

OCTAVO: Que, en un primer orden de ideas, cabe señalar que, a juicio del Tribunal, las normas del proyecto objetadas no constituyen “excepciones a la legislación común”, en los términos que exige el precepto constitucional que se da por infringido, ni tampoco limitaciones a la libre adquisición de bienes. Se trata, en la especie, de modalidades bajo las cuales se autoriza por el legislador la venta que hará Enami a Codelco, razonables y acordes con la finalidad que persigue la primera de estas empresas y que se desea mantener.  Ellas, en manera alguna, configuran excepciones o privilegios a favor del Estado y en desmedro de los derechos que la legislación común concede a los empresarios en general. Es más, si los requirentes no objetan el quórum para autorizar la venta, menos parece justificable que  cuestionen las modalidades y resguardos que ésta debe asumir, en consideración a las partes de dicho contrato y a la consecución de los fines que éste persigue, cual es, mantener la actividad de fomento de la pequeña y mediana minería;

NOVENO. Que, cabe recordar que esta Magistratura en sentencia de 21 de abril de 1992, en autos Rol Nº 146, señaló “8°. Que, el derecho consagrado en el artículo 19, N° 21, (...) y que protege la libre iniciativa privada es una expresión de los contenidos filosófico-jurídicos del Capítulo I de la Constitución Política, y viene a ser una consecuencia del principio de subsidiariedad, como también del deber del Estado de resguardar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional;”;


DÉCIMO. Que, debe igualmente considerarse que las restricciones o limitaciones al Estado están referidas a las actividades que de suyo efectúan los particulares, en circunstancias que la actividad minera que desarrolla Enami en Las Ventanas es estatal y el proyecto lo que hace es autorizar la transferencia de esta planta a otra empresa estatal. Por lo tanto, el traspaso de bienes de una empresa del Estado a otra empresa del Estado no requiere de quórum especial, puesto que no se da la situación necesaria para que ello sea exigible, de acuerdo a las disposiciones constitucionales decisorias de esta litis.


A mayor abundamiento, cabe señalar que las normas del proyecto tampoco implican autorización a Enami para desarrollar más actividades empresariales que aquellas para las que ha sido facultada por la ley de quórum calificado, ni podrá desenvolverse de manera distinta en el mercado, ni gozará de ningún privilegio frente a los particulares, ni podrá acogerse a normas diferentes de las que le son aplicables en su desempeño económico;


DÉCIMO PRIMERO: Que, por último, en cuanto a la norma contenida en el inciso sexto del artículo 2º del proyecto en estudio, en orden a que Codelco–Chile no podrá transferir todo o parte de la Fundición y Refinería Las Ventanas sin autorización legal previa otorgada al efecto, tal norma lejos de vulnerar el artículo 19, Nº 23, de la Carta Fundamental, está dando estricta aplicación a lo prescrito en el artículo 60, Nº 10, de ella, que dispone que es materia de ley dictar las normas sobre enajenación de los bienes del Estado.


En suma, por las consideraciones expuestas en los considerandos precedentes debe desecharse, también, este segundo capítulo de inconstitucionalidad formal.
Inconstitucionalidad de fondo


DÉCIMO SEGUNDO. Que, los requirentes señalan que el artículo 1º del proyecto autoriza la transferencia de activos que alteran sustancialmente la situación patrimonial de la Empresa Nacional de Minería en desmedro del derecho de terceros, lo que violentaría el derecho de propiedad y la igualdad ante la ley, dándose así  por infringidos el artículo 19, Nºs 2 y 24, de la Carta Fundamental;


DÉCIMO TERCERO. Que los fundamentos para que se declare inconstitucional el artículo 1º y consecuencialmente todo el articulado del proyecto pueden sintetizarse en dos aspectos: 1) se autoriza la enajenación de bienes “que conforman” el complejo industrial denominado Fundición y Refinería  Las  Ventanas, a título oneroso, “... con prescindencia de quien sea su legítimo dueño ...” con lo cual , naturalmente, se puede ver afectado el derecho de dominio de terceros dueños de bienes no pertenecientes a Enami; y 2) mediante la venta se autoriza transferir el principal activo de dicha empresa, diminuyendo de esta manera la masa de bienes del deudor, sin que se establezca en el proyecto ningún resguardo legal que proteja el derecho de propiedad que tienen los acreedores sobre sus acreencias;

DÉCIMO CUARTO. Que la primera fundamentación de los senadores requirentes no resulta atendible, porque entendida la normativa del proyecto y sus antecedentes legislativos (Mensaje del Presidente de la República, discusión del proyecto en la Sala de ambas Cámaras del Congreso e Informes de sus respectivas Comisiones) en forma razonable, resulta ineludible concluir que el proyecto sólo autoriza a enajenar los bienes de que Enami es dueña y no así los de terceros ajenos a ella. Así, por lo demás, lo evidencia el texto objetivo del proyecto, atendido el sentido natural del artículo 1º, en relación con los artículos 4º, que prescribe que sólo pueden revalorizarse los bienes de Enami, y 1º transitorio, inciso segundo, que alude a las inscripciones a favor de Enami y no de terceros;

DÉCIMO QUINTO: Que, desde otra perspectiva, como se ha dicho, los requirentes sostienen, fundando este motivo de inconstitucionalidad, que el artículo 1º de la iniciativa legal vulnera el artículo 19, Nºs. 2 y 24, de la Carta Fundamental, al “... sustraer del dominio de esta empresa (Enami) su principal activo,  sin que en el proyecto mismo se consigne norma alguna para garantizar ...” los derechos de terceros;

DÉCIMO SEXTO. Que, del contenido del Mensaje, se desprende que la ley que se propone tiene por objeto habilitar a las partes para celebrar un contrato de compraventa de la unidad económica denominada Las Ventanas, que sería vendida por Enami y comprada por Codelco.


El Presidente de la República indica que dicha transacción forma parte de una estrategia global del gobierno, diseñada con el objeto de reestablecer condiciones estructurales para la viabilidad de Enami en el largo plazo, a través de la generación de nuevos recursos financieros y la consecuente reducción de sus pasivos, lo que se inserta en el marco de una política para el desarrollo de la pequeña y mediana minería.


Precisa que las materias propuestas al Congreso son fundamentalmente tres: la venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas, la garantía estatal y el impedimento para retirar en forma anticipada utilidades;


DÉCIMO SÉPTIMO. Que, como antecedente para resolver, debe tenerse presente que para la formulación del proyecto existe un estudio efectuado por el Ministerio de Minería y que se acompañó a la Comisión de Hacienda del Senado, en que se da a conocer un protocolo de acuerdo para la realización definitiva de la compraventa. El precio estimativo es de 393 millones de dólares, el que unido al inventario de productos mineros por el valor de 31 millones de dólares da un precio final de la operación estimado de 424 millones de dólares, que permitirían cubrir el 99 % del endeudamiento neto de la empresa;


DÉCIMO OCTAVO. Que, por su parte, se agregó a los autos un escrito de téngase presente del Ministro de Minería Alfonso Dulanto Rencoret, que coincide con los valores antes expresados, y que agrega que Enami quedaría en condiciones financieras y operacionales óptimas que le permitirían generar excedentes entre los años 2005 y 2022 del orden de 400 millones de dólares;


DÉCIMO NOVENO. Que, también debe tenerse presente que el artículo 7º del proyecto consulta una prohibición para que el Fisco de Chile haga uso del derecho que le concede el artículo 70 del Decreto Ley Nº 1.273, de 1974, de retirar utilidades anticipadas de Enami mientras esté vigente el crédito que dicha empresa mantiene contra el Fisco;


VIGÉSIMO. Que, de los hechos expuestos se concluye que, si bien sale como activo de Enami la unidad económica denominada Las Ventanas, ingresa el precio, situación que de ninguna manera puede afectar a los derechos de terceros acreedores que no ven así disminuido el patrimonio de su deudor;


VIGÉSIMO PRIMERO. Que, en tales circunstancias, el proyecto de ley en cuanto autoriza a los directorios de las empresas para celebrar la tantas veces citada compraventa, no vulnera la igualdad ante la ley  como tampoco el derecho que tienen los acreedores para pagarse de sus créditos.


Y, vistos, lo dispuesto en los artículos 6º, 7º, 19, Nºs. 2, 21, 23 y 24, 63, inciso tercero, 68, inciso primero, 69 y 82, Nº 2, de la Constitución Política de la República, y lo previsto en los artículos 38 a 45 de la Ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional de este Tribunal, 


Se declara, que se rechazan la petición principal y la subsidiaria del requerimiento de fojas 1.


Redactaron la sentencia los ministros que la suscriben.


Comuníquese, regístrese y archívese.


Rol Nº 427.

Se certifica que el ministro señor Marcos Libedinsky Tschorne concurrió a la vista de la causa y al acuerdo del fallo, pero no firma por encontrarse ausente con permiso.


Pronunciada por el Excmo. Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente señor Juan Colombo Campbell y los Ministros señores Eugenio Valenzuela Somarriva, Hernán Álvarez García, Marcos Libedinsky Tschorne, Eleodoro Ortíz Sepúlveda y José Luis Cea Egaña.


Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz.

Conforme con su original.

AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA

CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PABLO LORENZINI BASSO

PRESENTE”.

14. Oficio de la Corte Suprema.

“Oficio Nº 6060


Ant.: AD-498-2004


Santiago, 17 de diciembre de 2004.


La honorable Cámara de Diputados de la República por oficio Nº 5061, de 22 de julio del año en curso, ha tenido a bien recabar el parecer de esta Excelentísima Corte Suprema respecto del proyecto de ley -iniciado en moción- que otorga competencia a juez que indica para conocer sobre aumento, disminución o cese de pensión alimenticia de menores, boletín Nº 3619-18.


Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte, en sesión del día 15 de diciembre en curso, presidido por el subrogante don Hernán Álvarez García y con la asistencia de los ministros señores Ortiz, Benquis, Gálvez, Chaigneau, Rodríguez Ariztía, Cury, Yurac, Espejo, Medina, Kokisch, Juica, Segura, señorita Morales y señores Oyarzún y Rodríguez Espoz, acordó informar lo siguiente:


En esencia, la reforma legal propuesta consiste en otorgar competencia al juez “del nuevo domicilio del alimentario”, para el conocimiento de las demandas de “aumento, rebaja, o cese de la pensión alimenticia”.


En términos generales, se estima adecuada la modificación propuesta. Con todo, la misma debe ser completada con la correspondiente actualización del artículo 147 del Código Orgánico de Tribunales, que contiene una disposición similar.


Es todo cuanto puede informarse.


Saluda atentamente a V.S.


(Fdo.): HERNÁN ÁLVAREZ GARCÍA, Presidente Subrogante; MARCELA PAZ URRUTIA CORNEJO, Secretaria Subrogante.

AL SEÑOR PRESIDENTE

CÁMARA DE DIPUTADOS

PRESENTE”.

15. Oficio de la Excelentísima Corte de Apelaciones de San Miguel.

“Oficio Nº 2291-04


San Miguel, 7 de diciembre de 2004.


En los antecedentes administrativos rol Nº 475-2003 PL, relativo a solicitud de desafuero del señor diputado de la República don Carlos Moisés Hidalgo González, y en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 613 del Código de Procedimiento Penal, adjunto me permito remitir a US., copia autorizada de la sentencia dictada por esta Corte de Apelaciones y de la sentencia de la Excelentísima Corte Suprema, las que se encuentran ejecutoriadas.


Dios guarde a US.


(Fdo.): MARGARITA HERREROS MARTÍNEZ, Presidente subrogante; MARTA 
SEPÚLVEDA VILUGRÓN, Secretaria.


“San Miguel, primero de septiembre de dos mil cuatro.


Vistos y teniendo presente:

1º
Que se ha remitido a esta Ilustrísima Corte de Apelaciones el proceso rol 03-03, iniciado el 22 de octubre de dos mil tres, en el Primer Juzgado del Crimen de San Miguel y tramitado posteriormente por un señor ministro de fuero, según querella de fs. 32, interpuesta por Gerardo Torres Espinoza, factor de comercio, en representación de Inversiones Inmobiliaria Cataluña Sociedad Anónima, por el delito de giro doloso de cheque, para los efectos de resolver, conforme a lo prescrito por el artículo 58 de la Constitución Política de la República y 611 y siguientes del Código de Procedimiento Penal, si ha lugar a formar causa en contra del diputado Carlos Moisés Hidalgo González.

2º
Que a dicho expediente se acumuló querella de fs. 54 interpuesta por Marcos Enrique Hrdalo Larraín, abogado, en representación de Nestlé Chile Sociedad Anónima, por el delito de giro doloso de cheque, para los mismos efectos señalados en el motivo precedente y en contra de la misma persona.

3º
Que además se agregó querella de fs. 264, interpuesta por Marina Bindis Fuentes, en representación de Isapre Consalud Sociedad Anónima, también en contra del diputado señor Hidalgo González, por el delito contemplado en el penúltimo inciso del artículo 31 de la ley Nº 18.933, en relación con el artículo 13 de la ley Nº 17.322 que sanciona con las penas del artículo 467 del Código Penal, al que se apropiare o distrajere el dinero proveniente de las cotizaciones que se hubiere descontado de la remuneración del trabajador y también con el objeto se determine si ha lugar a formar causa en contra del querellado mencionado.

4º
Que según consta de autos y en relación al delito referido en el motivo primero de esta sentencia, se atribuye al diputado Carlos Moisés Hidalgo González, el hecho punible de giro doloso de cheques, fundado en diecisiete documentos bancarios librados por aquel, en su calidad de representante de la empresa Egas Sociedad Anónima por un monto total de setenta y nueve millones de pesos, los que fueron protestados en las fechas que indican por falta de fondos, según consta de las fotocopias de cheques y de actas agregadas de fs. 1 a 20, asimismo, se adjuntaron las copias autorizadas del expediente de notificación de protesto de cheques correspondientes al Cuarto Juzgado Civil de San Miguel, agregadas de fs. 27 a 31, que contienen las transcripciones de las notificaciones correspondientes y el certificado de no haber consignado fondos suficientes ni opuesto tacha de falsedad.

5º
Que la acción a que se refiere la querella de fs. 32 fue oportunamente renovada con el objeto de corregir errores procesales.

6º
Que según consta de autos y en cuanto al delito referido en el motivo segundo de esta sentencia, se atribuye al diputado Carlos Moisés Hidalgo González, el ilícito penal de giro doloso de cheques, fundado en un documento bancario librado por aquel, en su calidad de representante de la empresa Egas Sociedad Anónima por un monto de veintisiete millones, novecientos cuarenta y dos mil doscientos setenta y nueve pesos, el que fue protestado en la fecha que indica por falta de fondos, según consta de la fotocopia del cheque y de acta agregada a fs. 39, asimismo, se adjuntaron las copias autorizadas del expediente de notificación de protesto de cheques correspondientes al Segundo Juzgado Civil de San Miguel, agregadas de fs 40 a 49, que contienen la transcripción de la notificación correspondiente y el certificado de no haber consignado fondos suficientes ni opuesto tacha de falsedad.

7º
Que la acción a que se refiere la querella de fs. 54 fue oportunamente renovada con el objeto de corregir errores procesales.

8º
Que las querellas ya citadas, agregadas a fs. 32 y 54, fueron interpuestas por apoderados debidamente autorizados, según consta de los poderes acompañados de fs. 27 a 31 y de fs. 50 a 53.

9º
Que según consta de autos y respecto al delito referido en el motivo tercero de esta sentencia, se atribuye al  diputado Carlos Moisés Hidalgo González, el hecho punible previsto en el penúltimo inciso del artículo 31 de la ley Nº 18.933, en relación con el artículo 13 de la ley Nº 17.322 que sanciona con las penas del artículo 467 del Código Penal, al que se apropiare o distrajere el dinero proveniente de las cotizaciones que se hubiere descontado de la remuneración del trabajador, certificándose que el representante de la empresa Egas Sociedad Anónima, esto es, el diputado señor Hidalgo González, descontó valores por un monto total de ochocientos cuarenta y siete mil cincuenta y tres pesos, correspondientes a las cotizaciones para la salud y que debían ser integrados a dicha institución de previsión, lo que no ha ocurrido.

10
Que sin perjuicio del valor procesal y de los efectos que produzca, se deja constancia que la querellante doña Marina Bindis Fuentes, en representación de la Isapre Consalud 
Sociedad Anónima, a fs. 320 se desistió de la querella de fs. 264 y solicitó se decretare sobreseimiento definitivo.

11
Que de los certificados de fs. 60, 232 y 280, aparece acreditado que el señor Carlos Hidalgo González es diputado en actual ejercicio al Congreso Nacional por el período 2002 al 2006, por el distrito Nº 15 integrado por las comunas de San Antonio, Santo Domingo, Cartagena, El Tabo, El Quisco, Algarrobo y Casablanca.

12 Que, entre los privlegios e inmunidades parlamentarias que regla el artículo 58 de la Constitución Política de la República, el fuero o inmunidad penal a que se refiere el inciso segundo de este texto, busca principalmente proteger la función legislativa en términos de evitar que se substancien, en contra de los parlamentarios, acciones penales infundadas y carentes de base real.


De esta forma, el artículo 611 del Código de Procedimiento Penal previene que no podrá procederse contra un diputado o senador, sino cuando la Corte de Apelaciones respectiva, reunida en Tribunal Pleno, declare que ha lugar a formarle causa.

13 Que el procedimiento y las bases para formular la declaración que se ha impetrado de esta Corte, se contienen en las normas especiales del párrafo primero del Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Penal en sus artículos 611 y siguientes.

14 Que sobre el particular el artículo 612 del citado Código dispone: “Tan pronto como de los antecedentes del proceso o de la información rendida, a petición de parte, aparezca contra un diputado o senador datos que podrían bastar para decretar la detención de un inculpado, el juez de primera instancia elevará los autos al tribunal de alzada correspondiente, a fin de que si halla mérito, haga la declaración de que ha lugar a formación de causa”.


“Si viendo el proceso por cualquier otro motivo, el tribunal de alzada halla mérito, hará igual declaración”.

15
Que de la atenta lectura de la disposición citada precedentemente es necesario destacar que la expresión “podrían bastar”, relativas a la actividad del juez de primera instancia y “halla mérito” que alude a la valoración de la Corte de Apelaciones, son indicativas de un proceso incipiente, en que comienzan a reunirse los antecedentes, en consecuencia la valoración de los datos del proceso tiene que ver con la calidad e importancia de éstos para estimar si contienen fundamentos fáctico-jurídicos en el contexto del citado artículo 612 del Código de Procedimiento Penal, que permita llevar a la conclusión si se hace lugar a la sustanciación de una causa o si por el contrario, los datos analizados carecen de dicha entidad, evento en el que procederá dictar sobreseimiento definitivo como lo dispone el artículo 617 del texto legal citado.

16
Que de acuerdo a lo señalado precedentemente, la resolución que autoriza formar causa no constituye una declaración anticipada en relación a la concurrencia de todos y cada uno de los elementos que lleven a configurar él o los ilícitos atribuídos, ni sobre la responsabilidad penal del imputado, sino que sólo tienen el alcance de permitir que se sustancia un proceso en que las partes puedan hacer valer sus derechos y en que el juez de la causa habiendo llevado a cabo la investigación y el procedimiento que corresponda, resuelva conforme al mérito de todos los antecedentes reunidos; que en este orden de ideas y teniendo presente la naturaleza del procedimiento relativo a las personas que tienen fuero constitucional, no corresponde a este Tribunal Pleno pronunciarse sobre las particulares alegaciones de fondo hechas valer por las partes.

17
Que en la especie, los datos que arroja el proceso y que se mencionan en los motivos cuarto y sexto, referidos a los hechos, materia de las querellas de fs. 32 y 54, interpuestas por Inversiones Inmobiliaria Cataluña Sociedad Anónima y Nestlé Chile Sociedad Anónima, en concepto de esta Corte, satisfacen las exigencias del artículo 612 del Código de Procedimiento Penal y consecuencialmente son suficientes para considerar que éstos revestirían caracteres de delitos, y además existen antecedentes en orden a que habría participado en ellos y tendría algún grado de responsabilidad penal el diputado Carlos Moisés Hidalgo González.

18
Que del análisis de los antecedentes reunidos en relación al hecho denunciado por la Isapre Consalud Sociedad Anónima, descritos en la querella de fs. 264 y a que se hace referencia en el motivo octavo de este fallo, esta Corte no encuentra mérito suficiente para hacer lugar a formación de causa en contra del referido parlamentario.

19
Que no se emitirá pronunciamiento sobre la querella de fs. 400, interpuesta por Ganadera Abaroa Sociedad Anónima, por el delito de giro doloso de cheque, ordenada elevar a esta Ilustrísima Corte, según se lee a fs. 402, toda vez que ella fue incorporada después de haberse dispuesto autos en relación.


Por estos fundamentos y de conformidad con lo prescrito en los artículos 58 inciso segundo de la Constitución Política de la República y 611 y siguientes del Código de Procedimiento Penal, se declara:

1.
que se hace lugar a la formación de causa en contra del diputado señor Carlos Moisés Hidalgo González, por los hechos denunciados en las querellas de fs. 32 y 54.


Acordada con el voto en contra del ministro señor Ismael Contreras, quien fue de opinión de rechazar la petición de desafuero, por estimar que el protesto de los cheques y su consecuente falta de pago, no son de responsabilidad de la persona natural del referido parlamentario, sino que fueron extendidos por éste, en representación de la Empresa Egas Sociedad Anónima, la que se encuentra en estado de quiebra, decretada con fecha 31 de octubre de 2003, según consta del certificado agregado a fs. 82.

II.
Que no se hace lugar, a la formación de causa, en contra del diputado señor Carlos 
Moisés Hidalgo González, en relación al hecho materia de la querella de fs. 264, interpuesta por Isapre Consalud Sociedad Anónima.


Acordada, en esta parte, con el voto en contra de los ministros señor Ricardo Blanco, señor Héctor Carreño, señora Rosa Egnem y señor Roberto Contreras, quienes fueron de opinión de acoger la petición de desafuero, por estimar que existen antecedentes suficientes de conformidad a las normas legales respectivas y porque el desistimiento de fs. 320 no tiene incidencia en el delito por ser éste de acción pública.

III. Que no se emite pronunciamiento respecto de la querella de fs. 400, interpuesta por 
Ganadera Abaroa Sociedad Anónima.


Devuélvanse los expedientes sobre la quiebra de la empresa Egas S.A.


Regístrese, notifíquese y devuélvase.


Redacción del ministro señor Claudio Pavez Ahumada.


Nº 475-2003 PL.


Señor Presidente.


Señora Hernández; señor Pizarro; señor Carreño; Sra. Rivas; Sra. Martínez; Sr. Villavicencio; Sra. Miranda; Sra. Egnem; Sr. Contreras Pérez; Sr. Contreras Olivares; Sra. Elgarrista; Sra. Letelier; Sr. Pavez; Sra. Hantke; Sra. Secretaria.


Pronunciada por el señor Presidente Titular de esta Corte de Apelaciones don Ricardo Blanco Herrera y de los ministros: Sra. Hernández, Sr. Pizarro, Sr. Carreño, Sra. Rivas,  Sra. Martínez, Sr. Villavicencio, Sra. Miranda, Sra. Egnem, Sr. Contreras Pérez, Sr. Contreras Olivares, Sra. Elgarrista, Sra. Letelier, Sr. Pavez y ministro suplente Sra. Hantke. No firman no obstante haber concurrido a la vista del desafuero y posterior acuerdo de los ministros: 
Sr. Pizarro y Sra. Rivas, por encontrarse ambos en Comisión de Servicios, Sr. Villavicencio y Sr. Contreras Olivares, por encontrarse ambos con permiso del artículo 347 del Código Orgánico de Tribunales y el ministro Sr. Conteras Pérez, por encontrarse haciendo uso de feriado legal y la Sra. Hantke por haber terminado su suplencia.


“Certifico: Que la presente fotocopia es fiel a su original tenido a la vista, San Miguel, 9 de diciembre 2004”.


“Santiago, veintiséis de noviembre de dos mil cuatro.


Vistos:


Se confirma, en su parte apelada, la resolución de primero de septiembre del año en curso, escrita a fojas 266 a 271.


Se previene que el ministro señor Kokisch concurre a la confirmación de la sentencia en alzada, aunque sin compartir lo expresado en su fundamento 16º.


Acordada con el voto en contra de los ministros señores Ortiz y Tapia, quienes estuvieron por revocar -en lo apelado- la resolución recurrida, declarando, en cambio, que no se hace lugar a la formación de causa respecto del diputado señor Carlos Moisés Hidalgo González, por los hechos a que se refieren las querellas interpuestas por “Inversiones e Inmobiliaria Cataluña S.A.” y por “Nestlé Chile S.A.”. Para decidir de ese modo los disidentes tuvieron en consideración las siguientes reflexiones:

1º
Que, como se ha expresado reiteradamente en otros fallos sobre materias similares a ésta, el tramite del desafuero tiene por finalidad proteger a los parlamentarios, entre otros, de las acciones penales infundadas e inconducentes, una garantía para el adecuado cumplimiento de su mandato y funciones;

2º
Que, en tal sentido, el artículo 612 del Código de Procedimiento Penal prescribe que: “Tan pronto como de los antecedentes del proceso o de la información rendida, a petición de parte, aparezcan contra una persona con el fuero del artículo 58 de la Constitución datos que podrían bastar para decretar la detención de un inculpado, el juez de primera instancia elevará los autos al tribunal de alzada correspondiente, a fin de que si halla mérito haga la declaración de que ha lugar a formación de causa.


Si viendo el proceso por cualquier otro motivo, el tribunal de alzada halla mérito, hará igual declaración”;

3º
Que, en esa virtud, se ha dicho tradicionalmente que la declaración de sí ha lugar a la formación de causa en contra de un diputado o senador procede cuando de los antecedentes del proceso aparezcan a su respecto datos que podrían bastar para decretar la detención de un inculpado, referencia esta última que se ha asumido -y que debe asumirse- como alusivo a los requisitos que para esa detención se encuentre establecida la existencia de un hecho que presente los caracteres de delito y que se tengan fundadas sospechas para reputar autor, cómplice o encubridor a aquél cuya detención se ordena;

4º
Que, con todo, de la norma legal precedentemente transcrita, fluye que para la declaración en comento, además de las exigencias aludidas, resulta también necesario que el tribunal llamado a decidir sobre ella juzgue “si halla mérito” para efectuarla. De consiguiente, corresponde igualmente a esta Corte analizar si los datos que arroja el proceso, por su gravedad o seriedad, justifican la formación de causa en contra del parlamentario, examen éste que concilia con el sentido final del desafuero que no es otro que el de asegurar, en debida forma, la función legislativa;

5º
Que, en ese orden de ideas, debe recordarse que en autos se pretende la formación de causa por hechos que pueden reseñarse en los términos siguientes:

a.
Con fechas que median entre el 10 de julio de 2003 y el 30 de noviembre del mismo año, “Egas S.A.”, representada por don Carlos Moisés Hidalgo González, giró un total de 18 cheques, 17 de ellos a favor de “Inversiones e Inmobiliaria Cataluña S.A.” y el restante, a favor de “Nestlé Chile S.A.”.

b.
Los cheques aludidos fueron protestados, por falta de fondos, en distintas fechas que van desde el 10 de julio de 2003, en lo más remoto, al 10 de octubre del mismo año, en lo más inmediato.

c.
“Supermercados Egas S.A.” fue declarada en quiebra por resolución de 31 de octubre de 2003, del Tercer Juzgado de Letras en lo Civil de San Miguel.

c.
La notificación del protesto de los cheques antes referidos fue practicada el 12 de febrero de 2004, tratándose del girado a nombre de “Nestlé Chile S.A.”, y el 28 de mayo de este mismo, en lo que atañe a los restantes, certificándose en cada caso -en su oportunidad- que no se opuso tacha de falsedad a las firmas de los documentos, que no se consignaron los fondos respectivos y que el plazo para hacerlo estaba vencido;

6º
Que, en ese contexto, resulta preciso indicar que, declarada que fuera la quiebra de aquella sociedad, su representante perdió la administración de los bienes de la fallida la que, como efecto de aquella declaración, pasó a ser ejercida, de pleno derecho, por el síndico respectivo.


A lo expresado cabe añadir que la finalidad de la gestión de notificación del protesto de los cheques girados por el representante de una sociedad es el de conminarlo para que, en virtud de esa representación, pague el valor de los mismos, en su capital, intereses y costas;

7º
Que, sin embargo, como se sabe, las disposiciones de la ley de quiebras impiden al deudor pagar a determinados acreedores en perjuicio de otros, después de la cesación de pagos. Consecuentemente, al tiempo de la notificación de los protestos de que se trata, le estaba vedado al representante de “Supermercados Egas S.A.” la solución de los instrumentos de que se trata, precisamente en razón de la quiebra que afectaba a su representada. De ahí que sea posible concluir que no cabe atribuir al querellado responsabilidad penal, derivada de la omisión en el pago de tales cheques y que, por ende, no es posible sostener que, en este caso halla mérito para hacer la declaración de que ha lugar a la formación de causa respecto del diputado Carlos Moisés Hidalgo González.


Regístrese y devuélvase, con sus agregados.


Rol Nº 4077-04.


Sr. Álvarez García; Sr. Ortiz; Sr. Benquis; Sr. Tapia; Sr. Chaigneau; Sr. Gálvez; Sr. 
Rodríguez Ariztía; Sr. Cury; Sr. Álvarez Hernández; Sr. Marín; Sr. Yurac; Sr. Espejo; 
Sr. Medina; Sr. Kokisch; Sr. Juica; Srta. Morales; Sr. Oyarzún; Sr. Rodríguez Espoz.


Pronunciado por el presidente subrogante señor Hernán Álvarez G., y los ministros señores Eleorodo Ortiz S., José Benquis C., Enrique Tapia W., Ricardo Gálvez B., Alberto Chaigneau del C., Jorge Rodríguez A., Enrique Cury U., Orlando Álvarez H., Urbano Marín V., Humberto Espejo Z., Domingo Kokisch M., Milton Juica A., Adalis Oyarzún M., y Jaime Rodríguez E. No firman el presidente señor Marcos Libedisnky T., los ministros señores Domingo Yurac S., Jorge Medina C., Nibaldo Segura P., y señorita María Antonia Morales V., por estar el primero, tercero y cuarto en comisión de servicios, el segundo con permiso y la última con feriado, no obstante haber concurrido a la vista del recurso y acuerdo del fallo.


Autoriza la señora Secretaria Subrogante Marcela Paz Urrutia Cornejo.


“Certifico: Que la presente fotocopia es fiel a su original tenido a la vista. San Miguel, 9 de diciembre de 2004”.

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.
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